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partes han llegado al principio de acuerdo de aceptar la ne- 
cesidad de reducir el excedente de plantilla mediante las 
fórmulas de bajas voluntarias indemnizadas y jubilaciones 
anticipadas. 

Dada la situación económica de la empresa, el principio 
de acuerdo quedaba pendiente de la celebración de una 
reunión con la Dirección General del Patrimonio y la Junta 
de Andalucía, para finalizar el proceso negociador. Tras las 
oportunas reuniones, la Dirección General del Patrimonio 
y la Junta de Andalucía consideran que la reestructuración 
de plantilla pactada entre empresa y trabajadores consti- 
tuye una medida previa e imprescindible para la normali- 
zación de la actividad empresarial, motivo por el que am- 
bas administraciones deciden otorgar su apoyo económico 
asumiendo el coste de la reestructuración. Obtenido este 
apoyo económico, el acuerdo definitivo empresa y trabaja- 
dores se f m a  el 14 de marzo de 1992. En cumplimiento 
de ese acuerdo, durante el mes siguiente se produce una re- 
ducción de plantilla de 742 personas (621 bajas indemni- 
zadas y 121 jubilaciones anticipadas) cuyo coste es asu- 
mido, dada la situación económica de la empresa, por la 
Dirección General del Patrimonio, que aportó los fondos 
para las bajas voluntarias, y la Junta de Andalucía, que se 
hizo cargo de los relativos a las jubilaciones anticipadas. 

Como he señalado, a fin de hacer frente al coste de las 
bajas voluntarias y dotar a la empresa de unos fondos mí- 
nimos necesarios para el reinicio de la actividad, parali- 
zada durante el proceso de negociación, Improasa aporta a 
Intelhorce 5 .O00 millones de pesetas, haciéndose cargo de 
la gestión de la misma. 

Intelhorce pasa a estar gestionada de nuevo por la Di- 
rección General del Patrimonio del Estado, a través de Im- 
proasa, por dos hechos fundamentales: uno, el cumpli- 
miento de una proposición no de ley; dos, como contrapar- 
tida y garantía del empleo de los fondos (5.000 millones) 
que, en cumplimiento de dicha proposición, son aportados 
a la empresa. 

Dado que el nuevo equipo gestor no había participado 
en la elaboración del plan de viabilidad al que me he refe- 
rido, comenzó de forma inmediata su estudio y análisis a 
fin de iniciar, en el caso de considerarlo adecuado, su 
puesta en marcha. El análisis detallado del mismo, unido al 
conocimiento de las principales magnitudes económicas 
de la empresa, puso pronto de relieve la inviabilidad téc- 
nica y económica -valga la expresión- de dicho plan. 
Desde el punto de vista técnico era imposible acometer en 
una de las peores crisis por las que ha atravesado el sector 
textil un incremento de ventas como el que se contem- 
plaba, y desde el punto de vista económico la empresa era 
incapaz de generar u obtener los 5.200 millones necesarios 
para financiarlo. 

Por todas estas razones, el nuevo equipo gestor llegó a 
la conclusión, que comunicó al comité de empresa, de que 
el aludido plan de viabilidad no era ni posible ni realizable, 
por lo que era necesario acometer un nuevo planteamiento 
de los marcos de referencia. Tras este diagnóstico, y con- 
secuentemente con él, Improasa encomendó a uno de los 
mejores consultores de empresas textiles a nivel mundial, 
Werner Internacional, que evaluase tanto la necesidad de 

nuevas inversiones como las dimensiones de la empresa y 
que efectuase una perspectiva de resultados según los dife- 
rentes escenarios posibles y según los estándares de dicha 
consultora, a fin de disponer de un documento lo más com- 
pleto posible, que permitiese hacer una valoración en pro- 
fundidad del proyecto de futuro de Intelhorce. Werner In- 
ternacional emitió tres informes a petición de los gestores 
de Intelhorce -los mismos obran en la documentación re- 
mitida a la Comisión, a la que me remito- y uno más a pe- 
tición de los propios trabajadores ya en el proceso de ne- 
gociación. En todos ellos, la prestigiosa consultora con- 
cluye que la fábrica no es rentable ni aun con moderadas 
inversiones y en el mejor de los escenarios posibles. 

La rotundidad de los informes Werner sobre la inviabi- 
.lidad de GTE, la imposibilidad de otorgar ayudas públicas, 
sobre todo tras la sentencia del Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas de 14 de septiembre de 1994, que 
considera incompatibles con los tratados comunitarios 
parte de la ampliación de capital realizada en la empresa en 
el momento inmediatamente anterior a la venta, y la falta 
de tesorería suficiente obligan a los gestores a acometer la 
única- salida posible: la liquidación ordenada de la em- 
presa, vía suspensión de pagos, cuya solicitud se presenta 
el 7 de octubre de 1994, siendo aceptada a trámite me- 
diante providencia de 10 de octubre del Juzgado de Pri- 
mera Instancia número 13 de los de Málaga. 

La realidad es que, ante los hechos expuestos y la in- 
viabilidad constatada en la empresa, sólo cabía la alterna- 
tiva de presentar la suspensión de pagos o dilatar la vida de 
la sociedad hasta que ésta quedara abocada a la quiebra. La 
elección por la primera vía era obvia: la suspensión de pa- 
gos permitía la continuidad de la gestión social, aunque 
fuese intervenida judicialmente, facilitando la negociación 
con los acreedores y el control del destino de los activos, 
extremos todos ellos que no eran posibles si se iba a una 
quiebra y liquidación judicial. 

Tras la presentación de la suspensión de pagos, se 
aborda la búsqueda de una solución al problema laboral y 
el estudio de las fórmulas que permitiesen el rnanteni- 
miento de actividad con el mayor nivel de empleo posible, 
para lo que se inician negociaciones con los trabajadores 
en el seno de una mesa tripartita, compuesta por reyresen- 
tantes del Ministerio de Econom’a y Hacienda (Dirección 
General del Patrimonio del Estado e Improasa), la Junta de 
Andalucía (Consejerías de Trabajo e Industria) y trabaja- 
dores (comité de empresa y centrales sindicales a nivel 
provincial). 

Con los altibajos propios de este tipo de negociaciones, 
pero sin avances significativos, se celebran reuniones a lo 
largo de los meses de octubre, noviembre y diciembre del 
pasado año. A primeros de enero de 1595, ante la eventua- 
lidad de no poder hacer frente al pago de la nómina y a fin 
de no incurrir en posible responsabilidad por ello, la socie- 
dad presenta ante la autoridad laboral correspondiente un 
expediente de suspensión temporal de empleo de la prác- 
tica totalidad de la plantilla, con excepción del personal 
necesario para mantenimiento de instalaciones. El 11 de 
mayo se llega a un principio de acuerdo basado en el que 
sobre jubilaciones anticipadas y bajas voluntarias incenti- 
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vadas habían alcanzado en 1992 la empresa y los trabaja- 
dores, que, aprobado en referéndum por la plantilla, pasó 
por momentos de dificultad ante la pretensión social de 
hacer coincidir el cese de GTE con el alta de la nueva em- 
presa. Este escollo final fue salvado mediante otro acuerdo 
ya definitivo de 25 de julio, ratificado por la autoridad la- 
boral con fecha del día siguiente. En virtud de dicho 
acuerdo, después de un período de suspensión de contratos 
de dos meses, la totalidad de la plantilla causarhbaja el 30 
de septiembre de 1995, pasando a la situación de jubila- 
ción anticipada 154 trabajadores, o de baja voluntaria in- 
centivada, los 568 trabajadores restantes. En base a ello, 
Intelhorce, hoy GTE, no cuenta en la actualidad con traba- 
jador alguno, habiéndose contratado la seguridad de las 
instalaciones y los servicios administrativos mínimos con 
dos empresas especializadas en dichas actividades. 

El mantenimiento de la actividad textil en Málaga con 
el mayor nivel de empleo posible constituye, como he se- 
ñalado, otro de los temas objeto de estudio desde su inicio 
en las negociaciones entabladas en el seno de la mesa tri- 
partita. El objetivo era buscar fórmulas que permitieran 
sincronizar, con el menor impacto posible sobre el empleo, 
la liquidación de GTE, con la aparición de un modelo al- 
ternativo de gestión, ericarnado en una nueva sociedad que 
permitiese mantener actividad en Málaga, en base a los ac- 
tivos industriales de Intelhorce, y en el que pudiera inte- 
grarse una parte significativa de la plantilla. Los contactos 
para la búsqueda de algún comprador, que inicialmente 
fueron asumidos por Improasa, pasaron, por acuerdo de 
enero de 1995, de la mesa a ser desarrollados por la Junta 
de Andalucía, a travtSs de su Consejería de Industria. 
Desde eia fecha, por tanto, la Consejería de Industria de la 
Junta es la que está negociando la posible compra de los 
activos de GTE, compra sobre la que tanto la Dirección 
General del Patrimonio del Estado, como la sociedad de 
que es accionista, Improasa, están haciendo y harán cuanto 
esté en su mano para propiciar que con base a los activos 
de Intelhorce se pueda hacer realidad el objetivo al que an- 
tes me he referido de mantenimiento de la actividad indus- 
trial en Málaga, con el mayor nivel de empleo posible. 

La elección de la vía de la suspensión de pagos en lugar 
de la quiebra, que he expuesto anteriormente, respondía ya 
a este propósito decidido de controlar el destino de los ac- 
tivos de Intelhorce. La actuación llevada a cabo por Im- 
proasa a lo largo de la tramitación de la suspensión de pa- 
gos ha estado también inspirada en todo momento por este 
objetivo. Desde el 16 de marzo de 1995, en que se pro- 
mulga el auto declararido a la sociedad en situación legal 
de suspensión de pagos, Improasa mantuvo intensas nego- 
ciaciones con todos y cada uno de los acreedores, con vis- 
tas a la presentación de un convenio de liquidación que, de 
un lado, obtuviese el imayor número de adhesiones y, de 
otro, permitiese liberar los activos industriales y poder así, 
previa su enajenación a un tercero, cumplir el objetivo de 
reiniciar la actividad industrial. 

El convenio de liquidación fue aprobado por auto de 26 
de octubre pasado, al haberse adherido al mismo el 89,48 
por ciento del pasivo concursal, que representa el 99,5 por 
ciento del pasivo total, descontado aquel que tuviera dere- 

cho de abstención y se hubiera efectivamente abstenido. 
En este momento el citado convenio es f m e ,  al haber con- 
cluido el 16 de noviembre el plazo para la presentación de 
impugnaciones sin que se haya presentado ninguna. Este 
convenio contempla una dación en pago por parte de GTE 
de todos sus activos a favor del conjunto de sus acreedortz, 
quienes se dan por pagados con el producto de lo obtecido 
por la realización de los mismos, procediéndose al levan- 
tamient? de las trabas registrales que pesan sobre los in- 
mobiliarios. Para la realización de estas actuaciones, el 
convenio contempla una comisión liquidadora, compuesta 
por Improasa, Tesorería General de la Seguridad Social y 
Agencia Tributaria. Mediante este convenio y el levanta- 
miento de trabas registrales, se dm’a cumplida respuesta al 
compromiso de la Dirección General del Patrimonio del 
Estado, a que antes me he referido, de poner las instalacio- 
nes libres de carga en condiciones de poder ser adquiridas 
por el grupo industrial que, previo acuerdo con los trabaja- 
dores, proponga la Junta de Andalucía. 

Segundo, investigación y denuncia de las irregularida- 
des de los antiguos gestores privados. En este punto este 
compareciente no quiere atribuirse más mérito que el que 
le corresponde como mero impulsor de la investigación y 
firmante de la denuncia ante la Fiscalía General del Es- 
tado. El mérito de la investigación y la redacción del texto 
de la denuncia no me corresponden a mí, sino a Improasa 
y a los servicios jurídicos del Estado, que creo, y SS. SS. 
podrán comprobarlo por la documentación remitida a esta 
Comisión, han realizado un gran trabajo. No voy a exten- 
derme mucho en este punto, que ha sido objeto en esta Cá- 
mFa de varias iniciativas parlamentarias, y, como he seña- 
lado, la Comisión tiene copia de la voluminosa documen- . 
tación que constituyen las denuncias presentadas tanto por 
la Dirección General de Patrimonio, como por los gestores 
públicos de GTE e Improasa. 

Quiero señalar Únicamente, como han hecho ya en esta 
Comisión otros comparecientes, que al asumir Improasa la 
gestión de GTE, como consecuencia de la proposición no 
de ley, empieza a detectar ciertas anomalías, por lo que de- 
cide iniciar un proceso de investigación de la gestión desa- 
rrollada por los anteriores gestores privados. Como he te- 
nido ocasión de señalar en otras comparecencias parla- 
mentarias, este proceso de investigación fue largo, difícil y 
complejo y conllevó el estudio y reconstrucción, en algu- 
nos casos, de la contabilidad de la empresa. Culminado el 
trabajo, Improasa elevó a la Dirección General de Patri- 
monio un informe. Vistos los hechos allí recogidos, pre- 
suntamente constitutivos de delitos tipificados en nuestro 
ordenamiento jurídico, se procedió por mi parte a remitir al 
Servicio Jurídico del Estado en la Subsecretm’a del Minis- 
terio de Econom’a y Hacienda el citado informe. El Servi- 
cio Jurídico del Estado, en un trabajo a mi juicio realmente 
meritorio también, procedió a redactar el texto básico de lo 
que posteriormente sería el texto de la denuncia, propo- 
niendo se remitiese a informe de la Dirección General del 
Servicio Jurídico del Estado. Solicitado este informe, co- 
pia del cual obra en la documentación remitida a la Comi- 
sión, y recogidas sus sugerencias, se procedió por mi parte 
a la f m a  y presentación ante la Fiscalía General del Es- 
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tado el 4 de julio de 1994 de una denuncia que, como ya se 
ha  señala^% en otras ocasiones en esta Cámara, constituyó 
e1 núcleo básico fundamental de las actuaciones judiciales 
hoy en curso. 

En resumen, y con esto concluyo, asumida por Improa- 
sa la gestión de Intelhorce como consecuencia de la propo- 
sición no de ley, se encomendó el estudio de su viabilidad 
a una consultora internaciona! de reconocido prestigio. 
Constatada por ésta la inviabilidad de la empresa, se 
abordó la búsqueda de soluciones al problema laboral y se 
acometió una liquidación ordenada que permitiese la reuti- 
lización de los activos de la empresa para el manteni- 
miento de la actividad textil en Málaga con el mayor nivel 
de empleo posible. Simultáneamente, ante los indicios de 
existencia de posibles irregularidades por los anteriores 
gestores privados, inició una larga y compleja investiga- 
ción, cuyos resultados eleva a la Dirección General de Pa- 
trimonio, investigación, que, previos los informes corres- 
pondientes, tanto del Servicio Jurídico del Estado en la 
Subsecretaría del Ministerio de Economía y Hacienda, 
como de la Dirección General del Servicio Jurídico del Es- 
tado del Ministerio de Justicia e Interior, culmina con la 
presentación, el 4 de julio de 1994, de una denuncia ante la 
Fiscalía General del Estado. 

~i señor PRESIDENTE: Vamos a iniciar las interven- 
ciones de los distintos grupos. En primer lugar, por el 
Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra el Diputado 
señor Izquierdo Juárez. 

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Gracias señor, Váz- 
quez de Parga, por su exposición y por su presencia en esta 
Cámara, que no es la primera y que probablemente tam- 
poco será la Última. Ya se lo dijimos hace un año y nos vol- 
vemos a ver y creo que nos veremos en el futuro. 

Señor Vázquez de Parga, ha hecho su exposición ba- 
sándose en dos puntos fundamentales, y agradezco su 
concreción, porque en definitiva eran las cuestiones im- 
portantes que queríamos plantearle: la viabilidad de la 
empresa y la denuncia que bajo su mandato se presentó 
ante la Fiscalía General. Cuando la Dirección General de 
Patrimonio del Estado habla de la inviabilidad de la em- 
presa parece que estamos oyendo lo mismo que ya se de- 
cía o se escribía en 1989. Está bien que el Director Gene- 
ral no haga referencias al proceso de privatización, puesto 
que no es su responsabilidad, pero nosotros no tenemos 
más remedio que hacerlas, puesto que todo el problema 
Intelhorce no se entendería si no es en un conjunto de ac- 
tuaciones sucesivas. 

Yo recueido, señor Director General, que los plantea- 
mientos del Gobierno en 1989 para privatizar Intelhorce 
son exactamente los mismos que determinaron en 1992 la 
vuelta del sector público a su accionariado y son exacta- 
mente los mismos que han determinado en estos momen-' 
tos la liquidación de la empresa, planteamientos de carác- 
ter técnico y económico. Ya en 1989, el señor Solchaga ha- 
blaba de que Intelhorce era una empresa absolutamente in- 
viable, y, sin embargo, para no tener que cerrarla, se opta 
por privatizarla, por venderla. Ese es el mismo plantea- 

miento que usted nos ha referido para 1992. En 1992 Intel- 
horce es una empresa inviable y, de acuerdo con el man- 
dato de la Cámara y la proposición no de ley aprobada, la 
presión social y la propia decisión soberana del Ejecutivo, 
vamos a intentar una nueva etapa en Intelhorce. Sin em- 
bargo, señor Director General, los hechos son muy tozu- 
dos. En la documentación que esta Comisión tiene constan 
las pérdidas de Intelhorce en 1989, que, como usted sabe, 
eran alrededor de 2.000 millones de pesetas anuales. Cons- 
tan también las pérdidas que se originaron en la compañía 
Intelhorce en 1989,1990 y 1991, dos años y unos meses en 
los cuales podemos determinar que estuvo privatizada. Se- 
gún la documentación oficial, Intelhorce pierde 11 .O00 mi- 
llones de pesetas en los dos ejercicios fundamentales del 
año 1990 y 1991. 

A partir del año 1992 y hasta la fecha, o sea, cuando Im- 
proasa se hace cargo de Intelhorce -y no hay que olvidar, 
señor Director General, que Improasa es la empresa que 
privatiza Intelhorce; nunca hay que olvidar esto, en mi opi- 
nión-, las pérdidas de Intelhorce superan los 22.000 mi- 
llones de pesetas - e s t o  no lo digo yo como un argumento 
exculpatorio, ni mucho menos, de la gestión privada, 
puesto que ésta no es la cuestión-; 22.000 millones de pe- 
setas más 11.000 millones son más de 30.000 millones de 
pesetas. Todavía no sabemos lo que va a costarle al Estado, 
por tanto a todos los españoles, el proceso de liquidación 
de Intelhorce y la creación de la nueva empresa. Yo me 
pregunto, señor Director General, y le pregunto a usted: 
después de todo este proceso, jno parece razonable pensar 
que la intención de privatización o la decisión política de 
privatización en su momento no estuvo bien tomada? Nos 
ha costado el proceso de Intelhorce a todos los españoles 
desde 1982 hasta 1994, según datos oficiales también da- 
dos por el Ministerio de Econom'a y Hacienda, la friolera 
de 52.000 millones de pesetas, y, como digo, no sabemos 
qué nos va a costar el proceso de liquidación. 

Sobre esta cuestión de la viabilidad de la empresa noso- 
tros somos de una opinión contraria. Nosotros creemos 
que Intelhorce en su momento pudo haberse privatizado 
bien, con control, con criterios objetivos, tanto empresaria- 
les, técnicos como políticos, y no subjetivos, y no tendría- 
mos ahora el problema que tenemos, ni el problema social 
ni el problema económico, porque este dinero, señor Di- 
?ector General, evidentemente no es algo que caiga del 
:ielo, esto es algo que todos vamos a pagar: los primeros, 
los trabajadores, por supuesto, porque tienen un problema 
social importante, pero también el conjunto de los ciuda- 
ilanos, tanto de modo directo como indirecto, porque tam- 
3ién Intelhorce, con estas aportaciones impresionantes de 
:apital público, ha estado haciendo un grave perjuicio para 
$1 mercado y, por tanto, para otros trabajadores también de 
Málaga, del conjunto de Andalucía y de toda España. 

Ha hecho usted mención al informe Interdoxa y ha pun- 
ualizado que dicho informe fue encargado por los gestores 
xivados de GTE. Esto es cierto. Realmente, esto es así. Lo 
p e  sucede es que nosotros tenemos documentos, señor 
Director General, y hemos leído documentación que el 
nismo Gobierno ha enviado a la Cámara, en el sentido de 
p e  Interdoxa, S .  A., es contratada por GTE cuando los 
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gestores privados de G‘TE le plantean a Patrimonio del Es- 
tado esa palabra tan mágica y que ha servido de excusa 
para tanto, la inviabilitiad de la compañía, los problemas 
de la compañía, la defiiactación de sus balances en 1989, 
etcétera. Entonces, se encarga un informe a una sociedad 
o, mejor dicho, se hace un contrato con una sociedad de 
asesoramiento econóniico, y de intermediación, puesto 
que nos consta, señor Director General, que ejecutivos de 
Interdoxa, como el señor Gutiérrez Castaño, y yo lo repito 
y lo digo, puesto que debe saberse y conocerse, don Anto- 
nio Gutiérrez Castaño, abogado de la firma Interdoxa, 
compañero, amigo y socio en su momento de don Felipe 
González, Presidente del Gobierno, en su despacho labora- 
lista de la calle Capitán Vigueras, de Sevilla, sin que ten- 
gamos que establecer ninguna conclusión al efecto. Pero a 
mí me llama mucho la atención que los abogados labora- 
listas de entonces, con el tiempo, hayan pasado a ser abo- 
gados de empresa y que sus informes sirvan para el des- 
pido de 742 trabajadores y que encima realicen labores de 
intermediación entre una empresa problemática como In- 
telhorce, la propia Dirección General de Patrimonio del 
Estado e incluso la barca pública, porque es con la inter- 
mediación de Interdoxal cuando el señor Muñiz, Secretario 
del Consejo de Administración de Intelhorce, en represen- 
tación de las sociedades Benorbe y Benservice, se dirige al 
Banco de Crédito Industrial para solicitarle una financia- 
ción externa de 10.000 millones de pesetas, con el objeto 
de sacar adelante el plan de viabilidad Interdoxa, que pa- 
saba por una reducción de la plantilla y por una aportación 
externa de capital. Y todo esto con el conocimiento de la 
Dirección General de Patrimonio del Estado. En ese mo- 
mento es cuando el Banco de Crédito Industrial hace un in- 
forme a su jefatura en Madrid diciendo que las sociedades 
Benorbe y Benservice rio tienen ni capacidad ni garantía ni 
solvencia para soportar una operación de crédito de seme- 
jante tamaño, de 10.000 millones de pesetas. ¿Parece de- 
ducirse entonces que es por aquel informe interno del 
Banco de Crédito Industrial, banco público, cuando Patri- 
monio del Estado se cae del burro -y permítame la expre- 
sión- y determina que ha vendido mal Intelhorce? Yo 
creo sinceramente que 110, que sabía perfectamente a quién 
vendía y que desde el primer momento la intención de Pa- 
trimonio del Estado fue cerrar y liquidar Intelhorce. Lo que 
pasa es que se buscó una solución social, una solución pro- 
pagandística, una solución de cara a la galería que no tu- 
viera efectos políticos negativos para el propio Ejecutivo, 
y de esta manera, señor Director General, se argumentó 
desde la propia Dirección General de Patrimonio del Es- 
tado una campaña en inedios de comunicación diciendo 
que se vendía Intelhorce al grupo multinacional más im- 
portante del sector textil como era Benetton, porque consta 
en la documentación enviada por el Gobierno a esta Comi- 
sión y a la que hemos tenido acceso que la propia Benetton 
desmintió oficialmente a la Dirección General de Patrimo- 
nio del Estado, por carta de mayo de 1988, que nada tenía 
que ver con Benorbe y Benservice y que no tenía ningún 
interés en comprar Intelhorce. ¿Explicará entonces el Go- 
bierno, de una vez por todas, por qué desde la Dirección 
General de Patrimonio del Estado de entonces se dieron 

notas de prensa informativas en las que se decía que Be- 
netton estaba detrás de la operación de venta de Intel- 
horce? Yo creo que no se puede explicar y no se puede jus- 
tificar lo que no es justificable. ¿Explicará en esta Comi- 
sión el actual Director General de Patrimonio del Estado 
por qué cuando se decide la solución de que Improasa 
vuelva a entrar en el capital social de Intelhorce, conocién- 
dose ya, señor Director General, las posibles irregulaxida- 
des cometidas por los administradores privados de Intel- 
horce, no se decide cortar en seco la relación contractual 
con ellos, sino que encima se nombra Presidente del nuevo 
Consejo de Administración al administrador único de la 
sociedad, el señor don José Manuel Muñiz? 

Dice el señor Director General que todo este proceso 
en defensa de la propia compañía, según su criterio, va a 
desembocar en una denuncia. Me gustm’a que explicara 
el señor Director General la siguiente cuestión a la Comi- 
sión, si lo tiene a bien. ¿No es cierto que los administra- 
dores privados de Intelhorce, o sea, las sociedades Be- 
norbe y Benservice, plantearon en su momento formal- 
mente la nulidad del contrato de compraventa porque se 
sentían engañados al no haberse establecido en dicho 
contrato la circunstancia, para ellos fundamental, de que 
una de las cláusulas del mismo, como era la ampliación 
de capital, podía verse afectada por decisión en contra 
por parte de la Comisión Europea y posterior sentencia 
en contra? ¿No es cierto, señor Director General, que en 
1992 y también en el año anterior, 199 1, la Dirección Ge- 
neral de Patrimonio del Estado negocia con los gestores 
privados el aplazamiento y la reducción del precio que se 
puso en su momento de 2.000 millones de pesetas y que 
por esa circunstancia no se ejecutó el aval cuando incum- 
plieron el primer plazo en el año 1991, tampoco se eje- 
cutó en 1992 y fue posteriormente ejecutado en el año 
1993? ¿No es cierto, señor Director General, que cuando 
el Ejecutivo -el Ministerio de Economía, la Dirección 
General de Patrimonio del Estado- tiene conocimiento 
de que los gestores privados de Intelhorce pueden plan- 
tear una demanda civil de gravísimas consecuencias con- 
tra la Dirección General de Patrimonio del Estado inme- 
diatamente se interpone una demanda penal, probable- 
mente para parar acciones civiles de acuerdo con nuestro 
Derecho positivo? 

Señor Director General, usted ha dicho que los servi- 
cios jurídicos del Estado han realizado una gran labor y yo 
estoy completamente de acuerdo; pero más personas, se- 
ñor Director General, porque en este escándalo ronda tam- 
bién un famoso informe Cordón encargado por Improasa y 
pagado por GTE -que al final lo pagamos todos, todo 
esto lo pagamos todos y ha costado 17 millones de 
pesetas- a un detective privado cuando la Agencia Tribu- 
taria el propio Ministerio de Econom’a, no tiene más que 
pulsar la tecla para saber lo que había pasado en Intelhorce 
entre 1989 y 1992 y estaba determinado por 
auditorías. 

Todo esto me suena a escándalo, me suena, perdóneme 
la expresión, señor Director General, a una cuestión ro- 
cambolesca, es prácticamente de mafia, es como si hubiera 
aquí un gran padrino que cuando alguien se le revuelve, al- 
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guno de los malos, le ajusta las cuentas. El informe Cordón 
me recuerda al famoso informe Crillón, el otro gran escán- 
dalo económico nacional. Mientras todos vamos por la 
senda, juntos y de la mano, de acuerdo. Cuando alguien se 
desmanda, i toma! Y esto no quiere decir, señor Director 
General, que nosotros exculpemos, ni mucho menos, ni a 
los gestores privados ni a nadie. (El señor Sáenz Lo- 
renzo: Pues esa impresión da.) Pero esto no es cuestión 
de esta Comisión de Investigación. El objeto de esta Co- 
misión de Investigación, señor Director General, es deter- 
minar las responsabilidades políticas de los políticos que 
intervinieron en el proceso de privatización. 

Voy a terminar, señor Presidente. (El señor Sáenz Lo- 
renzo pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Iz- 
quierdo. Señor Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Los discursos del señor 
Izquierdo exponiendo sus creencias y su planteamiento 
tienen poco que ver con la comparecencia de una persona 
a la que tenemos que pedir información. El rigor de esta 
Comisión de Investigación supone que vienen los compa- 
recientes para proporcionarnos información, no para que 
nos exponga cada vez el señor Izquierdo su opinión, que 
ya la conocemos, porque repite siempre la misma. Es una 
opinión no basada en hechos ni en datos y que parece que 
no quiere corroborar con hechos y con datos, sino hacer 
una exposición, parece ser que para la prensa o para la opi- 
nión pública y, desde luego, en modo alguno para investi- 
gar ni preguntar nada al señor compareciente. Yo creo que 
eso no es una comisión de investigación; es un discurso sin 
contenido y de creencias del señor Izquierdo, que siempre 
mantiene sin ningún fundamento. 

No podemos seguir así, porque entonces yo también 
tendría que hacer ahora un discurso respecto a lo que yo 
pienso de todo el proceso, que es totalmente lo contrario de 
lo que dice el señor Izquierdo. No, no; estamos aquí para 
preguntar al compareciente datos concretos y pedir docu- 
mentación, para, al final, formarse una opinión la propia 
Comisión de Investigación, no para hacer discursos va- 
cíos. 

El señor PRESIDENTE: Señor Izquierdo. 

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Señor Presidente, 
yo esperaba que usted en este momento intervendría am- 
parando a este comisionado, que es sistemáticamente inte- 
rrumpido por el señor Sáenz Lorenzo, que se permite cali- 
ficar discursos cuando nadie lo hace con los suyos y que 
nunca, señor Presidente, observa su turno de intervención. 
Yo me someto al criterio de la Presidencia. Si el señor Pre- 
sidente cree que me estoy desviando del tema, me lo ha de 
decir; no creo que sea función del señor Sáenz Lorenzo de- 
círmelo, sino de su señoría. Si el señor Presidente me lo 
permite, continuaré y terminaré. 

El señor PRESIDENTE: Puede usted seguir, señor Iz- 
quierdo. 

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

No perderé, señor Director General, el hilo argumental, 
a pesar de que ésa haya sido la pretensión del portavoz del 
Grupo Socialista, porque iba a la denuncia, no a creencias 
ni a discursos vacíos: iba a datos y a documentos contras- 
tados. 

Usted dice, señor Director General, que le cabe el mé- 
rito de haber presentado la denuncia el 4 de julio de 1994 
ante la Fiscalía General, inducido por el gran mérito de 
Improasa y de los servicios jurídicos del Estado. La pri- 
mera pregunta, que además se desliza fácilmente: ¿Por qué 
no antes? Ha dado usted la respuesta muchas veces: por- 
que hemos estado estudiando el tema durante años, era 
muy prolijo. 

Señor Director General, con todos los respetos, mucho 
tiempo atrás la Dirección General de Patrimonio del Es- 
tado tenía argumentos suficientes para haber parado la san- 
gría que se ha producido en Intelhorce; muchos argumen- 
tos para hacer lo que hizo en el año 1994. 

Además, señor Director General, nosotros creemos que 
esa denuncia está matizada, porque~se basa, como usted ha 
dicho, en informes de los servicios jurídicos, en el con- 
junto -y no lo ha dicho S. S.- de la investigación del de- 
tective Cordón -que es una empresa menor que la Cri- 
llón, pero, al caso, eficaz, según el propio Director Ge- 
neral- y en la actuación interna de investigación contable 
de la nueva dueña de Intelhorce, que era Improasa. 

En su denuncia, señor Director General, en la página 
63, se hace referencia a las responsabilidades presuntas en 
este escándalo -pem’tame que lo llame así, porque para 
mí es un escándalo que nos ha costado mucho dinero a to- 
dos los españoles y que en algún bolsillo estará- en todo 
este proceso del Banco Exterior de España. Aquí hay una 
cuestión muy oscura, señor Director General de Patrimo- 
nio del Estado, sobre la cual quiero su opinión: producida 
la venta y entre 20 y 25 días después, por lo que luego se 
ha sabido al estudiar los apuntes contables de las cuentas 
que Intelhorce manejaba en el Banco Exterior de España 
-banco público-; entre 20 y 25 días después, repito, se 
había dispuesto de la totalidad de los fondos, o sea, los 
5.869 millones de pesetas. 

Evidentemente, esto es muy grave, puesto que esa 
cuenta estaba bloqueada y solamente podía ser movida con 
autorización de Patrimonio del Estado. Bien es cierto que 
en meses sucesivos Patrimonio del Estado, a petición de 
los gestores privados de Intelhorce, va girando autoriza- 
ciones -250, 400, 700 millones, etcétera-, autorizacio- 
nes banales, puesto que los fondos ya habían sido movidos 
previamente. Esto les lleva a los servicios jm’dicos del Es- 
tado a determinar que puede haber existido algún tipo de 
connivencia o responsabilidad entre empleados o el Banco 
Exterior y los gestores privados de la sociedad. 

En su denuncia, señor Director General, en la página 
63, el punto 18, «Actuación del Banco Exterior de Es- 
paña», al final, dice: «Resulta evidenciado el incumpli- 
miento por parte del Banco Exterior de España de las obli- 
gaciones relativas al control de disposición de los fondos 
procedentes de la ampliación de capital previa a la venta. 
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Sin que el incumplimiento de dicha obligación civil su- 
ponga, sin más» -repito esta frase: sin que el incumpli- 
miento de dicha obligación civil suponga, sin más-, «la 
existencia de indicios de responsabilidad penal, debería in- 
dagarse sobre este extremo.» Es decir, ya el propio denun- 
ciante, la Dirección Gleneral de Patrimonio del Estado, se 
permite calificar que este incumplimiento civil del Banco 
Exterior de España puede no tener indicios de responsabi- 
lidad penal. Pero esto está basado en este otro informe de 
12 de mayo de 1994, del señor Tambo Iñiguez, que ha 
comparecido, y muy bien, en esta Comisión de Investiga- 
ción parlamentaria, en1 el que se viene a hablar de la res- 
ponsabilidad del Banco Exterior de España de modo muy 
preciso y claro. Este informe, de 12 de mayo de 1994, que 
no citaré textualmente para no cansar a SS. SS., es apo- 
yado y contrastado, sei?or Director General del Patrimonio 
del Estado, por un nuevo informe del Ministerio de Justi- 
cia, firmado por el Director General de los Servicios Jurí- 
dicos del Estado del Ministerio de Justicia e Interior, que 
comparecerá esta maííana en la Comisión de Intelhorce, 
creo que a continuación del siguiente compareciente. 
Quiero que S. S. y la Comisión se den cuenta de lo que dice 
en su denuncia matizada y lo que señala la Dirección Ge- 
neral de los Servicios Jlurídicos del Estado en el Ministerio 
de Justicia e Interior, rio estamos hablando ya del Ministe- 
rio de Econom’a y Hacienda. 

La página 13 de ese informe, en el apartad6 octavo 
donde habla de personas responsables, se refiere a la ac- 
tuación del Banco Exterior de España y manifiesta: debe 
decirse que no sólo carece de todo tipo de justificación 
desde el punto de vista civil. Señor Director General, usted 
en su denuncia dice que civilmente puede haber lo que sea, 
pero cree que penalmente, no. 

Su denuncia se basa en este informe que dice: No sólo 
carece de todo tipo de justificación desde el punto de vista 
civil, sino que no es posible descartar la presunta partici- 
pación de alguno de sus empleados en los posibles delitos 
que hemos estudiado en concepto de cooperadores necesa- 
rios, figura esta que el artículo 14 del Código Penal equi- 
para a los autores. Ya me explicará el señor Director Gene- 
ral por qué se matiza., por qué se oculta, en su denuncia 
presentada ante la Fiscalía General, esta situación. 

Señor Director General, el informe Cordón al que ha te- 
nido acceso esta Comisión y este comisionado, establece 
como patas de la silla de la presunta estafa a tres personas: 
el señor Moreno García, compañero de facultad del señor 
Muñiz y presidente a la sazón en la empresa pública Im- 
proasa. Habla del señor Muñiz y del señor Orefici y dice 
aquello de lo del Barico Urquijo, solos o acompañados, 
pero parece claro que en estas tres personas, según Cor- 
dón, se establecen las responsabilidades del escándalo In- 
telhorce. Sin embargo, la Dirección General del Patrimo- 
nio del Estado en su denuncia se limita a indicar que la 
persona encargada del proceso de venta de Intelhorce fue 
el señor Moreno García. 

Entienda m i s  palabras, señor Director General, que no 
son para echarle en cara que ustedes matizaran la denuncia 
intentando ocultar responsabilidades. No, porque me 
consta que los servicios jurídicos del Estado, en cumpli- 

miento de sus obligaciones, están prestando un importante 
auxilio a la justicia, como es su obligación constitucional y 
ciudadana. 

Intento dejar claro, señor Director General, que nadie 
da puntadas sin hilo; que esta denuncia se argumenta; que 
en el momento en que se presenta se hace por algo; que la 
venta o la renacionalización de GTE a través de Improasa 
también se hace por algo y que también la venta en su mo- 
mento se hizo por algo. 

Esto es todo cuanto quería, señor Presidente, decir en 
este primer turno de intervención. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Di- 
rector General. 

El señor DIRECTOR GENERAL DEL PATRIMO- 
NIO DEL ESTADO (Vázquez de Parga y Pardo): Voy a 
tratar de dar contestación a las preguntas que el señor Iz- 
quierdo me ha formulado. Como en alguna otra compare- 
cencia hemos discutido alguna de ellas, voy a reiterarme 
en argumentos que en su día ofrecí, de los cuales tengo la 
convicción y, por tanto, no es de extrañar que los repita. 

Discrepo con usted en que el planteamiento del Go- 
bierno en 1989 y 1992 fuera exactamente igual, entre otras 
cosas porque las circunstancias eran muy distintas. En el 
año 1989, incluso antes, cuando el Ministerio de Econom’a 
y Hacienda toma la decisión de privatizar Intelhorce por 
entender que no se trataba de una empresa con carácter es- 
tratégico ni de interés público, que nada tenía que ver una 
empresa del sector textil en su condición de empresa pú- 
blica, se inicia lo que puede ser un proceso de privatiza- 
ción de una empresa pública, como he dicho en otras oca- 
siones, con la dificultad que en cualquier caso se produce 
cuando se trata de privatizar una empresa que lleva desde 
su constitución, en 1957, generando pérdidas. 

Me pongo en la situación de m i s  antecesores, porque 
razonablemente lo tengo que hacer, después de dos años de 
gestiones en cuanto a la demanda de la posible compra de 
Intelhorce por parte de empresas privadas. Se ha dicho que 
la rapidez, la urgencia llevó al Gobierno a venderla. 
Vuelvo a reiterar que con los elementos de juicio que había 
en el año 1989 en poder del Ministerio de Econom’a y Ha- 
cienda, la decisión que se tomó en cuanto a la venta fue co- 
rrecta, sin perjuicio de que los hechos nos han demostrado 
que la misma no fue acertada. Ambos términos creo que no 
son antagónicos. Las decisiones son una foto fija en el 
tiempo que hay que tomar con los elementos razonables. 
Indudablemente cuando las cosas salen mal siempre a toro 
pasado, todos podemos decir: «Debió haberse hecho esto; 
debió hacerse esta otra cosa.» Esto es algo razonable. In- 
dudablemente no estaríamos en este momento ni en este 
lugar si se hubieran cumplido las previsiones y las expec- 
tativas del Gobierno y de los altos cargos del Ministerio de 
Econom’a y Hacienda en aquel momento con los datos que 
tenían. Ellos pensaron que era una decisión correcta que 
podría tener éxito. A toro pasado está clm’simo que la de- 
cisión no fue acertada. A todos en la vida nos puede pasar 
lo mismo con las decisiones que podemos tomar. Las deci- 
siones de las que nos podemos arrepentir son aquellas ba- 
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sadas en anomalías, irregularidades o maquinaciones que 
después pueden dar al traste con los éxitos por un plantea- 
miento quizás irregular y controvertido. 

La convicción que tengo después del análisis que he he- 
cho de este tema -y es mi obligación exponerlo en esta 
Comisión- es que con los elementos de juicio que enton- 
ces había se tomó la decisión que se consideraba más acer- 
tada, por lo que he dicho siempre: la oferta contraria pedía 
el doble de saneamiento previo, de ampliación de capital. 
En vez de 5.889 millones, pedía 10.000 millones de pese- 
tas. No hacía ampliación de capital ninguna. Los 2.000 mi- 
llones de pesetas que se comprometieron a aportar, tanto 
Benorbe como Benservice mantenía plantilla, mientras 
que las otras reducían plantilla, ofrecían una peseta. No 
podemos ver lo que pudo haber sido y no fue. Hay algo que 
es cierto Hilatura Gossypium después suspendería pagos. 

Este es el gran dilema en el que se encuentra el gestor 
público cuando tiene que tomar una decisión de esta natu- 
raleza y ante una empresa de estas características. Por eso 
digo honradamente, señoría, que me parece muy rebus- 
cado que si efectivamente el diagnóstico del Gobierno en 
esa fecha, año 1989, hubiera sido de inviabilidad y de ir al 
cierre de la empresa, tomara los caminos que se tomaron 
para que todos estemos pasando en estos momentos por las 
horcas caudinas por las que pasamos. Lo considero real- 
mente desproporcionado, porque si la decisión hubiera 
sido ésa, hay caminos mucho más rápidos para llegar a los 
fines que se pretendían. 

Dicen que ustedes piensan que se pudo haber privati- 
zado bien. Es indudable que, como decía antes, el acierto 
no estuvo en la elección, pero repito que en la experiencia 
que tengo es fácil privatizar empresas en beneficio y es 
muy difícil privatizar empresas en pérdidas. 

Los datos que ha puesto usted de manifiesto son claros, 
oficiales; los ha puesto sobre la mesa el propio Ministerio 
de Economía y Hacienda y nada tengo que decir sobre 
ellos. Es normal que en la gestión pública -me refiero a 
partir del año 1992-, sobre la cual no se podrá pensar que 
ha habido fugas de dinero de ningún tipo ni malversacio- 
nes, cogiendo la empresa como la cogimos y en las cir- 
cunstancias en que estaba, totalmente descapitalizada, las 
pérdidas fueran, paradójicamente, mayores, porque, entre 
otras cosas, había pérdidas extraordinarias, de carácter in- 
soslayable, que figuran en los datos que usted ha dado, 
como, por ejemplo, la reducción de plantilla que se hizo, 
que consta como pérdida en la propia empresa, otros gas- 
tos de carácter extraordinario y, sobre todo, gastos finan- 
cieros, fuera de la cuenta de explotación, que no estaban en 
la misma línea de lo que pudieron tener los gestores ante- 
riores que, como ustedes han reiterado, cogieron una em- 
presa bien capitalizada. 

La afirmación que se hace respecto a Interdoxa es que, 
al final, nos las llevamos todas, porque si la empresa está 
en manos privadas y los gestores privados son los que con- 
tratan a la empresa Interdoxa y se argumenta que desde la 
perspectiva pública los gestores privados en ese momento, 
año 1991, se encontraban con que la empresa no estaba en 
una situación boyante, entiendo que trataron de buscarse el 
parapeto suficiente para justificar sus propias maniobras y 

la situación a la que habían abocado a la empresa en el 
poco espacio de tiempo que llevaban como gestores, año y 
medio, y contrataron a una empresa; pero yo no pienso que 
el Gobierno les haya tratado de inducir a que tuviera que 
ser exactamente Interdoxa. Respeto, indudablemente, su 
criterio, pero yo no lo comparto. 

Respecto de la banca oficial, del Banco de Crédito In- 
dustrial, quiero decir que el Ministerio de Economía y Ha- 
cienda, en concreto la Dirección General del Patrimonio, 
en esa época no tenía nada que ver con el Banco de Crédito 
Industrial. 

Por lo que se refiere al Banco Exterior, el hecho de ser 
accionista no nos lleva a interferir en la gestión y en la 
toma de decisiones de todas las empresas públicas, porque 
sería completamente disparatado, desde el punto de vista 
de una gestión eficaz y, además, totalmente inabarcable 
por muchas condiciones, muchas capacidades y muy buen 
equipo que pudiera tener la Dirección General del Patri- 
monio. Desde la independencia de lo que es la gestión de 
una empresa y respetando lo que debe ser la gestión de una 
empresa pública, toda una serie de toma de decisiones es- 
capan por completo, salvo las de carácter estratégico im- 
portante, a la injerencia y al conocimiento de la Dirección 
General del Patrimonio, pese a su condición de accionista 
mayoritario. 

El hecho de que Improasa fuera en su momento broker 
y después fuera la encargada por la Dirección General del 
Patrimonio de asumir la gestión de la empresa, creo que no 
tiene mayores connotaciones. Es una empresa instrumental 
dentro de la Dirección General de Patrimonio que induda- 
blemente la hemos utilizado en demasía para ciertos as- 
pectos; desde la Dirección General del Patrimonio es im- 
posible gestionar actuaciones dentro del tráfico mercantil. 
En otro orden de ideas, ustedes a veces nos critican porque 
creamos «empresas instrumentales» -poniéndolo entre 
comillas-, pero es que el instrumento es algo muchas ve- 
ces necesario para poder realizar actuaciones imposibles 
de efectuar desde la burocracia de la propia Administra- 
ción. En este sentido, Improasa es esa empresa instrumen- 
tal que, como usted conoce perfectamente, hemos tenido 
que utilizar, tanto para hacer de broker como, en este caso 
concreto, para hacer de gestora, además de otras activida- 
des de distintas disciplinas que le toca asumir con una 
plantilla de Ócho o diez personas. 

En cuanto al nombramiento de Muñiz como presidente 
en el año 1992, recuerdo que en ese momento era el admi- 
nistrador único de la sociedad. Entonces se podía ya cons- 
tatar que la gestión privada no había sido todo lo acertada 
que debiera haber sido, pero, indudablemente, en ese mo- 
mento no se podía tener el conocimiento que desde dentro 
se ha podido obtener posteriormente. La realidad es que 
era administrador único y por un tiempo muy corto, esca- 
samente tres meses, se le nombra presidente con poderes 
mancomunados con uno de de los miembros del consejo 
de administración. Pero esto que desde fuera puede pare- 
cer un ascenso, a la hora de la verdad llevó a que desde ese 
momento todas las tomas de decisiones, una vez que Im- 
proasa se ha hecho cargo de la gestión, se controlaran por 
parte de Improasa con ese procedimiento de que los pode- 
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res fueran mancomunados y que, en ningún caso, el señor 
Muñiz pudiera tener la firma él sólo. 

Dice S. S. que los gestores privados plantearon la nuli- 
dad del contrato, la negociación del precio, la no ejecución 
del aval. Estamos hablando del año 1991, cuando ya los 
fondos que en su día se: aportaron habían desaparecido de 
la empresa. Esto es una reacción de carácter normal, den- 
tro del fracaso al que habían llevado a la empresa los ges- 
tores privados. Esto es bastante normal. Yo siempre digo 
que en estas empresas públicas cuando se privatizan, bien 
por los propios compradores o bien por motivos políticos 
razonables es muy difícil a veces soltar una privatización 
en empresas de esta naturaleza; nos vuelven, como el Gua- 
diana, aparecen y desaparecen y siempre es el Estado el 
responsable. La actuación de los gestores privados en esos 
momentos -repito que ya estamos hablando de finales del 
año 1991- es tratar dle decirle al Estado: «Cuidado que 
vuelve otra vez Intelhorce y tenéis que bajar la guardia 
para no encontraros en Ila situación de una nueva republici- 
tación.» En ese sentido esgrimen todos los argumentos que 
estén en sus manos. 

Aquí se ha repetido hasta la saciedad que el tema de la 
Comisión Europea y la solicitud de información que se ha- 
bía hecho en abril de 1989 eran Perfectamente conocidos, 
y hay documentación que obra en su poder en la que se 
comprueba ese reconocimiento por parte de los comprado- 
res de que en ese momento no había expediente alguno, 
pero que estaba iniciada una información para analizar las 
ayudas que había recibido Intelhorce en los años anterio- 
res. Este era un hecho perfectamente conocido. Repito que 
el hecho de que la Connisión lo declarara incompatible y, 
posteriormente, la sentencia, fueron un argumento que 
pudo servir perfectamente de parapeto a los compradores 
para enmarañar la propia actuación que ellos habían tenido 
a lo largo de este tiempo. 

No les oculto que uno de los argumentos de la no eje- 
cución del aval fue precisamente el de ver si se encontraba 
una solución, puesto que la ejecución podía agravar la si- 
tuación económica-financiera de la propia empresa y tratar 
de dar (lo comentó el propio Ministro Solchaga en ese mo- 
mento en el Congreso) im tiempo a los compradores priva- 
dos para que pudieran obtener otras ayudas financieras que 
la ejecución del aval les hm’a más difíciles, desde el mo- 
mento en que tuvieran que hacer frente al pago del precio 
de ese priaer píuo, de junio de 199 1, de 700 millones de 
pesetas. 

En cuanto al encargo del informe Cordón, habla usted 
de otras fuentes como la Agencia Estatal. Aquí cuando se 
ponen todos los medios para que los hechos se esclarezcan, 
al final se vuelven contra uno mismo. Desde el punto de 
vista interno, se ha hecho todo lo que se ha podido para la 
mayor transparencia del proceso: se han pedido auditorías 
externas y se han pedido auditorías internas. Desde el 
punto de vista de la responsabilidad de los gestores de Im- 
proasa y de Intelhorce --aquí no ha tenido nada que ver el 
Ministerio de Ecoriom’a y Hacienda-, se veía que había 
flancos que no eran capaces de asumir con los propios da- 
tos contables que había en la empresa. Se inicia una inves- 
tigación de mayor profundidad. Hay muchos datos de la 

denuncia y de la investigación judicial que están teniendo 
su hilo en el informe Cordón. Si no se hubiera hecho, se 
hubieran pedido en este momento responsabilidades pre- 
guntando por qué no se investigó más en profundidad de- 
terminadas cosas. 

Es muy difícil acertar en esto. Si se hace porque se hace 
y si no se hace, porque nos quedamos cortos. Puedo estar 
más o menos de acuerdo con el informe Cordón, pero lo 
que sí le digo es que desde la perspectiva de la investiga- 
ción, por lo que me han dicho porque ni he visto el informe 
Cordón ni lo he conocido nunca, entiendo que elementos 
importantes de la investigación relacionados con bancos y 
con operaciones son muy difíciles de obtener por otra vía. 
Si se han podido obtener ha sido gracias al celo de los ges- 
tores de la empresa que han pedido reforzar sus pruebas y 
sus medios por parte del informe Cordón. Este es otro ele- 
mento que avala el hecho de que todas estas circunstancias 
dan lugar a que la denuncia tuviera que demorarse para que 
fuera lo más completa posible y no se dijera en su caso que 
había elementos, desde la perspectiva de lo que se puede 
razonablemente investigar, que no se habían’ puesto sobre 
la mesa. A,partir de ahí, lo que está claro también es que 
otras actuaciones han sido complementarias por otros me- 
dios que ni la administración de las empresas tiene en sus 
manos, como son los medios que tiene la policía judicial y 
el poder judicial que han completado la investigación. 

Dice S .  S. que yo me apunto un mérito. Precisamente he 
querido decir todo lo contrario. Yo he sido un mero instru- 
mento dentro del Ministerio de Econom’a y Hacienda, por 
el puesto representativo que ostento, para poner en manos 
del Fiscal General del Estado el trabajo realizado por Im- 
proasa y por el servicio jm’dico del Estado. No me puedo 
apuntar mérito alguno porque no soy jurista. Es muy difí- 
cil que yo pueda analizar desde el punto de vista penal y ci- 
vil las incidencias o las responsabilidades. Ahí están en el 
informe valoraciones que hace el servicio jurídico del Es- 
tado, tanto del Ministerio de Econom’a y Hacienda, depen- 
diente de la Subsecretm’a, como el que depende del Minis- 
terio de Justicia e Interior. Usted entenderá que todas esas 
valoraciones y apreciaciones son de carácter técnico, en 
las que poco he tenido que ver. Lo que he hecho, dentro de 
las obligaciones de la Dirección de Patrimonio, es poner en 
manos del servicio jurídico la serie de datos que se me pre- 
senten, que puedan ser constitutivos de delito. No voy a re- 
petir la operación porque usted fa conoce mejor que yo. 

Respecto a las presuntas responsabilidades del Banco 
Exterior o de alguna de sus personas, me tengo que remitir 
a lo que dice la denuncia y no hacer matizaciones salvo la 
que le he hecho antes. Por aclarar algo más debo decir que, 
por lo que he visto en las demás comparecencias, se ha di- 
cho que el Director General de Patrimonio de entonces, 
Luis Alcaide, era consejero del Banco Exterior. No lo era, 
pero es que si lo fuera daría igual. Yo soy consejero de em- 
presas públicas y Director General de Patrimonio. Repito 
que hay muchas decisiones y tomas de posición de la ges- 
tión de !as empresas que escapan a mi conocimiento. Son 
aspectos que pueden perderse perfectamente dentro de la 
dinámica y del funcionamiento de un banco, sea público o 
privado. 
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Me parece que he contestado a todo lo que S. S .  me ha 
preguntado. * 

El señor PRESIDENTE: Señor Izquierdo, tiene S. S .  
la palabra, brevemente, porque vamos muy mal de tiempo. 

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Se ha referido el Di- 
rector General a las ofertas que en su momento se presen- 
taron a través de Improasa para la compra de Intelhorce. 

Un comentario muy rápido, señor Director General. 
Con independencia del futuro que hayan tenido esas em- 
presas que ofertaron para comprar Intelhorce en aquel pro- 
ceso de privatización, le diré que, vistas las ofertas y estu- 
diadas las mismas, después de un montón de años, si se hu- 
biera optado por alguna de ellas (usted tiene razón, a lo 
mejor decisiones correctas no son igualmente acertadas o 
viceversa), y sin que esto suponga criterio indicativo per- 
sonal o de mi Grupo Parlamentario; como decía, si se hu- 
biera optado por alguna de aquellas ofertas nos habriamos 
quizás evitado todo este proceso, porque aquel diagnóstico 
del Ministerio de Econom'a que se contenía en el proyecto 
de acuerdo a elevar al Consejo de Ministros y en el que se 
sustenta la privatización hablaba, con toda claridad, de una 
inviabilidad técnica y económica de la empresa de Intel- 
horce. Y la reducción de plantilla era una de las condicio- 
nes que pxecía ya entonces importante como elemento a 
jugar en la viabilidad. Tenía que haber sospechado la Di- 
rección General de Patrimonio del Estado entonces que 
una oferta tan bonita era poco menos que irrealizable, 
cuando lo que se ha producido en años sucesivos ha sido 
precisamente eso, la reducción de plantilla. 

Dice usted que Improasa toma una empresa descapitali- 
zada en virtud de la gestión de los administradores priva- 
dos de la empresa y que parece lógico de esa manera en- 
tender que la gestión de Improasa en la nueva Intelhorce, 
en la Intelhorce pública a partir de 1992, arroje un saldo de 
22.000 millones de pesetas. Es un criterio al que hay que 
añadir una coletilla importante: se pierden 22.000 millones 
de pesetas después de la gestión privada con 750 trabaja- 
dores menos. 

Dice el señor Director General que nosotros utilizamos 
argumentos un tanto rebuscados para explicar todo este 
proceso de escándalos de Intelhorce. Con las cosas que en 
este país están pasando, señor Director General, no pueden 
tildarse a nuestros argumentos de rebuscados porque la 
realidad está superando con creces la ficción. Usted sabe lo 
que eran en siglos pasados los prestamistas, usted sabe lo 
que eran en los momentos difíciles de la posguerra y del 
hambre los literos -aquellas personas que gestionaban 
por cuenta de otros las cartillas de racionamiento; en defi- 
nitiva hacían sus negocios con el mal de los demás, sin que 
esto suponga tampoco que nosotros queramos entrar en 
ningún juicio de valor sobre determinadas profesiones- y 
usted sabe también lo que es una gran o pequeña suspen- 
sión de pagos. De las desgracias de algunos siempre se be- 
nefician otros, esto es la ley de vida. Pues bien, Intelhorce, 
señor Director General, ha sido una gran suspensión de pa- 
gos desde el primero momento, ha sido mal gestionada, 
con pérdidas que se podían haber evitado y sobre la que 

han revoloteado los de siempre, los jugadores de ventaja. y ' 

ahí se entiende lo de Interdoxa. 
Se lo repito, señor Director General. Nos llama profun- 

damente la atención, y estamos curados de espanto, que 
antiguos abogados que forjaron su máxima significación 
política y profesional se dedicaran en un momento deter- 
minado a la defensa de los trabajadores y que rápidamente 
se hayan dedicado a la defensa de las empresas en contra 
de los trabajadores. Eso es enormemente significativo. Es 
el caso del señor Gutiérrez Castaño que comparecerá en 
esta Comisión, socio del despacho de don Felipe González 
Márquez. Le contrataron los gestores privados. Yo tengo 
noticias, señor Director General, de que fue indicada dicha 
contratación por la Dirección General de Patrimonio de 
entonces. Usted no estaba y lógicamente no puede opinar 
sobre la cuestión. Mejor dicho, puede opinar y expresar su 
criterio, que yo respeto, pero tengo la sensación de que en 
la dinámica de esta Comisión de investigación viene usted 
como otros, a intentar tapar las responsabilidades de los 
que han tenido la responsabilidad política antes que uste- 
des. Yo espero que la fuerza de los hechos determine que 
en el futuro vengan otras personas a hablar por sí mismos 
de lo que entonces hicieron. 

Le voy a formular, señor Director General, una pre- 
gunta muy concreta en esta réplica, porque usted está en la 
argumentación de la denuncia, y eso sí es responsabilidad 
suya. Concretanente, a la luz de estos informes previos de 
los servicios jurídicos del Estado y del propio Ministerio 
de Justicia -por ello nosotros damos al tema una gran im- 
portancia- ¿puede haber una implicación en este escán- 
dalo y en esta trama de empleados del Banco Exterior de 
España? Esto es muy importante, porque en el Banco Ex- 
terior de España se realizan las operaciones económicas de 
Intelhorce. Hay una cuestión fundamental que es el nudo 
gordiano de esta operación y que consiste en determinar 
-y esta Comisión debe hacerlo- la correcta aplicación 
de aquellos fondos - c a s i  6.000 millones de pesetas- que 
se destinaron a la ampliación de capital. ¿Por qué es im- 
portante todo esto? Porque se busca al Banco Exterior de 
España desde el primer momento como entidad de primer 
orden que va a ser garante de la situación; porque es cierto 
que el Director General de Patrimonio del Estado, don 
Luis Alcaide de la Rosa, durante un tiempo determinado, 
es miembro del Consejo de Administración del Banco Ex- 
terior de España, señor Vázquez de Parga, y si no es así, 
mienten los listados de cargos oficiales de entonces que 
hemos consultado, pero es cierto que lo es en el momento 
en que Intelhorce realiza con el Banco Exterior de España 
y Patrimonio del Estado determinadas operaciones. 

Señor Director General, uno de los nudos gordianos 
puede ser el tema de la ejecución del aval. ¿Por qué se no 
rjecuta? Usted ha dicho -y le agradecemos su sinceridad, 
porque sus palabras iluminan los trabajos de esta Comi- 
sión- que se estaba negociando el precio, que se intenta 
dar una solución y saber si los gestores privados al final 
pueden hacerse cargo de la empresa, después se ve que no 
y no se ejecuta el aval. Sin embargo, en la Dirección Ge- 
neral de Patrimonio del Estado conocen -y nos lo dijo 
iquí el Subsecretario del Ministerio de Economía y Ha- 
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cienda, señor Blanco-Magadán- en el año 1991 que los 
compradores habían contragarantizado el precio con fon- 
dos públicos. Estos días, estudiando la documentación que 
el Gobierno nos ha remitido -y termino, señor Presi- 
dente-, hemos visto otras cosas realmente sorprendentes, 
como, por ejemplo, que los propios administradores priva- 
dos comunican por escrito esa circunstancia a la Dirección 
General de Patrimonio del Estado, y le cito -consta en la 
documentación enviada por el Gobierno- un escrito del 
director financiero de la Intelhorce privada - q u e  compa- 
recerá también en esta Comisión-, don Abel Arribas, al 
Patrimonio del Estado con el balance de las sociedades Be- 
norbe y Benservice, apareciendo en sus respectivos balan- 
ces dos apuntes, uno en la sociedad Benorbe, donde se lee: 
Patrimonio Nacional del Estado, 1.600 millones de pese- 
tas, y otro en la sociedad Benservice en donde se lee: Pa- 
trimonio Nacional del Estado, 400 millones de pesetas. 
Esto es un préstamo, lo contabilizan como tal, nunca lo 
ocultan. Nunca ocultaron los compradores a la Dirección 
General de Patrimonio del Estado que el aval estaba ga- 
rantizado con fondos ]públicos, puesto que se lo comunican 
incluso en los balances. Si hubieran intentado ocultarlo lo 
hubieran sacado de su contabilidad, señor Vázquez de 
Parga. 

Pero es más. Cuando en octubre del año 1991 se susti- 
tuye el aval de fianzas y créditos y lo presta el Banco Ex- 
terior de España, hay una carta previa del administrador 
único de la sociedad, el señor Muñiz, que solicita a Patri- 
monio del Estado que se liberen esos fondos contragaran- 
tizados. Es el mismo administrador privado el que le dice a 
Patrimonio del Estado que para la viabilidad de la empresa 
y de acuerdo con el informe Interdoxa, y de acuerdo con tal 
y de acuerdo con cual, le dejen liberar los fondos afectados 
por la garantía del aviil. ¿Son tan tontos los gestores priva- 
dos que si han cometido un presunto delito por escrito, an- 
tes, después y durante, le comunican a la propia Dirección 
General de Patrimonio del Estado la circunstancia de esos 
fondos? 

Señor Director General, usted no estuvo entonces, y es 
cierto que no tiene que contestar si no quiere, simplemente 
por una cuestión de prudencia política, que no de otro tipo, 
porque aquí no estarnos viendo otras cuestiones. Parece 
como si hubiera una especie de miedo en determinados 
responsables políticos del Ministerio de Econom’a a que se 
les pudiera imputar algún tipo de responsabilidades pena- 
les. La justicia dirá, esa no es nuestra misión, pero los he- 
chos son tozudos y los documentos hablan por sí solos. 
¿Cuál fue la operación? Cogieron la primera empresa que 
pasaba, porque nadie quería Intelhorce. Y encima estuvie- 
ron de acuerdo con ellos en los planteamientos generales 
de la operación. Sabían que no tenían un duro y permitie- 
ron que se contragarantizaran esos fondos con los fondos 
públicos. Si no, no se puede entender todo el cúmulo de su- 
cesos que luego se p$oducen. Y esto con independencia, 
señor Vázquez de Parga, de la responsabilidad precisa e in- 
dividual de los gestores privados de la sociedad y también 
con independencia de las responsabilidades individuales 
que en el futuro puedan derivarse de la actuación de los di- 
rectores generales del Patrimonio del Estado que le han 

precedido en el cargo o de otras personas, incluso la del 
Presidente de la empresa pública Improasa, hoy acusado 
de cobrar comisiones por la venta de Intelhorce, que no es 
una acusación pequeña, es una acusación importante desde 
el punto de vista político. Posteriormente, los tribunales di- 
rán en qué se fundamenta o no esa acusación. 

Termino, señor Vázquez de Parga. Parece clarci, en 
nuestra opinión, que todo esto no se ha podido hacer sin el 
concurso de la Administración o de personas de la Admi- 
nistración, o mejor dicho, sin la colaboración de cargos pú- 
blicos, nombrados por el Gobierno, para dirigir determina- 
dos sectores de la Administración. 

Señor Vázquez de Parga, en todas partes existen ladro- 
nes de cuello blanco. Yo voy a poner de manifiesto ante us- 
ted y ante la Comisión mi opinión personal. Lo de Filesa, 
señor Vázquez de Parga, es calderilla comparado con lo de 
Intelhorce. (Rumores.) Puesto que en Filesa se está ha- 
blando de 600 Ó 700 millones de comisiones presunta- 
mente ilegales para financiar el PSOE.. . 

El señor PRESIDENTE: Señor Izquierdo, yo no sé 
adónde va.. . 

El señor SAENZ LORENZO: Gratuitamente, se ha- 
cen afirmaciones.. . 

El señor PRESIDENTE: Señor Sáenz Lorenzo, no le 

Señor Izquierdo, concluya, por favor. 
he dado la palabra, ni se la voy a dar si no la solicita. 

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Señor Presidente, 
estaba introduciendo una frase. 

Desde mi punto de vista el asunto Filesa es menos im- 
portante. ¿Sabe usted lo que es más grave de este escán- 
dalo, con ser gravísimo que alguien haya podido benefi- 
ciarse de esta gran suspensión de pagos y de la desgracia 
de los demás y haya podido enriquecerse a costa del dinero 
de todos los españoles? Lo que es gravísimo, desde el 
punto de vista político, es que existan los mecanismos para 
que esto se pueda hacer, que se le haya hurtado sistemáti- 
camente al Parlamento el control y la fiscalización sobre 
las privatizaciones públicas. Esto es gravísimo. Dicen, se- 
ñor Vázquez de Parga, señor Presidente, señorías, que el 
caso Roldán es tremendo; yo entiendo que lo de Roldán es 
muy grave, pero todavía es más grave que tengamos un 
Gobierno y un Parlamento que, en virtud de la mayoría que 
tenía, haya permitido durante años que eso se pudiera ha- 
cer en este país. 

El señor PRESIDENTE: Señor Izquierdo, ésa es una 
valoración política que no tiene por qué planteársela al se- 
ñor Director General. Lo sabe S. S. perfectamente. En todo 
caso, existen mecanismos -y están en sus manos como 
parlamentario- para modificar la normativa a la que hace 
referencia S. S. por su ineficacia. 

Tiene la palabra el señor Director General. 

El señor DIRECTOR DEL PATRIMONIO DEL ES- 
TADO (Vázquez de Parga y Pardo): En primer lugar, 
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quiero poner de manifiesto, señor Izquierdo, en este caso y 
en todos, 9. nivel puramente personal, que yo me mani- 
fiesto con entera libertad, sin preocupación ninguna res- 
pecto de lo que puedan pensar las autoridades del Ministe- 
rio de las que dependo. Yo no puedo expresar convicciones 
distintas de las que personalmente tengo, porque eso no lo 
he hecho nunca a lo largo de mi vida; sería engañarme a mí 
mismo. Lo que yo pongo de marifiesto es lo que creo, us- 
ted lo podrá compartir o no, pero así me he manifestado 
siempre y así seguirá siendo mi norma de conducta. 

Vuelvo a repetir que el gestor público se encuentra 
siempre en una situación auténticamente dramática cuando 
se enfrenta a la venta de este tipo de empresas. Indudable- 
mente, la oferta de Benorbe y Benservice puede parecer 
auténticamente sospechosa por lo bonita, pero ¿qué hace el 
gestor público? ¿Elige el peor postor? Independientemente 
de que yo creo que en empresas de este tipo hay que ha- 
cerlo, automáticamente, al día siguiente se le estaría acu- 
sando de prevaricación. ¿Cómo una empresa que pide mu- 
cho menos que las otras y da mucho más queda relegada en 
un proceso de elección? Esto, a nivel particular, se podrá 
hacer, se podrá alquilar un apartamento a un señor deter- 
minado, aunque le pague menos, porque las otras personas 
no le gusten o lo que sea, pero a nivel público el escenario 
es muy difícil para el que tiene la responsabilidad de optar. 
Además, conozco a los responsables de la Dirección de Pa- 
trimonio de aquella época y creo que son personas de una 
honorabilidad y de una rectitud de intención que hace muy 
difícil en ese caso el más m’nimo atisbo de contubernio de 
ninguna clase. Esto lo tengo que decir en esta Comisión 
porque si no me quedm’a con algo que estoy en la obliga- 
ción personal de poner sobre la mesa. Esa es mi convicción 
y mi traslación a esos efectos. 

En cuanto a lo de 750 trabajadores menos, sus indemni- 
zaciones costaron 5.000 millones de pesetas y, como le he 
dicho a lo largo de mi exposición, esos 5.000 millones es- 
tán entre los 22.000. Le decía que la cuenta de resultados 
de la empresa, antes de cargas financieras y de gastos ex- 
traordinarios, en los años últimos de gestión pública, ha 
sido mejor que en los años de gestión privada, pero las 
connotaciones contables de los gastos extraordinarios y de 
los gastos financieros no afectos a la explotación dan lugar 
a esas magnitudes que son menores que las de los gestores 
públicos. 

No le voy a contestar a la pregunta de si puede haber 
responsabilidad de algún empleado del Banco Exterior. 

El señor PRESIDENTE: Obviamente, no tiene por qué 
contestarla. 

El señor DIRECTOR DEL PATRIMONIO (Vázquez 
de Parga y Pardo): En los informes jurídicos está estable- 
cido y, como le decía, los que son expertos en el tema y co- 
nocen la materia jurídica han puesto en la denuncia lo que 
han entendido que se debía poner. 

Respecto de la no ejecución del aval, no he querido rei- 
terarle lo que ya aquí, en esta Comisión, puso de mani- 
fiesto el Subsecretario de Econom’a y Hacienda, y es que 
el Tribunal de Cuentas abrió expediente para ver en qué 

medida podría haberse incurrido en responsabilidad conta- 
ble al no haber ejecutado el aval. Este expediente fue so- 
breseído y dado por favorable, o como se mencione, creo 
que con fecha 27 de junio de 1995, y ahí se pusieron de 
manifiesto todos los argumentos que un gestor público, 
desde el punto de vista de un negocio privado, puede optar 
a la hora de tomar una decisión determinada. 

Y me dice usted que el Subsecretario reconoció que el 
aval estaba garantizado con fondos públicos a finales de 
diciembre del año 1991. No sé si el Subsecretario lo dijo 
textualmente así. A lo que el Subsecretario se refería es a 
una carta de Muñiz, del 10 de diciembre de 1991, que 
consta en la documentación y en la que concretamente se 
dice que está contragarantizado con fondos sociales, que 
no es lo mismo. Cuando se supo que eran fondos públicos 
fue después de que en el año 1992 fuCramos a la empresa. 
Hay determinadas cosas que se han sabido cuando se ha 
ido al juez. Nunca hemos podido saber del talón de los 
1.800 millones de pesetas hasta que la investigación de ca- 
rácter judicial lo ha averiguado. Pero lo que dice este señor 
es sobre fondos sociales y los fondos sociales pueden na- 
cer de muchos negocios jurídicos y, desde luego, el tér- 
mino fondos públicos es equívoco porque los fondos, 
desde el momento en que entran en la ampliación de capi- 
tal, pasan a ser fondos privados de una empresa. Otra cosa 
es que se diga que aquellos fondos que tenían un destino 
determinado fueron aplicados por los compradores a una 
finalidad distinta de la prevista y, a partir de ahí, se inicia 
una serie de anomalías y de irregularidades que dan lugar 
a la denuncia. 
, No obstante, eso se conoce con posterioridad y -re- 
pito- se sabe que están contr,agarantizados en ese mo- 
mento; en ese momento lo que se sabe es que hay fondos 
privados de la empresa que están contragarantizando el 
aval a favor de la Dirección General de Patrimonio. (El se- 
ñor Izquierdo Juárez pide ‘la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Señor Izquierdo, ¿para qué 
pide la palabra? 

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Para hacer una co- 
rrección a una expresión que he dicho antes. 

El señor PRESIDENTE: Tiene medio minuto, por fa- 
vor. 

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Menos de medio 
minuto. 

Cuando me he referido a fondos públicos no me he ex- 
presado bien. Lo que dice la carta de Muñiz -puedo apor- 
tarla, aunque los miembros de la Comisión ya la tienen-, 
es: fondos procedentes de la ampliación de capital. 

El señor PRESIDENTE: Señor Gueira Zunzunegui, 
tiene la palabra. 

El señor GUERRA ZUNZUNEGUI: Voy a ser breve, 
señor Presidente, porque comprendo que se nos está pa- 
sando el tiempo. 
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Quiero hacer las siguientes preguntas: 
¿Cómo es posible (que previamente a la venta a cual- 

quiera de los postores no se hubiese pedido, por parte de 
Patrimonio y de Improasa, a la empresa Wemer Internatio- 
nal -a la que se le pide después- un informe de viabili- 
dad? Lo lógico es que antes de vender una empresa se 
tenga una documentación y unos informes de viabilidad, 
máxime en un sector textil que, como bien ha dicho el Di- 
rector General, estaba en esos momentos en crisis. Eso es 
lo que creo que un buen administrador tenía que haber he- 
cho antes de proceder a la venta, es decir, haber pedido un 
informe de viabilidad, como posteriormente lo han hecho 
ustedes, a Werner 1nte:mational - d i g o  Werner por las ex- 
celencias que ha dicho el Director General que acompañan 
a esta empresa kn el conocimiento de los temas del textil- 
y, sin embargo, se venide sin ningún informe de garantía, 
más bien con un informe de Improasa que era falso por lo 
que se ha demostrado después. 

Señor Director General, usted ha dicho: cumplidas las 
previsiones para la venta. Creo que lo que no se han cum- 
plido son las condicionies de la venta, porque esos fondos a 
los que tantas veces nos hemos referido tenían no sola- 
mente un condicionamuento, sino que tenía que estar con- 
trolado que fuesen para inversiones y no para otros fines. 

El señor PRESIDENTE: Señor Director General, tiene 
la palabra. 

El señor DIRECTOR GENERAL DEL PATRIMO- 
NIO (Vázquez de Parga y Pardo): Como le comentaba an- 
tes, en esa valoración que hacía de lo que entiendo como 
decisión correcta, está claro que, habida cuenta de que no 
fue aceptada, a estas alturas todos pensamos que debíamos 
haber tomado mayores cautelas o prevenciones o informes 
para que la decisión pudiera tener otros elementos de im- 
pulso que al final pudieran haber dado lugar a una certeza 
mayor en cuanto a la idoneidad de los compradores. 

Lo que sí le digo es que el tema de Werner International 
nació de la experiencia fallida de lo que entendíamos que 
debía ser un informe dle viabilidad para una empresa textil 
y es que fuera una empresa, a nivel internacional, especia- 
lizada en el sector textil. Usted sabe que muchas veces es 
relativamente fácil pintar - e 1  papel lo aguanta todo- una 
salida viable para una empresa, pero antes deben anali- 
zarse los elementos básicos y estructurales de la misma 
(creo que el análisis del sector industrial en que Intelhorce 
está enmarcada es mucho más importante que el análisis 
de otros aspectos como pueden ser los económicos finan- 
cieros), y ésta fue la valoración que hicimos en ese mo- 
mento para entender que la decisión del proceso de liqui- 
dación tenía que tener también el elemento de agarre sufi- 
ciente para que el informe pudiera partir de una empresa 
no sólo de prestigio a nivel internacional, sino que lo que 
entendimos nosotros fundamental es que fuera especiali- 
zada en el sector textil. 

En el momento de la venta el informe fue el que fue, el 
de Improasa, el «broker» que, como usted sabe, fue encar- 
gado por la Dirección General del Patrimonio y desde la 
perspectiva de los conipradores y en ese momento se en- 

tendía como un plan de viabilidad que estaba fundamental- 
mente asentado en la mayor potencialidad que los compra- 
dores tenían en la red comercial de tiendas, entendiendo 
que el problema de Intelhorce no era la producción, sino la 
comercialización. Vuelvo a repetir que el tema resultó fa- 
llido. 

Respecto de la disposición de fondos, creo que es reite- 
rar lo que ya se lia dicho en esta Comisión por parte de la 
Intervención General de la Administración del Estado, y 
fue un tema que se analizó bastante en profundidad; en 
cualquier empresa, los fondos sociales son fondos sociales 
y, en principio, es un exceso de celo por parte del vendedor 
establecer un control de esos fondos, de disposición de los 
mismos, y unos instrumentos para abordar esa disposición. 
Estos, por lo menos desde el punto de vista material y for- 
mal, se llevaron a efecto, aunque después todos hemos 
visto que esos elementos han resultado fallidos. Pero, re- 
pito, yo conozco privatizaciones de muchas empresas pú- 
blicas y en casi ninguna hay elementos de control de la dis- 
posición de fondos si lo que se pide previamente es una 
ampliación de capital o una disposición de medios finan- 
cieros para abordar endeudamientos de las empresas. En 
este caso concreto se hicieron las auditorías y la disposi- 
ción de fondos se llevó a cabo por entender que se cum- 
plían las condiciones que habían sido fijadas en la escritura 
de compraventa. 

, 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Guerra Zunzunegui. 

El señor GUERRA ZUNZUNEGUI: Solamente 
quiero hacer una matizacion: que el informe posterior de 
la Intervención General del Estado indica bien claramente 
-y lo dijo aquí la Intervención General del Estado- que 
se tenía que haber controlado y, por tanto, ahí hay una de- 
jación -por llamarle de alguna manera fina-, una dis- 
crepancia en relación con el informe de la Intervención 
General del Estado. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Di- 
rector General. 

El señor DIRECTOR GENERAL DEL PATRIMC- 
N I 0  (Vázquez de Parga y Pardo): La Interventora que 
compareció aquí’ya puso de manifiesto la discrepancia en- 
tre la Intervención General y la Dirección General de Pa- 
trimonio, que es debida a que el criterio de la Dirección 
General de Patrimonio -del cual, indudablemente, no 
participaba la Intervención General- tenía como base un 
informe del servicio jurídico en el que este servicio jm’- 
dico entendía que también se podía hacer disposición de 
fondos para la compensación de pérdidas. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene 
la palabra el señor Centella. 

El señor CENTELLA GOlimZ: Voy a ser muy breve, 
porque creo que esta comparecencia ya ha dado casi todo 
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lo que tenía que dar, pero, después de oír la primera inter- 
vención del señor Vázquez de Parga, tengo que recalcar 
que seguimos partiendo de bases diferentes. Ustedes siem- 
pre han creído que el problema de Intelhorce era un pro- 
blema de viabilidad; nosotros, Izquierda Unida, siempre 
hemos creído que el problema no era de viabilidad, sino de 
gestión, y al decir esto no nos basamos en argumentos ba- 
nales. Para que Intelhorce fuese viable era necesario que la 
gestión fuese llevada a cabo por empresas fuertemente im- 
plantadas en el sector. Esto no se da cuando se privatiza In- 
telhorce y, por tanto, era imposible -y no estoy hablando 
de que fuese viable o n o -  que fuese bien gestionada. 

Otra cosa que quería comentar a raíz de sus palabras es 
que, cuando hablan de la denuncia, siempre olvidan que, 
mucho antes de que la Administración llevase el asunto a 
la justicia, ya en 1991 lo habían intentado tanto Izquierda 
Unida como Comisiones Obreras y fue precisamente la in- 
tervención del Fiscal General del Estado, bien asesorado 
por el Gobierno, la que hizo que la Fiscalía de Málaga ni 
siquiera investigase el tema. Quizá, si se hubiese investi- 
gado, si no se hubiese dado carpetazo desde primera hora, 
lo que, repito, se debió a la intervención directa del Fiscal 
General del Estado, posiblemente nos hubiésemos aho- 
rrado bastante millones en pérdidas. 

Aclarado esto -y lo he sacado a colación a raíz de su 
intervención- quisiera que me explicase algo que no me 
ha quedado claro: la contradicción que existe, ya que la Di- 
rección General de Patrimonio asume el acuerdo de reduc- 
ción de plantillas, cuando Intelhorce vuelve a manos pú- 
blicas, como paso previo al plan de viabilidad, es decir, 
cuando todavía no se conoce el plan de viabilidad, y luego, 
cuando se conoce, resulta que ese plan de viabilidad no 
convence a la propia Administración. Es decir, que la Ad- 
ministración se gasta un dinero en una reducción de plan- 
tilla para un plan de viabilidad que luego no es capaz de 
asumir y, a partir de ahí, se va a otro estudio en el que, se- 
gún la Administración, se demuestra ya la inviabilidad to- 
tal de la empresa y de ahí su situación actual, que es bas- 
tante confusa, aunque esperamos que se aclare pronto, por- 
que la buena voluntad de los trabajadores, los sacrificios 
de los trabajadores no han encontrado todavía respuesta 
por parte de la Administración. Digo esto porque, de no 
explicar esa contradicción, volveremos a poner sobre la 
mesa otro asunto que también ha sido uno de los hilos con- 
ductores de nuestra argumentación: la creencia de que la 
Administración ha querido ir desmantelando la empresa 
poco a poco y con el menor coste social posible. Si no es 
así, no nos explicamos por qué se va a esa reducción de 
600 puestos de trabajo basada en un informe de viabilidad 
que luego la Administración no asume. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Di- 
rector General. 

El señor DIRECTOR GENERAL DE PATRIMO- 
NIO (Vázquez de Parga y Pardo): Entiendo que ustedes 
puedan creer en la viabilidad, pero ahí habría que distin- 
guir lo que es la viabilidad de Intelhorce de lo que es la via- 
bilidad de un proyecto industrial. 

Yo quiero decirle que los hechos son tozudos, y usted 
conoce perfectamente que, hoy por hoy, la posibilidad de 
constituir una ernpresa textil en Málaga sin carga ninguna, 
sin antigüedades laborales, partiendo de una situación en 
principio casi ideal, desgraciadamente no se da, por lo que 
no hay un número de ofertas que nos permita tomar una 
decisión para conseguir lo que todos anhelamos: una em- 
presa textil implantada en el sector y con unas potenciali- 
dades de desarrollo para la que las instalaciones industria- 
les de Málaga pudieran ser una plataforma auténticamente 
interesante e importante. Esta es una realidad, es un hecho 
objetivo del cual tiene usted que participar. 

Respecto a la situación de Intelhorce, hemos hecho to- 
dos los esfuerzos por tratar de que la empresa fuera viable; 
a los informes Werner a los que tanto me he referido, no les 
hemos puesto -se lo garantizo- condicionantes de nin- 
gún tipo. Es más, cuando ha habido tres informes es por- 
que cada vez hemos ido tratando de crear escenarios más 
factibles, sin poner ninguna cortapisa a lo que sería la si- 
tuación estructural industrial de Intelhorce. Incluso en las 
propias negociaciones con el comité de empresa - c r e o  re- 
cordar que fueron a finales de noviembre-principios de di- 
ciembre del año pasado- éste entendió que podría cola- 
borar con Werner para encontrar un plan de viabilidad, va- 
lorando los mejores condicionantes que tenía en ese mo- 
mento el sector textil desde determinados ámbitos en las 
producciones de mayor valor añadido y demás. Pues in- 
cluso en ese escenario y con la participación del propio co- 
mité de empresa se llegaba a la decisión de que Intelhorce, 
con la estructura que tenía, una estructura integrada de hi- 
laturas, tejidos, acabados y demás, no podía sino generar 
todavía una pérdida de explotación de doscientos y pico 
millones de pesetas, sin perjuicio de poder dar lugar a un 
ecash-flown positivo. Con esto quiero decir que no se han 
escatimado medios para encontrar razones que nos hicie- 
ran pensar en la viabilidad, pero no es posible, y no lo de- 
cimos nosotros, que, efectivamente podemos ser unos ma- 
los gestores públicos y sospechosos de querer quitarnos el 
problema Intelhorce de encima, sino terceros expertos en 
el sector. 

Por otra parte, es cierto lo que usted dice, es un hecho 
objetivo que en el año 1991 Izquierda Unida y Comisiones 
Obreras presentaron una denuncia que fue archivada por el 
Fiscal. Lo que quiero decir es que lo que ha sido operativo 
a lo largo de todo el proceso es la denuncia presentada por 
Patrimonio del Estado, a la que han seguido después otras 
denuncias, pero la que ha dado lugar a toda esta actividad 
ha sido la que ha presentado Patrimonio del Estado. 

Como le decía al principio de mi intervención, cuando 
Improasa, en el año 1992 -en definitiva el sector pú- 
blico-, vuelve a asumir la gestión de Intelhorce, yo creo 
que no hay contradicción con lo que usted dice. La reduc- 
ción de plantilla era algo que se entendía en todos los es- 
cenarios y en todos los diagnósticos (hasta los propios tra- 
bajadores, el propio comité de empresa, entendían que la 
plantilla estaba tan sobredimensionada que se aceptó su re- 
ducción al 50 por ciento) y que, por el contrario, el plan de 
viabilidad se había hecho en circunstancias muy especia- 
les, con los gestores anteriores, en una época ya de atonía 
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total por parte de la empresa. Le hablo de memoria, pero 
creo recordar que todavía en el año 1991 se facturaron del 
orden de los 4.000 millones de pesetas, de los que la factu- 
ración más importante se hace, yo diría, en los primeros 
nueve meses del año, porque a partir del último trimestre 
del año 1991 es cuando empieza a caer Intelhorce en 
franca regresión. Pues bien, en el estudio que se hace del 
plan de viabilidad de 1992 se preveía una facturación de 
8.000 millones de pesetas y la facturación real del año 
1992 no llegó a 2.000 millones de pesetas. Con esto era 
muy difícil que se pudiera trabajar en un plan de viabili- 
dad, las cifras y la situación de la empresa que se encontró 
Improasa ya en el mes #de abril o mayo de 1992 no tenían 
nada que ver con la situación de lo que había podido ser to- 
davía el empuje final, mientras quedó parte de la actividad 
de los anteriores gestores, hasta que la dejaron ir cayén- 
dose poco a poco. Pmelba de ello es que cuando Improasa 
entró allí tuvo hasta que poner las máquinas en funciona- 
miento, aparte del descrédito frente a terceros, clientes y 
demás, captar nuevos mercados, en fin, todo lo que puede 
ser una empresa en una decadencia total y en una parálisis 
casi absoluta. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Centella. 

El señor CENTELLA GOMEZ: Muy brevemente, 
porque no voy a enkar e n  la discusión sobre la viabilidad o 
no de la empresa, simplemente quiero remarcarle que 
cuando hablo de la viabilidad de esta empresa no me estoy 
refiriendo solamente al escenario final. Nosotros creemos, 
y así lo venimos manteniendo, que el desmantelamiento de 
Intelhorce no es ni más, ni menos que el producto de una 
estrategia global tendente a privar a Málaga de tejido in- 
dustrial, porque está condicionado por otros acuerdos del 
Gobierno el que tenía qiie pagar su estabilidad parlamenta- 
ria a cambio de desmantelar la industrial textil malagueña. 

Dicho eso, tampoco voy a entrar en la situación actual, 
porque está en el ámbito de la Junta de Andalucía y ahí es- 
tamos teniendo también opiniones divergentes. Simple- 
mente quiero hablar de 1 a reducción de plantilla como con- 
dición previa a cualquier otro acuerdo. Yo sigo creyendo 
que habría que haber hecho el plan de viabilidad. Si efecti- 
vamente el de la empresa no era creíble, porque la empresa 
en sí no era creíble y los gestores tampoco, había que ha- 
ber hecho ese estudio de viabilidad y no haber ido directa- 
mente a la reducción de: plantilla, que parece ser es lo que 
ha preocupado al Gobierno y a la Administración como 
hilo conductor de su actuación. 

' 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Di- 
rector General. 

El señor DIRECTOR GENERAL DE PATRIMO- 
NIO (Vázquez de Parga y Pardo): Simplemente decir al 
señor Diputado que a mí no me han dado instrucción nin- 
guna en ese sentido, en la cota de responsabilidad que 
como Director General de Patrimonio tengo, y desde luego 
no me consta para nada esa apreciación que usted realiza 

sobre la intención del Gobierno de desmantelamiento del 
tejido industrial de Málaga. 

El señor PRESIDENTE: Señor Sáenz Lorenzo, tiene 
la palabra por el Grupo Parlamentario Socialista. 

El señor SAENZ LORENZO: Yo empezada por se- 
ñalar, desde mi punto de vista, qué es lo que tenemos que 
establecer en esta comisión de investigación, cuál es 
nuestro objetivo. Nuestro objetivo es saber si hay o no 
cooperación de la Administración con las irregularidades 
que se han producido y que está investigando el juez y 
que, por lo tanto, son competencia del juez. Nosotros te- ~ 

nemos que saber si la Administración actuó correcta- 
mente con los datos que tenía al tomar cada una de sus 
decisiones o si hay una cooperación de la Administración 
con las actuaciones o posibles fraudes que se puedan ha- 
ber producido y que, repito, están siendo investigados por 
el juez. 

Para eso hemos recibido una abundante documenta- 
ción, en la cual, desde mi punto de vista, se pone de ma- 
nifiesto que las actuaciones de la Administración fueron 
correctas con los datos que se tenían, repito, en ese mo- 
mento, y hay una serie de comparecencias en las que el 
objeto es establecer si había algún tipo de cooperación en 
el fraude que se ha producido. Ese es nuestro objetivo, y 
cuando vamos analizando paso por paso las actuaciones 
que se han producido, nuestra impresión, por los datos re- 
cibidos, por la documentación aportada y por las compa- 
recencias que está habiendo, es que no hay ninguna base 
para afirmaciones que muchas veces se dan como creen- 
cias y que, en ningún caso, nos parecen razonables. ¿Cuál 
es el hilo conductor de todo esto? Hay un hilo conductor' 
- e s t o y  en discrepancia con el representante de Izquierda 
Unida-, y es justamente tratar por encima de todo, en 
demasía, desde mi punto de vista personal, de mantener 
los puestos de trabajo, porque al final lo que se ha de- 
mostrado es que ha costado demasiado dinero al sector 
público. 

Yo quiero señalar también algunos elementos que me 
parecen importantes en todo este proceso. A mí me gusta- 
ría que hoy me dejaran hacer la quiniela del domingo, por- 
que seguro que iba a acertar los catorce resultados, es muy 
fácil hacer las quinielas los lunes, es el mejor momento 
para hacerlas, pero no me las dejan hacer. En política hay 
que tomar las decisiones con los datos se tienen en cada 
momento. A lo largo de los debates que hemos tenido en 
esta Comisión yo había creído entender que había una tesis 
de que se había vendido barato. Ahora resulta que es una 
oferta bonita. mies, por lo visto, hemos cambiado de posi- 
ción, de ser una oferta demasiado barata y que se vendía 
por menos dinero de lo que valía - q u e  era, parece, la te- 
sis, que yo había oído en esta comisión hasta ahora- he- 
mos pasado a pensar que la oferta de los compradores era 
bonita y que se tenía que desechar por bonita. No seamos 
tan contradictorios en nuestros planteamientos. Yo pienso 
que se vendió entonces a la única empresa que cumplió 
uno de los trámites que eran necesarios, que era avalar 
simplemente cien millones, fue la única de las tres propo- 
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nentes que avaló cien millones y que hacía una oferta que 
entonces pareció razonable. 

Yo creo que lo que quería la Administración era mante- 
ner los puestos de trabajo; por eso privatizó y por eso tardó 
en ejecutar el aval, porque está claro que a los privados les 
interesa en un momento determinado poner de manifiesto 
que están reasegurados para que no ejecuten el aval. 
Cuando la Administración va a ejecutar el aval, dicen: cui- 
dado, que esto lo tengo contraavalado con el propio patri- 
monio de la empresa, por lo cual, si me ejecutas el aval, se 
me hunde otra vez, y otra vez estamos con la preocupación 
de mantener los puestos de trabajo, preocupación que no 
solamente era del Gobierno, sino de todos los grupos par- 
lamentarios en la Cámara, que se manifestaba cada vez que 
el Gobierno venía a informar a la Cámara, tanto en el mo- 
mento de la privatización como en los momentos posterio- 
res; cuando se presentó una proposición no de ley - q u e  
quiero recordar a S S .  SS. que salió por unanimidad- to- 
dos querían que se mantuvieran los puestos de trabajo. En 
el momento en que se ejecuta el aval, no sé cómo puede 
causar sorpresa el que en la parte final sea donde se 
acumulen más pérdidas. Se ejecuta el aval, se ejecuta la 
sentencia de la Comunidad Económica Europea, se liquida 
la empresa y se llega a acuerdo con los trabajadores, pues 
ahí es donde se acumula la mayor cantidad de dinero por- 
que todas esas decisiones se habían ido retrasando para no 
provocar lo que al final es inevitable, que es la liquidación 
de la empresa. 

Repito, las quinielas los lunes, es muy bonito. Pero aquí 
lo que estamos tratando de averiguar es si hay cooperación 
por parte de la Administración al presunto fraude que está 
investigando el juez, y hasta ahora los documentos aporta- 
dos, las comparecencias que se han venido realizando, 
desde nuestro punto de vista, no han aportado datos a ese 
respecto que avalen afirmaciones que yo creo que se deben 
hacer con un alto sentido de la responsabilidad. 

Para terminar he de decir que para saber si ha habido o 
no cooperación de la Administración con el fraude me pa- 
rece muy importante que sea la Administración quien pre- 
sente la denuncia, y, al final, cuando vea que el objetivo de 
los puestos de trabajo no se puede alcanzar se diga: no, 
aquí ha habido unas personas que han actuado irregular- 
mente y yo presento esto a los tribunales. Por eso me pa- 
rece muy importante señalar si esta denuncia se ha hecho 
con reticencias desde el punto de vista político, si hay ins- 
trucciones de las autoridades políticas del ministerio advir- 
tiendo y diciendo: cuidado, que se haga pero no todo. Da la 
impresión de que se hace con todas las consecuencias. 

Por eso quería preguntar al señor director general los si- 
guiente: cuando se lleva a cabo la denuncia ¿recibió usted 
algún tipo de instrucción, de limitación en la investigación 
o en la denuncia? ¿Recibieron los servicios jurídicos del 
Estado a su conocer alguna limitación de este tipo? Que se 
presente la denuncia y que se haga sin ningún tipo de limi- 
tación creo que pone de manifiesto la buena fe de las per- 
sonas que actúan y en este caso la conducta de la Adminis- 
tración. Esta sería mi pregunta más significativa, indepen- 
dientemente de las reflexiones que mis comentarios pue- 
dan suscitar al señor director general. 

Señor Presidente, la señora Sánchez también desea ha- 
cer alguna pregunta. 

El señor PRESIDENTE: Señora Sánchez. 

La señora SANCHEZ LOPEZ: Aunque la tentación 
de polemizar con algunos de los intervinientes anteriores 
es fuerte, no lo voy a hacer. Sólo me voy a limitar a hacer 
preguntas, sobre todo para no ayudar al Grupo Parlamen- 
tario Popular a desvirtuar el objetivo de esta Comisión, de- 
dicándose el señor Izquierdo fundamentalmente a reflexio- 
nar ampliamente en cada sesión de esta Comisión alrede- 
dor de los titulares periodísticos que previamente tiene de- 
cididos. Hoy hemos tenido la mala suerte de que no había 
decidido ninguno concreto y, por tanto, hemos tenido que 
oír las reflexiones .desordenadas alrededor de todos los ti- 
tulares que podía tener en la cabeza. 

Se han hecho muchos juicios de valor, algunos real- 
mente apresurados por parte del señor Centella. Su afir- 
mación de que el Gobierno tiene desde el principio la in- 
tención de cerrar y clausurar esta empresa y, en conse- 
cuencia, de perjudicar a Málaga en el sentido industrial, se 
compadece poco con la realidad, que es la aportación sis- 
temática y permanente de mucho dinero por parte del Go- 
bierno prácticamente desde 1982, que es el período que 
nos interesa, precisamente para mantener los puestos de 
trabajo y una actividad industrial en la provincia de Má- 
laga. 

Al margen de estas reflexiones, me gustaría formularle 
algunas preguntas concretas y, si es posible, desearía que 
las respuestas fuesen también muy específicas. La primera 
pregunta es si nos puede decir cuáles son los motivos en 
los que Wemer International fundamenta su conclusión de 
inviabilidad futura de Intelhorce. 

La segunda pregunta es hasta qué punto, según su im- 
presión, influye la gestión de las empresas Benorbe y Ben- 
service en la situación actual de la empresa. 

La tercera pregunta, si tiene a bien contestarla, es su 
opinión profesional sobre el precio de mercado de la em- 
presa en 1989, porque éste es uno de los temas recurrentes 
en esta Comisión. He tenido posibilidad de leer que los in- 
formes de los abogados de la Unión Europea, incluso la 
sentencia del Tribunal de Luxemburgo señalan textual- 
mente que con los datos que se tenían en la mano en aquel 
momento, esta empresa se vendió al mejor postor. Me gus- 
taría saber si esto es cierto. Esta afirmación no es una re- 
flexión que podamos hacer aquí, ni siquiera puede decirlo 
el Director General del Patrimonio, sino que, según yo 
creo -me gustaría que lo confirmara el señor director ge- 
neral-, se contiene textualmente en los informes de los 
abogados de la Unión Europea y en la sentencia del Tribu- 
nal de Luxemburgo. 

La cuarta pregunta es casi la del millón, es lo que, de 
verdad, interesa al Grupo Parlamentario Socialista, a los 
malagueños y a los trabajadores de la empresa en relación 
con todo lo que estamos estudiando. Según lo que usted 
conoce, desearía saber cuál es el futuro de los trabajadores 
si no se concreta la oferta de un grupo industrial que se 
haga cargo de la misma. 
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El señor PRESIDENTE: Señor director general. 

El señor DIRECTOR GENERAL DEL PATRIMO- 
NIO (Vázquez de Parga y Pardo): Para ser un poco escueto 
en las contestaciones he de decir al señor Sáenz Lorenzo 
que la iniciativa de investigación de las irregularidades o 
anomalías cometidas por los gestores privados fue llevada 
a cabo casi desde el primer momento de la toma de pose- 
sión de la gestión de Intelhorce, y nace como consecuencia 
de ver que había una serie de descuadres desde el punto de 
vista de los análisis contables y financieros, que daban lu- 
gar a la obligación de realizar esa investigación en profun- 
didad y, como decía a lo largo de mi intervención, en todas 
las dimensiones, incluido el punto de vista interno. Una vez 
que se hizo, se solicitó a la empresa, que era la auditora de 
la sociedad, que hiciera un informe de auditoría de los años 
1989 a 1992 en toda la época de gestión pública de la em- 
presa, después -repito- se pidió informe a la interven- 
ción general para el an:iisis, y en ningún caso (yo creo que 
esto es tan evidente que el propio informe de la interven- 
ción general lo pone de manifiesto) ha habido injerencia ni 
recomendación restrictiva alguna por parte del Gobierno ni 
por parte de autoridad del Ministerio. Repito, esta indepen- 
dencia está mucho más refrendada por los textos que tiene 
la Comisión en sus miuios que por mis propias palabras. 

Respecto a los motivos y las circunstancias alegadas en 
el informe Werner en cuanto a la inviabilidad de Intelhorce, 
he de decir a la señora Sánchez que los diagnósticos se si- 
tuaban en junio, julio o septiembre de 1994, y en ese mo- 
mento la inviabilidad de: Intelhorce existía en cuatro ámbitos 
diferentes. Desde el punto de vista jm’dico-mercantil la so- 
ciedad ya se había quedlado sin patrimonio neto y, por tanto, 
desde el punto de vista de la Ley de Sociedades Anónimas 
los administradores responsables de la gestión de la empresa 
tenían que disolver o liquidar la empresa. Desde el punto de 
vista económico-financiero la cuenta de resultados de la em- 
presa era una cuenta que no había manera de darle la vuelta, 
haciendo los gestores públicos todo lo que estuviera en sus 
manos en conciencia y lron buena voluntad. El tercer ámbito 
es un elemento adicional, aunque cualquiera de ellos aisla- 
damente daría lugar a ese diagnóstico, me refiero a la sen- 
tencia de 14 de septiembre de 1994 en donde se condenan y 
consideran incompatibles con el Tratado las ayudas a Intel- 
horce de parte de la ampliación de 1989 y, por tanto, inhabi- 
lita allegar más fondos públicos a esa empresa en ese sen- 
tido. El cuarto elemento, el diagnóstico de Werner, que para 
nosotros era otro de los pilares fundamentales para poder te- 
ner la tranquilidad de conciencia, no dejar abierto ningún as- 
pecto y que todos estos elementos que hemos visto en el pro- 
ceso de Intelhorce pudieran dar lugar a decir se debió haber 
hecho, ese se debió creo que aquí se ha extremado al má- 
ximo. Ese informe fue desde el punto de vista de lo que po- 
díamos ser acusados, de que podíamos ser buenos gestores 
desde el punto de vista financiero, pero muy malos gestores 
desde el punto de vista de llevar a cabo una empresa indus- 
trial textil. En ese sentido, los aspectos eran tanto desde el 
punto de vista de los productos de la empresa en sus distin- 
tas secciones como la i;sbiuctura organizativa de la misma, 
respecto a la que se decía que podía salvarse la hilatura, los 

textiles, el acabado, pero la integración de todo el proceso en 
la forma que estaba sedimentado dentro de la propia Intel- 
horce no tenía salida porque de alguna manera si hay un pro- 
yecto tiene que ser un proyecto distinto al actual; en su es- 
tructura actual Intelhorce no era viable, y también se junta- 
ban elementos de coste salarial, pues, como todos ustedes 
saben, los costes salariales con una plantilla antigua también 
eran superiores a los del sector. No era un solo elemento, 
sino que eran muchos elementos integrados los que daban 
lugar a la inviabilidad. 

En el caso de Werner tampoco era una sola causa la que 
generaba su diagnóstico de inviabilidad. Benorbe y Ben- 
service, hoy GTE, en liquidación, ya ni siquiera está en el 
proceso de suspensión de pagos. Benorbe y Benservice 
-repito-, podrán presentar demandas de cualquier ín- 
dole, respecto de lo que puedan entender, si es que pueden 
entenderlo y tienen fuerza moral para ello, que sus dere- 
chos sean involucrados; pero a nosotros nos preocupa, que 
desde el punto de vista de la libertad para encaminar un 
proceso, no tienen injerencia en el mismo. 

Precio de la empresa en 1989. Esto sé que se pone de 
manifiesto por el informe de la intervención; quiero decir 
que el informe de la intervención es un dato objetivo. La 
intervención constata que se vende una empresa con un 
neto patrimonial de 18.000 millones de pesetas. Este no es 
más que un dato objetivo. Ahora bien, yo preguntaría: 
¿Hay alguien que sepa que por Intelhorce se daban 1.500 
millones de pesetas? Entonces el problema de Intelhorce 
era qué había que poner, no había que dar. El saneamiento 
previo que se le pedía al Estado, era muy superior al precio 
que tuvieron después los compradores, en cualquiera de 
los escenarios y en cualquiera de los tanteos que se hicie- 
ron con los doce últimos representantes que llegaron a re- 
cibir el cuaderno de ventas. No había ni un solo caso en el 
que se pudiera poner sobre la mesa, no el neto patrimonial, 
ni siquiera el precio de una peseta, porque en ese momento 
ocum’a que los hipotéticos oferentes pedían que antes el 
Estado llegara al capital de 21 .O00 millones, que fue el ca- 
pital mínimo que nos pidieron y la cantidad máxima de 
precio que nos dieron. 

El precio es lo que alguien está dispuesto a dar, y las 
fórmulas que todos conocemos de valoración, si no tienen 
refrendo en el mercado y nadie está dispuesto a dar por ello 
esto, será un valor teórico según balance, será un valor por 
capitalización del «cash flow»; todos los métodos d e d o -  
ración que nosotros queramos poner sobre la mesa, pero el 
precio será lo que un comprador esté dispuesto a dar, y lo 
que hay lo conocen SS. SS. mejor que yo. 

Nos declaran incompatibles las ayudas del año 1989, 
por sentencia de 14 de septiembre de 1994, pero en la pro- 
pia sentencia se dice que se vendió al mejor postor. La con- 
dena, la calificación de incompatibilidad nace por otros as- 
pectos, como era que en el plan se iba a una reducción de 
producción; no se iba a una reducción de plantilla, a una 
reestructuración de la empresa, en definitiva a elementos 
fundamentales que tiene en cuenta la Dirección General de 
la Competencia para evitar que esta competencia se des- 
virtúe, y entienden que una ayuda de este tipo está tratando 
de compensar las pérdidas contables y dejar a la empresa 
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en una situación que, en competencia en el mercado, lo 
está haciendo de uia  forma desleal con otras del mismo 
sector; pero, repito, nos condenan por esos elementos que 
para la Comisión eran fundamentales: No me han puesto 
ustedes sobre la mesa un plan de reestructuración, aparte 
del aspecto formal que ustedes conocen perfectamente de 
lo que se ha llamado ilegal por haber presentado el plan 
fuera de plazo. 

Por Último, sobre el futura de los trabajadores, qué 
quiere que le diga, señoría. Comprendan ustedes que si en 
este asunto relacionado con Intelhorce ha habido prioridad 
en todas mis actuaciones, requerido, además, por todos los 
grupos parlamentarios, ha sido que, en la medida de lo po- 
sible, se hiciera por la parte social y laboral todo lo que es- 
tuviera en manos de la Administración. Esta esperanza que 
mantengo en este momento, la he mantenido desde el ini- 
cio de mis conversaciones con los trabajadores. 

Como ustedes saben hemos llegado a ese acuerdo, siem- 
pre doloroso para todas las partes de liquidación de una 
plantilla. Yo en todo momento sigo manteniendo viva la es- 
peranza de que encontremos moldes suficientes para que un 
nuevo proyecto industrial sea factible y viable para la pro- 
vincia de Málaga y para los trabajadores de Intelhorce. 

El señor PRESIDENTE: ¿Quieren plantear SS. SS. al- 
guna cuestión más? (El señor Izquierdo Juárez, pide la 
palabra.) 

Señor Juárez, Estamos muy fuera de horario, por lo que 
le ruego sea lo más breve posible. 

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Era simplemente 
por alusiones, ya que la señora Sánchez se permite califi- 
car mi intervención. 

Reitero a la Comisión que la intervención la hemos he- 
cho en base, como muy bien ha dicho el director general, a 
documentos oficiales, los cuales hemos citado de modo 
textual y por tanto no estamos aquí buscando titulares. Ti- 
tulares, los que da la señora Sánchez en Málaga, cuando 
dice, por ejemplo, que la Comisión Intelhorce no tiene por 
qué depurar responsabilidades políticas que ya están depu- 
radas, puesto que el Ministro Solchaga ya ha dimitido. 

Creo que no hay que hacer comentarios a la cuestión. 
Solamente quería decir esto. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor direc- 
tor general por su información y por el tiempo que ha de- 
dicado a esta Comisión. 

Si les parece, señorías, vamos a descansar tres o cuatro 
minutos, antes de iniciar la segunda comparecencia. 

Se reanuda la sesión. 

- DEL SEÑOR EX CONSEJERO DELEGADO DE 
INTELHORCE (ALVAREZ GARCIA). (Número 
de expediente 219/001019.) 

El señor PRESIDENTE: Señorías, vamos a reanudar 
la sesión con la comparecencia prevista y anunciada en el 

orden del día de don Antonio Alvarez García, en su condi- 
ción de ex Consejero Delegado de Intelhorce, a quien da- 
mos nuestra bienvenida a esta Comisión y a quien facilita- 
mos, si así lo considera oportuno, unos minutos para infor- 
mar a las señoras y señores comisionados sobre lo que crea 
oportuno, siempre en relación con el objeto de la Comisión 
por el que ha sido usted citado, señor Alvarez García. Por 
tanto, si quiere hacer uso de estos minutos, están a su dis- 
posición. 

El señor EX CONSEJERO DELEGADO DE IN- 
TELHORCE (Alvarez García): Muchas gracias, señor 
Presidente. Yo quedo desde este momento a disposición 
del señor Presidente y de SS. SS. para cualquier pregunta 
que yo sea capaz y tenga posibilidad de responder. De to- 
das maneras, señor Presidente, tengo un guión, que está 
formado por el eje central de la citación para la compare- 
cencia, que si me permite el señor Presidente, puedo desa- 
rrollarlo muy brevemente y podría servir, a lo mejor, de 
guión también para las preguntas que luego quisieran ha- 
cer SS. SS. 

El señor PRESIDENTE: Me parece muy bien. Tiene 
usted la palabra y puede desarrollarlo. 

El señor EX CONSEJERO DELEGADO DE IN- 
TELHORCE (Alvarez García): Como SS. SS. saben, la 
comparecencia tiene un eje central que la define: el pro- 
ceso de privatización, en 1989, de la empresa pública In- 
telhorce, la entrada del sector público en el accionariado, 
en 1992, y las causas y actuaciones que han originado la 
actual situación económico-financiera de la sociedad. Por 
otro lado, he tenido intervención directa en dos fases, en la 
primera y tercera, y como consecuencia de mi incorpora- 
ción en esta tercera fase, también he llegado a conocer con 
detalle documentación e información relativa a la segunda. 

El proceso de privatización, en 1989, tiene sus inicios, 
lo que eran las gestiones para privatizar la sociedad, en los 
años 1987 y 1988. Hubo muchas visitas a la fábrica incluso 
de grupos internacionales. Antes que nada, quiero hacer la 
salvedad de que fui consejero delegado de la empresa 
desde el 2 de enero de 1984 hasta el 4 de agosto de 1989, 
fecha en que se firma el contrato de compraventa para pri- 
vatizar la sociedad. En todo ese período de tiempo, ininte- 
rrumpidamente tuve un papel de responsabilidad en la ges- 
tión y marcha de la sociedad y, junto con otras personas 
también, pienso que la totalidad del Consejo de Adminis- 
:ración, éramos conscientes de que la vía más racional, 
más razonable, el único camino lógico y viable, sobre 
Lodo, con la incorporación en la Comunidad Económica 
Europea en el año 1986, era privatizar la sociedad. A eso 
se dedicaron los mayores esfuerzos por parte de la Admi- 
iistración con recursos financieros para realizar inversio- 
les y hacer los ajustes de plantilla como consecuencia de 
:Stas inversiones, así como reducir los costes para poder 
:ompetir en el mercado internacional. Estábamos todos 
:onvencidos -era algo indiscutible- de que el camino 
ógico y racional era la privatización de la sociedad y a ello 
;e dedicaron los mayores esfuerzos. 
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Se mantuvieron contactos más o menos interesantes, la 
sociedad se saneó financieramente, se hicieron inversiones 
del orden de 12.000 millones de pesetas en todo el período, 
se redujo la plantilla de unas 2.200 personas, cuando yo 
entro en la sociedad, a unas 1.600, en el año 1989. La so- 
ciedad en aquel entonces, sin que podamos decir que estu- 
viera en un momento óptimo, no cabe duda de que estaba 
en una situación muy favorable pclra ser privatizada. Me 
refiero a mediados del año 1989. 

Como decía, estas tentativas de privatización, que co- 
mienzan en 1987-1988, no se plasmaron en ningún resul- 
tado válido. En la mayor parte de los casos porque quizás 
había sociedades que tenían miedo a enfrentarse a una em- 
presa con la trayectoria o la leyenda que de alguna manera 
tenía. Por otra parte, porque quizás era una empresa de 
proceso vertical técnicaamente complicada que indudable- 
mente no era fácil gestionar. Sin embargo, todos ellos, 
tanto grupos franceses y belgas, como alguno español que 
hizo visita a la sociedad, expresaban la parte positiva que 
la sociedad tenía en foima de maquinaria, en forma de ca- 
lidad de sus productos, etcétera. La empresa estaba en un 
volumen de facturación que superaba los 8.000 millones 
anuales de aquella fecha. Es verdad que no llegó a tener 
unos resultados espectaculares, pero la sociedad se toma 
en el año 1984 con unos 3.700 millones de pérdida y hubo 
años en que se consiguió un «cas f l o w ~  positivo de unos 
500 millones. No es para dar saltos de alegría, pero, indu- 
dablemente, la trayectoria se mejoró bastante y como el 
objetivo era, repito, intentar privatizar la sociedad en las 
mejores condiciones, creo que los esfuerzos no fueron bal- 
díos, tuvieron una componente positiva. 

Nos ponemos en esta situación en el año 1989 y hasta 
unos meses antes del 4 de agosto, fecha en que se firma el 
contrato de compraventa, unos días después de haber apro- 
bado el Consejo de Ministros, en el mes de julio, la priva- 
tización de la sociedad, el Consejo de Administración no 
tuvo conocimiento, como tampoco en las visitas anterio- 
res. Las personas que estábamos en Málaga hacíamos de 
meros acompañantes cle las sociedades que venían, siem- 
pre con instrucciones muy concretas de Improasa, que en- 
tonces ya funcionaba. Esta empresa ya existía antes, pero 
para estos cometidos creo que se puso en funcionamiento a 
raíz de la entrada de Pmdencio García como Director Ge- 
neral de Patrimonio, hacia el año 1987. 

Unos meses antes de que este proceso del año 1989 cua- 
jara en una compraventa, tenemos noticias oficiosamente 
-porque repito que oficialmente no se comunicaba 
nada- de que había un grupo italiano muy importante que 
se estaba interesando por la sociedad, Incluso, creo que en 
el mes de marzo de ese mismo año, realizaron una segunda 
visita a la empresa (la primera fue para que la conociera 
Giovanni Orefici, posteriormente propietario de las socie- 
dades que adquirieron Intelhorce) acompañados de uno de 
los hermanos Benetton, concretamente Carlo, que era el 
encargado dentro del grupo del proceso industrial. Le 
acompañaba otra persona, creo recordar llamada Francisco 
Caudeli residente en Barcelona, que era y sigue siendo el 
representante en España del grupo Benetton. Estas perso- 
nas se interesaron por el proceso productivo, por la maqui- 

naria, por los artículo8 que hacíamos y, sin que se pronun- 
ciaran en ningún sentido, fue una visita no de cumplido, 
sino de cierto interés. 

Después de aquella visita no supimos más hasta el mes 
de junio del año 1989, en que el matrimonio Orefici visita 
la fábrica y me dicen (esto puedo decirlo porque en su mo- 
mento fue declarado ante el juez, espero que no haya nin- 
gún inconveniente, y merece la pena mencionarlo porque 
yo intervine muy directamente) que la operación está prác- 
ticamente hecha -hablo de junio de 1989-, que unas em- 
presas relacionadas con el grupo Benetton van a adquirir la 
sociedad y que todas las condiciones están acordadas ya 
en Madrid con Patrimonio, parece ser que Improasa y 
luego Patrimonio. Están interesados en que yo les acom- 
pañe en un viaje a Treviso, la sede del grupo Benetton, 
para cambiar impresiones allí. Yo les pregunto si es nece- 
saria esa visita mía, si no puede ir algún otro directivo de 
la sociedad si se trata de asuntos comerciales. Me dicen 
que no, es conveniente que vaya yo, y que es un viaje rá- 
pido, de 24 horas. Entonces pido permiso al Presidente de 
la compañía, que era García Morales, que a su vez lo co- 
munica a Improasa, debió ser a Patrimonio. Hago un viaje 
que duró 24 horas: salir de Madrid a Milán y de allí a Tre- 
viso por carretera. Estuve en la sede de Treviso en una reu- 
nión de unas tres horas con diversos directivos del grupo 
Benetton. Allí conocí a Luciano Benetton, quien dirige 
personalmente los negocios, y saludé aparte a Carlo Be- 
netton, que no intervino en la reunión. 

Se hicieron muchas preguntas sobre la fábrica, sobre la 
política del producto que podía desarrollarse, sobre las po- 
sibilidades de los productos en el mercado italiano, etcé- 
tera; en una palabra, pude notar una buena acogida al ma- 
trimonio Orefici, o sea, que había cierto grado de con- 
fianza. Yo me vine, si no convencido, porque tampoco te- 
nía que convencerme de nada, sí creyendo que el Grupo 
Benetton de alguna manera no era ajeno a la operación. 
Tanto es así que hasta bastantes meses después no tuve 
ninguna duda de que, aunque no participaban directa- 
mente, pudieran estar en el accionariado de Intelhorce. 

Como se sabe, Intelhorce lo adquieren dos eagresas, 
Benorbe y Benservice, y posteriormente se conoce todo lo 
que ha ocurrido. Yo ceso, igual que el resto de conponen- 
tes del Consejo de Administración de Intelhorce, e¡ 4 <e 
agosto de 1989. Me piden que continúe como gerente de la 
sociedad a partir de septiembre -agosto fue el mes de va- 
caciones- sin formar parte del Consejo de Administra- 
ción. Lo consideré muy lógico, porque llevaba muchos 
años en la empresa y la conocía bien, la maquinaria, las 
instalaciones, el personal. Pensábamos que en su proyecto, 
al menos en una primera etapa, podría ser válido que yo si- 
guiera en la sociedad; lo encontré bastante normal. 

Quiero hacer la siguiente salvedad porque, cronológica- 
mente hablando, creo que es importante. Con re1ación.a los 
meses de octubre de 1989 y febrero de 1990, se pueden 
consultar las hemerotecas de la mayoría de los diarios 
nacionales y revistas de economía del momento, donde 
con bastante frecuencia aparecían titulares relaciona- 
dos con esta operación, en los que se manifestaba desde 
que el Grupo Benetton adquiere Intelhorce, así de claro, o 
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que sociedades participadas por el Grupo Benetton adquie- 
ren Intelhorce. El caso es que había una campaña clara de 
dar por sentado que Benetton era la sociedad que había ad- 
quirido Intelhorce. Es cierto que eso nunca fue corrobo- 
rado por la firma Benetton, pero tampoco desmentido. No 

- hubo ningún desmentido al menos en todos esos meses de 
octubre de 1989 a febrero y marzo de 1990. 

En abril de 1990 estudiando la gestión de la sociedad 
empiezo a ver aspectos que no me acaban de convencer 
-no tengo argumento de peso para ponerlo de mani- 
fiesto-, en el sentido de que no se hacen las inversiones 
que antes me habían comentado y que estaban en pro- 
yecto, la cadena de tiendas que iban a montar, la política 
de costes que se lleva no es la correcta, se empieza a in- 
tervenir una sociedad participada italiana -llamada Te 
Casa- que parecía lógico intervenir para abrir mercado 
en Italia, a la que se le hacen ventas en el mes de mayo de 
1990 y que cuando yo indago, dentro de m i s  posibilida- 
des -porque, a pesar de que era gerente, yo tenía mis fa- 
cultades-, compruebo que el área financiera y el área 
comercial a los dos meses de intervenir estos señores, pa- 
saron a llevarlas directamente. Para llevar el área finan- 
ciera trajeron personas del exterior y para el área comer- 
cial, de una forma muy directa el matrimonio Orefici era 
el que llevaba la responsabilidad. No obstante, con el co- 
nocimiento que yo tenía de la sociedad y la ascendencia 
ante la plantilla que había, siempre podía enterarme de 
las cosas que, más o menos, estaban ocurriendo. Yo ob- 
servaba ciertas cosas. Por ejemplo, que mercancías que 
se empezaron a mandar a Italia iban con precios por de- 
bajo del coste industrial, lo cual era chocante. En uti prin- 
cipio lo manifesté y me dijeron: «bueno, se trata de pro- 
mocionar los productos, porque ¿tú cuánto crees que 
cuesta meterse en el mercado?», etcétera. Estas conside- 
raciones, en cierto modo, eran lógicas. 

Avanza el tiempo y en el mes de julio de 1990 me en- 
tero de que se han pedido cantidades que en el contrato de 
compraventa estaban repartidas -me refiero a los 5.869 
millones de la ampliación de capital- con motivo de la 
compraventa, que se había fijado una cantidad de libre dis- 
posición desde el primer momento, que si mal no recuerdo 
rondaba los 1.800 millones, y los 4.000 millones restantes 
los repartían en tres tramos, con un calendario muy con- 
creto para disponer de esas cantidades. Este calendario se 
incumple, yo me entero de casualidad. Porque, por ejem- 
plo, el contrato de compraventa - c r e o  que a título infor- 
mativo este dato es importante- yo lo conozco tres o cua- 
tro meses después de haberlo hecho y porque las centrales 
sindicales me entregan una copia del documento. Yo veo 
que el calendario se adelanta y me hago la siguiente refle- 
xión. La empresa está en una buena situación financiera, la 
empresa se había privatizado libre de cargas, con la Segu- 
ridad Social y la deuda tributaria totalmente al día, prácti- 
camente sin deudas a terceros -creo que había un crédito 
de 100 millones de pesetas, que para un volumen como el 
que la empresa movía no tenía ninguna importancia-, y, 
además, se habían inyectado 5.869 millones nuevos a la 
sociedad. No me convencen los hechos. Hago algún co- 
mentario sobre todo esto, le restan importancia, se me dice 

que se ha realizado el informe de auditoría preceptivo, se 
han adelantado los hechos porque de esta manera podemos 
preparar el plan de inversiones para el año que viene, etcé- 
tera. Con motivo de todo esto, más que roces, se produce 
cierta prevención hacia las preguntas que yo hacía. Y todo 
ello desencadena en la falta de fluidez de las relaciones. 

El día 16 de octubre de 1990 se celebra una reunión en 
Intelhorce, en Málaga, que me la notificó el propio Gio- 
vanni Orefici una semana antes de que se produjera, diri- 
giéndose a mí con unas frases similares a ésta: «Antonio, 
van a venir unas personas de Madrid para tener una reu- 
nión. No tenemos ninguna obligación de atenderles y dar- 
les explicaciones de la sociedad porque, como sabes, es 
una empresa privada, pero por deferencia, no tenemos in- 
conveniente en que tenga lugar la reunión.» Yo le pre- 
gunté: «Giovanni, ¿quién va a estar en esa reunión?» Me 
citó una serie de personas. Yo le pregunté: «¿Tengo yo que 
estar en esa reunión?» «Sí», me contestó. «Perfecta- 
mente», dije yo. A continuación le pregunté: <<¿De qué se 
va a hablar en esa reunión?» «Se hablará de cosas genera- 
les, de la marcha de la sociedad, etcétera.» 

Efectivamente el día 16 de octubre tiene lugar la reu- 
nión en la que participa por parte de la Administración el 
Subdirector General de Empresas y Participaciones Estata- 
les, Miguel Angel Herrera; el Presidente entonces de Im- 
proasa, José Miguel Moreno, al que yo conocí ese día pre- 
cisamente, y asiste también otro técnico, que creo recordar 
que se llamaba José María Castro, quien se limitó a tomar 
nota de una serie de cosas. Por parte de la empresa estaba 
el señor Orefici, que era el Presidente de la Compañía y 
Consejero Delegado, estaba el señor Muñiz, que era Secre- 
tario del Consejo y asesor, estaba Vela Rivas, que era el Di- 
rector Financiero y estaba yo. Estas personas eran las que 
formaban parte de la reunión. Empieza la reunión, se con- 
firman una serie de datos sobre la marcha de la sociedad y 
yo empiezo a ver que se están facilitando datos e informa- 
ción que no se correspondían con los datos oficiales que 
tenía la sociedad y que yo conocía. Estuve en silencio, por- 
que, en principio, no se me preguntó nada. Pero a las dos 
horas, después de varios cambios de impresiones, Miguel 
Angel Herrera es el que me invita a hablar. Me dice: «An- 
tonio, estás muy callado, me gustaría oír tu opinión.» Yo le 
contesté: «Cuando me corresponda, hablo.» Ese día saco 
mis papeles, m i s  datos oficiales de la sociedad y creo re- 
cordar que les dije algo así. «Voy a dividir mi intervención 
en dos partes; una, la que está sustentada en datos objeti- 
vos, totalmente claros y contrastados y otra, dar mi opi- 
nión, que puede ser subjetiva, pero que es mi opinión.» Así 
lo hice. Pueden figurarse SS. SS., señor Presidente, que 
aquello terminó, como vulgarmente se dice, como el rosa- 
rio de la aurora. 

Se dio un contraste de opiniones, aunque yo estoy con- 
vencido de que si no se me pide que intervenga a lo mejor 
no lo hubiera hecho, no lo sé; habría intervenido oficiosa- 
mente, pero yo me creía con obligación moral de denun- 
ciar aquello, aunque sabía que desde ese momento estaba 
condenado a marcharme de la sociedad, como así fue. 
Desde ese momento yo fui cuestionado. Tardaron dos se- 
manas en reaccionar. Estuve dos semanas sin que nadie me 
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dijera absolutamente nada, como si no hubiera ocurrido 
nada, y a las dos semanas me dicen lo que siempre se suele 
decir en las sociedades con problemas: que son diferentes 
puntos de vista, que n’o coincido la política general que 
quiere desarrollarse, etcétera, y ceso en la sociedad. El 
cese oficial fue el 31 de diciembre, pero yo desde el 1 de 
diciembre prácticamente estoy en mi casa, aunque me re- 
tribuyeron también el nies de diciembre. 

Dejo la empresa. Hago tentativas -sería muy largo de 
explicar- de ponerme en contacto de nuevo con ella y 
manifestar lo que había dicho. En el mes de enero la prensa 
recoge bastantes de las cosas que yo había manifestado en 
la reunión del 16 de octubre, por ejemplo en «El Sur de 
Málaga», en «La Vanguardia» de Barcelona, en una publi- 
cación quincenal que !;e llama «Textil Exprés» y que se 
edita en Barcelona sobre la industria textil, en un boletín 
semanal que se llama dnfortex», son unas declaraciones 
que no eran formales puesto que lo hice más por amistad 
con una determinada persona que luego lo publicó, pero no 
pasa nada puesto que no publicó nada que no fuese verdad. 
Se hablaba de las razoines por las que yo cesaba en Intel- 
horce y, entre ellas, decía que quedaba muy preocupado 
por el futuro de la sociedad, y eso que yo no conocía abso- 
lutamente nada de lo que un año y pico después tuve opor- 
tunidad de conocer. Así se fueron desarrollando los acon- 
tecimientos durante el año 1991, de los que creo se habrá 
hablado mucho, y como se sabe hay un proceso judicial en 
curso que está generando una serie de situaciones compli- 
cadas. 

A partir de ese momento la empresa entra en una fase 
que podemos denominlar la segunda -fase contemplada 
en el eje de la comparecencia-, que es el preámbulo de la 
entrada nuevamente del sector público en el accionariado 
en 1992. A finales de 1991, después de varias tentativas 
de hacer que entrara Hytasa en el accionariado, etcétera 
-todo esto lo conozco después, todo lo que ocurre desde 
la fecha en que yo salgo de la sociedad hasta octubre de 
1992 en que me incorporo nuevamente a la sociedad lo 
conozco con posterioridad-; después de ese tiempo en el 
que parece que la sociedad prácticamente está paralizada 
en los meses finales del año 1991, después de una serie de 
movimientos, de gestiones, de presiones, de tensión en el 
ambiente, lo que se puede seguir por la prensa y por los 
medios de comunicación, desemboca en una reunión de la 
Comisión de Economía del Congreso. En esa reunión de 
la Comisión, creo recordar que el 18 de febrero de 1992, 
se presenta una proposición no de ley a instancias del 
Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya, número de expediente 161/291, por la que se 
instaba al Gobierno a tomar las medidas necesarias para 
lograr la vuelta al sector público de la antigua fábrica tex- 
til de Intelhorce. Después de un amplio debate este texto 
fue sustituido por una enmienda presentada por el Grupo 
Parlamentario Socialista, en la cual se argumentaban una 
serie de aspectos, y tras un debate que yo juzgo muy cons- 
tructivo porque la situlación era dramática para la socie- 
dad, se acuerda dar una solución definitiva a la problemá- 
tica de Intelhorce. La enmienda, aprobada por unanimidad 
de todos los grupos parlamentarios, decía lo siguiente: 

«Se insta al Gobierno para que en el plazo de tres meses se 
adopten las medidas oportunas para la normalización de la 
actividad empresarial en la empresa Intelhorce y permita 
sentar las bases para su eficaz funcionamiento.» Como 
consecuencia de la aprobación de la citada enmienda tie- 
nen lugar diversas reuniones -repito que de todo esto yo 
me entero después, cuando leo toda la documentación- a 
lo largo del mes de marzo, en las que intervienen el Sub- 
secretario de Econom’a y Hacienda por parte de la Admi- 
nistración Central, la Junta de Andalucía, las centrales 
sindicales, los comités de empresa y la dirección de GTE, 
y se llega a una serie de conclusiones, entre ellas un 
acuerdo por el que se aceptaba reducir la plantilla prácti- 
camente a la mitad a cambio de un programa de inversio- 
nes y del reinicio de la actividad en la empresa. Todo ello 
se plasma en una serie de documentos, que tienen fecha 
10 de abril de 1992, en los que se especifica que parte de 
las acciones se incorporan nuevamente a la Administra- 
ción, a través de Improasa, así como los derechos políti- 
cos del resto de las acciones. Independientemente de que 
estos documentos pudieran adolecer, por precipitación, 
por la urgencia de cumplir el plazo de tres meses, del que 
allí se hablaba, para la puesta en marcha de la actividad, 
de defectos que yo creo que eran subsanables, y algunos 
de los cuales se subsanaron posteriormente incluso es- 
tando yo en la sociedad y que fueron firmados por mí’, 
pienso que se hizo para cumplir este mandato y creo que 
las personas que intervinieron, a algunas de las cuales co- 
nocí como consecuencia de mis conversaciones para vol- 
ver a entrar en la sociedad, y a las que no conocía ante- 
riormente, actuaron no sólo de buena fe sino con buen cri- 
terio para activar en lo posible la reanudación de la activi- 
dad en la empresa. Sin embargo, la sociedad, después del 
10 de abril, se configura con un nuevo Consejo de Admi- 
nistración en el que se dan una serie de anormalidades, 
una de ellas es que sigue de Presidente del Consejo José 
Manuel Muñiz, que en aquel momento era el administra- 
dor único de la sociedad, quizá porque no hubo oís-a solu- 
ción puesto que reconozco que no era fácil improvisar so- 
luciones. Es verdad que en los meses de abril, mayo, junio 
y julio la empresa no tiene actividad, sigue parada, las ten- 
siones continúan, ya que no es posible poner en marcha 
fácilmente la sociedad, a pesar de existir esa voluntad de 
cumplir el mandato. Conmigo contactan en el mes de ju- 
lio, fecha en la que yo estaba trabajando en una empresa 
privada, y me dicen, de manera oficiosa, que tengo que 
volver a Intelhorce. Yo les contesto que no, que si tienen 
una idea clara les ayudo en lo que sea para poner de nuevo 
en marcha la sociedad, pero que yo estoy trabajando en 
otro sitio. En el mes de agosto me vuelven a insistir de una 
manera formal, directamente a través del señor García 
Morales, con el cual yo tenía una gran relación profesio- 
nal desde hacía muchos años, y me dicen que por lo me- 
nos acceda a tener una entrevista en Madrid con Patrimo- 
nio. Les contesto que sí, que no tengo ningún inconve- 
niente. Esa reunión se celebra en los primeros días de sep- 
tiembre de 1992, con la asistencia del señor Secretario del 
Patrimonio, señor Del Valls; del señor Aramendía, conse- 
jero delegado de Improasa así como consejero de la socie- 
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dad; el señor García Morales, y el señor Sánchez Lambás, 
secretario del Consejo de Administración de GTE. En esa 
reunión se me pide que vuelva a la sociedad, incluso hasta 
por favor, yo creo que no por nada en especial sino porque 
tenía conocimiento de la sociedad, es verdad que tenía 
cierta ascendencia entre la gente puesto que habían sido 
muchos años de alegrías y sinsabores en la empresa, y se 
quiera o no una parte de mi corazón estaba en la empresa, 
y sobre todo estaba el problema de la sociedad, un pro- 
blema grave puesto que afectaba a setecientas y pico fa- 
milias. En ningún sitio sobra el trabajo, pero Málaga es de 
las que peor está en ese sentido. Yo les pregunto: «¿Qué 
idea tienen sobre la sociedad?» Me contestan: «Lo pri- 
mero ponerla en marcha, evitar que siga inactiva, y luego 
ver qué somos capaces de hacer con ella.» Les concreto y 
les digo: «Yo hago todo lo que sea necesario, con una sola 
condición: que “a prior?’ no exista ninguna voluntad de 
cierre o de liquidación de la empresa, porque si eso es así 
huelga decir que yo no voy de enterrador de nada.» In- 
cluso utilicé esa frase. Me prometen que no, que incluso 
hay un presupuesto ya hasta final de año, con unos recur- 
sos para poner en marcha la sociedad y que para el año si- 
guiente se buscará una fórmula, puesto que es algo que se 
ha aprobado en la Comisión de Econom’a del Congreso. 

Entro en la sociedad entonces, desde el 1.” de octubre 
de 1992; se me pide que entre como Presidente Ejecutivo 
porque, entre otras, lo que había que resolver era una serie 
de problemas jurídicos que la sociedad tenía - c o m o  luego 
pude comprobar- y que la hacían, de alguna manera, ino- 
perante, ya que me encuentro con una serie de actos jurí- 
dicos que no pueden inscribirse en el Registro porque la 
ampliación de capital de 2.000 millones de pesetas com- 
prometida por el grupo comprador en agosto de 1989 y de 
la cual se habían desembolsado 500 millones -los 1.500 
restantes ni se habían desembolsado- ni se había inscrito 
siquiera esa ampliación de capital. Ese acto jurídico limi- 
taba cualquier ampliación de capital posterior y cualquier 
acto que viniera unido en esas escrituras también, entre 
ellas, la ratificación del Consejo de Administración y otras 
cosas. 

Accedo a eso también, asumo el papel de Presidente 
Ejecutivo de la sociedad, y se empiezan a tomar una serie 
de medidas, como la de negociar con proveedores con los 
cuales yo tenía una gran relación de mi etapa anterior. Al- 
gunos de ellos tenían inscritos embargos importantes y 
consigo que alguno de ellos me dé la palabra de que no se 
lleve adelante ningún embargo. Yo tenía un calendario es- 
tablecido, del que hablamos, y me prometen desde ese mo- 
mento que están a mi disposición para cualquier cosa que 
necesite. 

Gracias a eso se pone en marcha la empresa rápida- 
mente. No es que se hicieran grandes maravillas, pero en 
1993 se facturan 2.300 millones de pesetas y se pasa de la 
inactividad total a esa situación. 

Todo va muy bien durante los meses de octubre, no- 
viembre y diciembre y lo que me dicen desde Madrid se 
cumple. Además conseguimos alargar ese presupuesto que 
estaba, en principio, previsto para el año 1992 y apuramos 
esos recursos hasta el 31 de marzo de 1993. La empresa 

empezó a facturar y ya comenzaba a tener otros recursos 
para disponer. 

No obstante, en enero de 1993 cambian las circunstan- 
cias. Hay movimiento de personas, en Improasa se nombra 
un nuevo Presidente, Domingo Sierra, al que conocía de la 
etapa anterior, aunque no había tenido contacto directo con 
él porque se ocupaba de otras cosas dentro de Patrimonio. 
Observo que a los dos meses escasos de estar allí, en el 
mes de febrero o marzo, en una reunión que tenemos me 
plantea de una manera drástica: «hay que cerrar la empresa 
porque esa sociedad no tiene camino». 

Yo le digo: <<¿Tú sabes que hay un mandato expreso?» 
El contesta: «Sí, ya lo he leído, pero esa sociedad siem- 

pre ha perdido dinero.» 
Le respondo: «Habría que haberla cerrado antes, pero si 

por otra serie de circunstancias se aprueba esto, lo lógico 
es que se lleve adelante.» 

Entonces, las cosas comienzan a enturbiarse. Hay dis- 
cusiones y quizá un enfrentamiento porque no era ése el 
compromiso por el que había ido a la sociedad, era otro 
distinto. Si a mí se me dice eso desde el principio, acepto o 
no acepto, pero se me dijo una cosa clara que se fue cum- 
pliendo hasta ese momento. Eso genera que la empresa 
empieza a tener sus problemas, la cosa no va tan fluida 
como hasta entonces, a pesar de todo sigue su marcha, pero 
ya hay discrepancias notorias. 

Eso desencadena que en septiembre de 1993 ceso y me 
despiden de la sociedad, supongo que por lo de siempre, 
por incompatibilidad con los criterios que regían en aquel 
momento, cosa que no entiendo en una cosa aprobada al 
nivel que se aprueba y con esa idea tan clara, antes de sa- 
ber si puede haber alguna solución o no. Vuelvo a insistir 
en que creo que el camino lógico -lo dije desde el primer 
momento- es que había que volver a preparar a la em- 
presa para una posterior privatización seria. Parece que es 
volver a reincidir, pero entiendo que se pueden hacer pri- 
vatizaciones serias, porque donde no tiene nada que hacer 
esa sociedad -y eso está claro- es en el sector público. 
Eso es evidente y lo he dicho a todo el mundo, a las cen- 
trales, al comité de empresa, etcétera. Al mismo tiempo, 
reconozco que tiene instalaciones y posibilidades de desa- 
rrollar productos que sean capaces de competir en el mer- 
cado. Y como esa idea la tengo y la sigo sosteniendo, es 
por lo que hay puntos de vista distintos. 

Recuerdo, incluso, que otra vez más, el 22 de noviem- 
bre de 1993, al poco tiempo de salir de la sociedad, le es- 
cribo personalmente al Director de Patrimonio, al señor 
Vázquez de Parga, una carta ofreciendo mi ayuda porque 
veo que la sociedad se va a orientar por un camino total- 
mente equivocado, que va a suponer un derroche de di- 
nero, que va a tensionar el ambiente y que no va a resol- 
ver el problema. Aunque no sea partidario de eso, si al- 
guien sigue una línea muy dura, la mantiene hasta el final 
y con eso se resuelve el problema, al final se ha conse- 
guido algo eficazmente, aunque haya gente que no com- 
parta los procedimientos. En ese caso la eficacia quiere 
decir que se cierra la sociedad y yo esa eficacia la cues- 
tiono, desde luego. Esa carta no tuvo ninguna respuesta, 
ni sí, ni no -que es lo peor que puede ocurrir-, porque 
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se podía haber contestado que no procede esa entrevista, 
pero no tuve respuesta ininguna. 

Di por cumplido mi papel, incluso me brindo para ha- 
blar con quien sea y explicar mis razones -y luego se me 
escuchará o no-, pero yo quería quedarme tranquilo. Eso 
es lo que decía en mi carta, pero no hubo respuesta. 

Ya no volví a insistir ni quise saber ninguna cosa, in- 
cluso se me perjudicó personalmente en los acuerdos que 
me había ofrecido Patrimonio porque no puse ninguna 
condición para entrar en la sociedad. Pero ése es un tema 
particular que creo no procede aquí. 

Todos sabemos cuál es la situación actual de la socie- 
dad. Yo era partidario ole que la sociedad tenía que haber 
seguido desarrollando su actividad -hubiera dado pérdi- 
das pero mucho menores que las que ha tenido-, no hu- 
biera crispado el ambiente, se podían haber ido haciendo 
ajustes de personal ponque al final lo que se ha hecho es 
pasar de setecientas veintitantas personas a 5 17 que siguen 
comprometidas de alguna manera en una futura puesta en 
marcha de la actividad y no se entiende. 

Todos esos recursos en menor cuantía se podrían haber 
destinado a cubrir las pérdidas durante ese tiempo. Siem- 
pre es más fácil negociar la privatización de una empresa 
en marcha y aunque lo que procedía era la desaparición de 
la sociedad anterior para que no hubiera ningún vínculo 
con la etapa tan nefasta que hubo, pienso que había mu- 
chos procedimientos para llegar a esa solución sin tener 
que paralizar necesariamente la empresa durante más de 
un año, como lo ha estado. Porque una la suspensión de 
pagos, como SS. S S .  y el señor Presidente conocen, no 
quiere decir que la actividad de la sociedad tenga que pa- 
ralizarse. Puede seguir funcionando perfectamente, má- 
xime cuando más del 90 por ciento de la deuda era institu- 
cional. Incluso había tenido conversaciones en esa etapa 
con la Agencia Ti-ibutaria y con la Seguridad Social para ir 
haciendo los pagos fraccionados de la deuda que había de 
la etapa privada anterior. 

Esta es la situación en la que se encuentra la empresa en 
un proceso de puesta en marcha muy difícil, donde incluso 
posibles empresas senas que pudieran participar se retraen 
porque no lo tienen claro y no sé cuál será al final el futuro 
de la sociedad. 

Perdone, señor Presidente, si he sido un poco extenso. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Alva- 

Seguidamente, procede que los señores comisionados 

Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra el 

rez García, por la información. 

le formulen las cuestiones que crean pertinentes. 

señor Izquierdo. 

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Muchas gracias, se- 
ñor Alvarez, por su presencia en esta Comisión. 

Tengo que decir previamente que, por fin, tenemos 
una comparecencia probablemente equidistante de cual- 
quier posición política: la posición política de mi Grupo, 
cuya obligación y compromiso con los ciudadanos es el 
control y fiscalización de los actos del Gobierno, o la po- 
sición política del Grupo mayoritario, que es la de apoyar 

los actos del Gobierno. Tenemos una comparecencia y 
unas declaraciones completamente equidistantes, por lo 
que, previamente, señor Alvarez - e l  resto de los señores 
comisionados, me permitirán la licencia- hay que decir 
algo. Personalmente agradezco mucho sus palabras por- 
que son enormemente clarificadoras de todo este pro- 
ceso. Además, le tengo que dar las gracias en nombre de 
los ciudadanos a los que represento y de mí mismo por el 
celo, que me consta y conozco porque vivo en Málaga, 
que sé han tenido las personas que han dirigido Intel- 
horce en todas sus etapas, para sacar adelante una em- 
presa que siempre ha sido viable, y estoy completamente 
de acuerdo con usted: podía haber sido viable. Señor Al- 
varez, es de justicia que yo lo haga. En nombre de los que 
represento democráticamente tenemos que darle las gra- 
cias a usted, a sus diferentes equipos y, sobre todo, a los 
trabajadores de Intelhorce, que saben muy bien que la 
empresa hubiera podido ser viable; que saben muy bien, 
como sabemos todos en Málaga y usted hoy ha corrobo- 
rado, que en 1989, la sociedad Intelhorce (lo dijimos en 
el Pleno, es decir, en el más alto trámite parlamentario, 
cuando se creó la Comisión de Investigación de Intel- 
horce) estaba en las mejores condiciones para su privati- 
zación, porque se había hecho uq enorme esfuerzo por 
parte de sus equipos directivos en años anteriores; por- 
que, efectivamente, se reducían pérdidas importantes, 
mes a mes; porque sus resultados eran mejores; porque su 
maquinaria era la admiración de las empresas textiles no 
solamente de España sino de Europa; porque se habían 
hecho inversiones muy razonables desde el punto de vista 
empresarial, etcétera. No me sorprenden sus palabras, se- 
ñor Alvarez, sobre que el consejo de administración - 
usted era consejero delegado- estuvo al margen total de 
las decisiones que se tomaron en la privatización de In- 
telhorce, lo cual, para mí, como político, es un dato sobre 
lo que se hizo. 

Usted ha dicho que en ningún momento (es cierto que 
hubo una campaña de prensa, he consultado las hemerote- 
cas) Benetton, grupo italiano muy importante líder en el 
sector textil mundial, estuvo detrás de la compra de Intel- 
horce. Ha dicho usted, y es verdad, que Benetton nunca 
manifestó públicamente estar detrás. De sus palabras se 
deduce inmediatamente lo contrario: Tampoco Patrimo- 
nio del Estado manifestó públicamente que Benetton estu- 
viera detrás de la compra. Más aún, usted no podría tener 
conocimiento de ello porque ha dicho, lo cual es verdad, 
lo puede testificar cualquier trabajador de Intelhorce for- 
mase o no parte de su consejo de administración antes de 
la privatización, que estuvieron al margen de los procesos 
de privatización, por lo que no podían conocer que en 
mayo de 1988, mediante una carta, la delegación oficial 
de Benetton en España comunicaba a la Dirección Gene- 
ral del Patrimonio del Estado su falta de interés por la 
compra de Intelhorce, puesto que Benetton, como otras 
muchas empresas y como tal Benetton, había recibido el 
cuade-mo de ventas. Luego, había ya un documento ofi- 
cial, que se ha conocido ahora por la documentación que 
el Gobierno nos ha mandado. Ustedes no podían saberlo, 
como tampoco los trabajadores ni la prensa. Si no, Patri- 
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monio del Estado hubiera hecho gala del documento en 
ese momento. 

Había un interés especial.. . 

El señor PRESIDENTE: Señor Izquierdo, me va a 
permitir. 

Estamos muy fuera de horario. Tenemos al señor Jimé- 
nez Aparicio esperando para comparecer ante la Comisión, 
por lo que les ruego a todas SS. SS., y en este momento a 
usted, que no reiteren las informaciones que han sido faci- 
litadas a la Comisión por el señor compareciente; que se 
ahorren en lo posible las valoraciones políticas, que las de- 
jemos para el momento de la redacción del dictamen y que, 
por favor, formulen las cuestiones que crean pertinentes 
para una mejor información de la Comisión, porque, si no, 
estamos perdiendo el tiempo. 

Esta es una Comisión de Investigación, no legislativa, 
donde el control del Gobierno se hace semanalmente en 
cada Comisión. Las comparecencias que en esta Comisión 
se producen lo son para conocer detalles concretos sobre el 
tema objeto de investigación, no para un control del Ejecu- 
tivo y, sobre todo, cuando el compareciente no ha pertene- 
cido nunca a este Ejecutivo. Yo ya sé que usted está distin- 
guiendo este tema absoluta y nítidamente, pero insisto en 
que, por favor, concreten las cuestiones y, en lo posible, se 
ahorren las valoraciones. Ya sé que ante una pregunta hay 
que hacer previamente una explicación suficiente que la 
avale, pero estamos -repito- muy fuera de tiempo, por 
lo que no vale la pena insistir en lo que ya ha sido decla- 
rado por el señor compareciente. 

O 

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. Intentaré hacer esas preguntas y ser más 
breve. 

Voy a hacerle una pregunta muy directa. ¿Cree usted, 
señor Alvarez, en función de su responsabilidad entonces 
en Interlhorce, que podía estarse asistiendo en el mo- 
mento de la privatización a un engaño -tome esta pala- 
bra no en su acepción presumiblemente delictiva, sino en 
su acepción política-, fundamentalmente a la plantilla 
de trabajadores de Intelhorce, no solamente por parte de 
los compradores, sino también de otras instancias al in- 
sistir en que estaba el grupo Benetton detrás cuando real- 
mente no lo estaba? Porque la parte social de la empresa 
Intelhorce tenía que dar el visto bueno a la privatización; 
era una de las condiciones que los compradores ponían 
en su oferta de compra, en ésta y en cualquier otra: que la 
parte social estuviera de acuerdo. En cualquier caso, bas- 
taría con que nos ratificara que el consejo de administra- 
ción de Intelhorce nada tuvo que ver en el proceso de pri- 
vatización. 

Usted ha dicho que el 16 de octubre de 1990, mediante 
aquella reunión que motivó su salida de la compañía, se 
pusieron de manifiesto discrepancias de criterio con la 
gestión, y previamente nos ha contado que el calendario 
sobre la disposición de fondos se había incumplido. ¿Us- 
ted cree que Patrimonio del Estado tenía que haber to- 
mado en aquella época alguna medida al respecto? Dicho 
sea de paso: a mí me parece enormemente clarificador que 

en octubre de 1990, un año después de la privatización, ya 
se sepa lo que está pasando en Intelhorce y no se actúe 
hasta tiempo después. Patrimonio del Estado tenía los me- 
canismos para hacer cumplir el contrato de compraventa 
y, además, fue advertido por usted, me imagino, en aque- 
lla reunión de octubre de 1990, al propio Subdirector Ge- 
neral de Empresas y Participación Estatal, señor Herrero 
Chamorro. 

Usted habla de la situación actual de Intelhorce y dice 
que puso como condición previa que no se cerrara la com- 
pañía, que se hiciera un plan de viabilidad, puesto que, en 
su opinión --criterio que compartimos-, Intelhorce tenía 
futuro si se tomaban las medidas que hubiera que adoptar, 
y empiezan a producirse nuevamente discrepancias de cri- 
terio que motivan su nueva salida de la sociedad con la ac- 
cionista mayoritaria, que es Improasa. ¿Usted cree que, 
desde el primer momento -quisiera que nos ampliara un 
poco estos comentarios-, se produce la voluntad inequí- 
voca de Improasa, por tanto, de Patrimonio del Estado, de 
ir al cierre de Intelhorce, esto es, a partir de su renacionali- 
zación, por decirlo de alguna manera? Esta es la pregunta, 
porque es fundamental para saber las causas que han origi- 
nado la actual situación de la compañía. 

Para ilustr& su pregunta y corroborar, a mí me gustaría 
ofrecerle un testimonio para que se quedara muy tranquilo, 
señor Alvarez. Leídas las actas del consejo de administra- 
ción de la empresa pública Improasa, cinco días después 
de tomar posesión el señor Sierra como presidente de Im- 
proasa, ya manifiesta a los consejeros de Improasa su deci- 
sión firme de cerrar y liquidar Intelhorce, lo cual acontece 
cinco días después de producirse su nombramiento como 
presidente de Improasa. Si usted hubiera conocido esto en 
su momento hubiera tomado otro tipo de decisionbs y si lo 
hubiéramos conocido todos probablemente otras cosas hu- 
bieran sucedido en Intelhorce. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Iz- 
quierdo, por su comprensión ante la exposición del señor 
Presidente. 

Tiene la palabra el señor Alvarez. 

El señor EX CONSEJERO DELEGADO DE IN- 
TELHORCE (Alvarez García): Respecto al proceso de 
privatización, en 1989 -a toro pasado, como se dice vul- 
garmente, es muy fácil sacar conclusiones-, no hay duda 
de que nos encontrábamos con que había un engaño mani- 
fiesto de las personas que compraron la sociedad, desde el 
momento en que ni tenían relación con el grupo Benetton 
ni tenían solvencia contrastada para meterse en una socie- 
dad como Intelhorce. Eso está muy claro. Pienso que yo 
también fui de los engañados porque, como mencionaba 
antes, estuve en Treviso y pude ver que efectivamente la 
relación Benetton-Orefici existía. Que fuera más o menos 
consistente no lo sé, pero no era un blufl Yo no me vine 
con la sensación de que era un cuento chino que estaban 
tratando de contar. Sí puede extrañar que en una cosa tan 
clara no haya una manifestación más expresa, por parte de 
un grupo de la talla de Benetton, de decir: participo allí. 
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Eso puede extrañar, pero hasta después de que se ha sabido 
todo, indudablemente La sensación de engaño ha existido. 

El fallo fundamental, a mi juicio, ha estado en que 
quien tenía la responsabilidad de efectuar en aquel mo- 
mento, con todas las garantías posibles, la entrega de una 
empresa con el volumen que tenía Intelhorce, con más de 
20.000 millones de recursos propios, jugó muy a la ligera. 
Se podía haber pedido mucha información, se podía haber 
pedido una serie de garantías adicionales, porque incluso 
se ha visto que ni se desembolsaron los 2.000 millones de 
pesetas de ampliación de capital ni se pagaron los 2.000 
millones de pesetas coniprometidos, aunque había un aval, 
aval que todos sabemos cómo se ha extendido. 

En cuanto a engaño, «a priori~, efectivamente, todo el 
mundo se sintió engañado. Quizás los que estaban más en 
la trinchera negociando tenían que haberse cubierto un 
poco más. Esta es una opinión personal. 

Respecto a que en la reunión que hubo en octubre de 
1990 yo hice ciertas afirmaciones, vuelvo a repetir que for- 
mulé unas opiniones objetivas en cuanto a la marcha de la 
sociedad durante los últimos meses de 1989 y hasta julio de 
1990, que no coincidíari con las cifras que se estaban facili- 
tando en la reunión. Eso podía ser un toque de atención cla- 
rísimo de que o yo estaba un poco loco, estaba dando unas 
cifras que no se correspondían con la realidad y estaba min- 
tiendo o que el tema tenía la suficiente importancia como 
para meter los dedos un poquito más. Yo no digo que se de- 
bía creer a pies juntillas lo que yo dijera, ni mucho menos; 
no estoy diciendo eso, pero sí que se estudiara. Creo que 
hubo un cierto movimiento, porque reconozco que esas 
cantidades, esos tramos, se liberaban con un calendario 
concreto. El primero ya se había liberado y fue el que dio 
como resultado la advertencia y el segundo tardó meses en 
liberarse. Ya me había marchado yo de la sociedad y aque- 
llo quedó aplazado, señal de que no había plenas garantías. 
Reconozco que lo que hubo -tengo que decirlo, es una 
opinión personal y no tengo ningún inconveniente en re- 
tractarme de ella, pero es la que sigo teniendo, porque no 
tengo argumentos en contra de ella, hasta el momento- es 
temor a que hubiera un abandono por parte de los accionis- 
tas que llevaban el terna y que eso revertiera otra vez a la 
Administración; que la patata caliente volviera a la Admi- 
nistración de nuevo. Sigo pensando que hubo cierto temor 
y que eso fue lo que condicionó tomar medidas más drásti- 
cas. 

Respecto a la voluntad de cierre, S. S. me ha descu- 
bierto otro dato que yo desconocía totalmente en cuanto al 
consejo de administrac.ión de Improasa. Eso está corrobo- 
rando totalmente mis palabras, que pude comprobar meses 
después porque se me manifestó directamente. Cuando se 
habla de la Administración así en abstracto hay que decir 
que lo hace bien o lo hace mal dependiendo, como es 1ó- 
gico -sucede lo mismo en las empresas-, de las perso- 
nas que estén al frente de las responsabilidades. ¿Por qué 
en un momento deterniinado todo va muy bien y se desa- 
rrolla de acuerdo con lo que está previsto y luego las cosas 
cambian totalmente? Las personas, ni más ni menos, con 
sus errores y sus aciertos, son las que pueden llevar las co- 
sas de una manera o de otra. 

No sé si he contestado a todas las preguntas que me ha 
formulado su señoría. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Socialista, tiene la palabra el Diputado señor Sáenz Lo- 
renzo. 

El señor SAENZ LORENZO: También nosotros 
deseamos dar nuestra bienvenida al señor Alvarez por su 
presencia entre nosotros, por su colaboración y por la des- 
cripción que ha hecho de los acontecimientos, según su 
punto de vista, que agradecemos muy sinceramente, al 
igual que ha hecho el otro portavoz del Grupo, buscando 
esa equidistancia de la que hablaba mi compañero de Cá- 
mara. 

Del relato que nos ha hecho parece deducirse que se 
efectuó la visita a la empresa de Carlos Benetton, acompa- 
ñado del señor Orefici, así como la invitación a visitar la 
sede central en Italia, para entrevistarse con el máximo res- 
ponsable del grupo Luciano Benetton. Efectivamente, da 
la impresión en todo ese proceso de que Benetton quiere 
aparecer más involucrada de lo que luego, jun’dicamente, 
acaba estando. No sólo da la impresión de que está intere- 
sada, sino que da la impresión de que está interesada en 
que parezca que lo está por las visitas personales de los 
máximos responsables al grupo italiano. 

He creído entender que incluso hasta después de ha- 
berse realizado la venta y de estar un tiempo en la empresa, 
tarda algún tiempo en darse cuenta de que efectivamente el 
compromiso de Benetton no es sincero. Desde el punto de 
vistaode nuestro Grupo, esto es importante porque durante 
meses, en los medios de comunicación y en toda la opinión 
pública se dio por hecho algo que efectivamente era falso. 
Luego se ha demostrado que una parte del informe que se 
dio a la Administración para tomar la decisión, que afir- 
maba que Benetton estaba comprometida en el tema, era 
una falsedad y está siendo juzgada en estos momentos por 
los órganos correspondientes. Ahí ha habido una falsedad. 
Para saber si la actuación de la Administración fue de 
buena fe o no, que es lo que queremos determinar, es muy 
importante saber si el ambiente general, la opinión pública, 
las actuaciones que se habían llevado a cabo daban a en- 
tender que esa afirmación que había en el informe que se 
entregó a la Administración era cierta, porque si no habría 
que pensar que la Administración tenía que haber estado 
más precavida. Si en el informe se dice que Benetton está 
involucrada directamente y esa información está también 
en el ambiente general, no es lo mismo que si la Adminis- 
tración tuviera un dato negativo al respecto. Simplemente 
le quería preguntar si su impresión, tanto en el momento 
previo como después de la compra, fue la de que Benetton 
estaba más involucrada de lo que lo estuvo. 

De sus palabras se deduce que usted está bastante rela- 
cionado con la vida de la empresa y que, además, sus afa- 
nes van en pro de la continuidad de la empresa, lo cual nos 
parece positivo. Como miembro de esta Comisión, mi im- 
presión es que en un momento determinado la Adminis- 
tración piensa que hay viabilidad y a partir de otro mo- 
mento piensa que no, y yo creo que sus palabras corrobo- 
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ran eso. A lo largo de los debates que hemos tenido en esta 
Comisión uno de ios problemas que se le han achacado a 
!u Administración ha sido el de no ejecutar el aval con ra- 
pidez. Dadas las condiciones del mismo, su ejecución hu- 
biera supuesto un duro golpe para el patrimonio de la so- 
ciedad puesto que estaba contraavalado con patrimonio de 
la propia sociedad, y eso hubiera puesto en dificultades a 
la empresa. Añadamos el no dwembolso de capital y la 
sentencia dictada por el Tribunal de la Comunidad Econó- 
mica Europea en el sentido de que tenía que devolver las 
ayudas. Además, cuando se quiere relanzar la empresa se 
vuelven a dar nuevas ayudas públicas. Y si hay una sen- 
tencia sobre las ayudas de 1989, no digo nada de las que 
se produjeron en 1992 y cuál podría ser su suerte desde el 
punto de vista de la Comunidad Económica Europea. Si 
tenemos en cuenta todas estas circunstancias, ¿no piensa 
usted que se presenta un panorama negativo, en el que la 
empresa es difícilmente viable? No digo como empresa 
industrial, porque yo creo que usted se refiere más al pro- 
ceso industrial. La Administración no puede seguir sin 
ejecutar el aval. Se le piden responsabilidades: usted tiene 
un aval, no se han cumplido las condiciones y tiene que 
ejecutarlo. Hay una sentencia del Tribunal de la Comuni- 
dad Económica Europea, que también puede hacer averi- 
guaciones sobre otras ayudas, que suponen otros 5.000 
millones, que se conceden en 1992, y la Comunidad exige 
que se devuelvan. 

Con esta situación, da la impresión de que la viabilidad 
de la empresa es difícil, que tiene alguna justificación que 
en ese momento busque una liquidación independiente de 
su posterior puesta en marcha. Todos tenemos la esperanza 
de que se pueda relanzar, a pesar de que he visto que usted 
considera que es negativo que la empresa haya estado pa- 
ralizada en su actividad real durante un largo período de 
tiempo. 

¿Todos esos datos no hacen poco menos que inviable 
seguir con la empresa desde el punto de vista financiero y 
tener que buscar otro proyecto diferenciado? 

El señor PRESIDENTE: Señor Alvarez García, 
cuando quiera puede intervenir. 

El señor EX CONSEJERO DELEGADO DE IN- 
TELHORCE (Alvarez García): No cabe duda de que lo 
que S .  S. dice es cierto, y creo que yo me manifestaba en el 
mismo sentido en mis comentarios iniciales. Yo fui el pri- 
mer sorprendido al ver que daba la sensación de que Be- 
netton estaba detrás de todo y, sin embargo, luego no hizo 
ninguna manifestación expresa en ningún sentido, ni a fa- 
vor ni en coiiza. Puede ser chocante después de que uno ya 
está condicionado por todo lo que ha leído y por lo que ha 
ocurrido. 

Sin embargo, yo sigo pensando una cosa y hasta ahora 
no he encontrado argumentos para cambiar mi pensa- 
miento: Benetton se dejó querer; en una palabra, estuvo 
unos meses esperando a ver qué pasaba. Si la balanza se in- 
clina en un sentido, yo me subo en ese carro y, si no, nunca 
me he subido. Parece un poco extraño esto que estoy di- 
ciendo, pero yo también le he dado muchas vueltas y, hasta 

ahora, no he encontrado argumentos en ningún sentido. Es 
muy difícil creer que antes de que se llevara a cabo la com- 
praventa tuviera lugar esa visita a Italia, hubiera ese recibi- 
miento, ese interés por conocer las instalaciones, se cele- 
braran esas dos visitas, porque Carlos Benetton vino a la 
primera, y una vez comprada la empresa también estuvo 
allí, pero en ese momento estuvo más como posible cliente 
de determinados artículos que se le pudieran hacer a Be- 
netton. No se plasmó en nada al final, pero sí es verdad que 
hubo esa segunda visita. 

En una palabra, lo de Benetton induce a pensar en un 
sentido o en otro. Sin embargo, yo sí quiero insistir en una 
cosa porque creo que es honesto por mi parte decirlo 
puesto que es lo que pienso: «en la entrega» - e n t r e  comi- 
llas- de unos activos tan importantes, de una empresa con 
ese volumen de facturación y esas posibilidades se actuó 
de una manera muy ligera a la hora de vender a esas socie- 
dades. Pienso que las garantías no fueron suficientes, pero 
repito, es una opinión personal. 

Contestando a esa primera pregunta le diré que posible- 
mente haya existido el interés general de Benetton aunque 
no se manifestó de una manera clara. Sin embargo, tam- 
poco se desmintió porque creo recordar que los primeros 
desmentidos aparecieron en mayo de 1990, de una manera 
muy velada en la prensa, no con la misma difusión que los 
anteriores. Se publicó algo diciendo que Benetton no tenía 
nada que ver ahí, pero daba a entender que no tenía nada 
que ver directamente. Todo es muy confuso, no está sufi- 
cientemente claro, y lo relacionado con Benetton se ha po- 
dido prestar a consideraciones de todo tipo. 

En cuanto a esa situación financiera de la sociedad, ese 
compromiso con el dictamen de la Comisión Europea, 
creo recordar, en enero de 1992, en el que obligan a la em- 
presa a devolver parte de las ayudas recibidas por un mon- 
tante de cuatro mil y pico millones de pesetas, he leído co- 
mentarios en la prensa que en algunos casos venían muy 
bien orientados y aunque en otros eran muy confusos. No 
me voy a extender mucho, pero voy a puntualizar esta 
cuestión porque tiene que quedar muy clara. Ese dictamen 
obligaba de alguna manera a devolver esas ayudas, pero no 
todas las ayudas tal y como se están tratando en todo este 
asunto, porque sibilinamente se afirmaba que todas las 
ayudas que el Estado español había concedido al Intel- 
horce desde 1986, fecha de entrada en la Comunidad Eco- 
nómica Europea, hasta entonces eran las que estaban cues- 
tionadas, y no es así. Las de 1986, 1987, 1988 e incluso 
una pequeña ampliación de capital de 1989 previa a la am- 
pliación de capital que da lugar a la compraventa no fueron 
cuestionadas, ahí se razonan, y el único tirón de orejas pe- 
queño que se da a la Administración es por no haberlas ad- 
vertido «a priori~, pero no por el destino de esas ayudas, el 
cual quedó perfectamente comprobado y así lo dice el dic- 
tamen. Si tienen oportunidad de leerlo podrán ver que se 
señala que esas ayudas se utilizaron precisamente para fi- 
nes acordes con la normativa comunitaria, es decir, para 
inversiones, renovación de tecnología y ajustes de planti- 
lla; en una palabra, reducción de costes. Eso, repito, iba 
perfectamente acorde con las normas comunitarias. Como 
consecuencia de una parte de esa ampliación de 5.869 mi- 
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llones, en ese dictamen se obliga a Intelhorce a que de- 
vuelva los cuatro mil y ]pico millones a la Administración, 
y es verdad que esto supone un problema más, una com- 
plicación añadida, desde el punto de vista financiero, para 
una empresa que ya no estaba sobrada de recursos ni mu- 
cho menos, que tenía que seguir amparándose en las ayu- 
das estatales. 

Lo que sí está claro les que el aval de esos dos mil mi- 
llones se ejecutó y ese dinero lo recuperó la Administra- 
ción de alguna manera. No me refiero a las ayudas, sino a 
los dos mil millones del aval que mencionábamos anterior- 
mente. Ese dinero ha ido a pérdidas de la sociedad y se re- 
cuperó porque, entre otras razones, estaba garantizado en 
una cuenta perfectamente, como los otros 500 millones de 
un préstamo que también se habían requerido, que también 
los recuperó la Administración. Es el único dinero que la 
Administración pudo recuperar recientemente, me refiero 
en los últimos años, de todos los recursos que había apor- 
tado. 

En cuanto a los cuatro mil y pico millones de pesetas, le 
diré que se han incorporado, como es lógico, en la suspen- 
sión de pagos como una deuda más que se tiene con la Ad- 
ministración y al quedar sustanciada la suspensión de pa- 
gos ha quedado en ese procedimiento perfectamente. 

Indudablemente todlo esto era un hándicup financiero 
importante para la sociedad, pero muy por encima de 
todo ello hay que contemplar lo siguiente. ¿Por qué co- 
nociendo eso (porque incluso el dictamen de la Comisión 
Europea de enero de 1992 ya se conocía) cuando se tiene 
el debate en la Comisilón de Econom’a del Congreso en 
febrero de 1992, se toma esa decisión? Porque por en- 
cima de todo puede haber otra serie de razones que pri- 
men sobre todo esto. Cuando se aprueba y se solicita que 
en el plazo de tres meses se ponga en marcha todo eso, 
tiene que pensarse también que algún recurso tiene que 
haber, alguna fórmula hay que arbitrar, la que sea. Por- 
que lo que sí está claro es que hay que seguir mante- 
niendo unos puestos de trabajo y que por encima de todo 
hay razones de tipo político-social, y económico si se 
quiere también pero político-social sobre todo, que de al- 
guna manera obligan, motivan o inducen a que todo eso 
se ponga en marcha. 

Respecto a la inviab ilidad de las posibilidades de Intel- 
horce cuando se decide cambiar la política, hemos de tener 
en cuenta -es mi opinión personal desde mi experiencia 
en empresas- que estamos ante una sociedad que había 
estado paralizada desde noviembre de 199 1 hasta práctica- 
mente septiembre de 1992. Es difícil volver a poner en 
marcha esa sociedad. Es una sociedad desprestigiada en el 
mercado, con problemas heredados de la etapa privada, 
con problemas heredados muy graves de cara a clientes, a 
proveedores y a lo que es la actividad de la sociedad, en un 
mercado tan competitivo como es el textil, como ya cono- 
cen sus señorías. Pienso que no es posible que a los tres o 
cuatro meses de poner cn juego ese mandato e intentar de- 
sarrollar la primera parte se obtengan resultados. La en- 
mienda que se aprueba se descompone en dos. Dice: Instar 
al Gobierno para que en el plazo de tres meses se adopten 
las medidas oportunas para la normalización de la activi- 

dad empresarial en la empresa Intelhorce -ésa es un 
aparte, que es la que se hizo- y permita sentar las bases 
para su eficaz funcionamiento. Eso es posterior. Eso son 
milagros: decir que desde el día siguiente de poner en mar- 
cha la actividad la empresa empiece a funcionar eficaz- 
mente y no digo con rentabilidad, pero sí al menos a ga- 
narse la vida, no es posible; materialmente no es posible. 
Por tanto, pienso que ahí se pecó -y vuelvo a insistir mu- 
cho en lo de la opinión personal- quizá de impaciencia. 
Se produce el choque de criterios como consecuencia del 
cambio de personas, porque la administración seguía 
siendo gobernada por las mismas opciones y los mismos 
criterios que en la fase anterior. La fase anterior era posi- 
tiva, era buena y motivaba una serie de decisiones y poste- 
riormente, como consecuencia de los cambios, se cambia 
de opinión. 

No sé si he contestado suficientemente a su señoría. 

. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LOWNZO: Simplemente quiero ha- 
cer una puntualización. Usted ha hablado de una cierta li- 
gereza en la decisión. Cuando ha hablado de la venta de la 
empresa a los compradores privados ha hablado de una 
cierta ligereza en la toma de decisión. Sin embargo, usted 
muestra confianza en los compradores, porque usted sigue 
en la empresa. Usted acusa de ligereza y, sin embargo, us- 
ted mismo se compromete en el proyecto y supongo que lo 
hace porque piensa que tiene futuro, que es viable y que 
tiene posibilidades de salir adelante. Me parece un poco de 
contraste. A posteriori sí es fácil decirlo. A posteriori todos 
hemos visto que ha sido un fracaso. Pero a mí me importa 
mucho no el u posteriori sino en ese momento. En ese mo- 
mento yo creo que era difícil pensar que la sociedad no 
fuera a funcionar y usted demuestra con su propia actua- 
ción que tiene confianza en el proyecto, puesto que se 
queda y se queda de gerente y hasta pasado un cierto 
tiempo no se da cuenta de las deficiencias. 

El señor PRESIDENTE: Si quiere puede intervenir, 
señor Alvarez. 

-.- 
~i señor EX CONSEJERO DELEGADO DE IN: -11  

TELHORCE (Alvarez García): Eso que dice S. S .  es ver- 
dad, pero yo quiero matizar la diferencia que hay entre las 
dos posturas. En un caso se entrega un patrimonio impor- 
tantísimo y en el otro caso el error mío por continuar no me 
reporta a mí más que perjuicios, pero no supone ningún 
perjuicio para la sociedad. Esa es la gran diferencia que 
hay entre las dos cosas que veo en ese caso. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Usted está hablando del 
patrimonio, pero el valor de la sociedad en esos momentos 
aparentemente era negativo dadas las ofertas que hacen las 
sociedades. Hay tres ofertas de compra. Hay un valor pa- 
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trimonial de 18.000 millones reconocido por\la Adminis- 
tración, pero el valor de venta es negativo en todos los ca- 
sos, porque una pide que se recapitalice 5.800 millo- 
nes, otra pide que se recapitalice con más de 7.000 millo- 
nes y otra pide que se recapitalice con más de 10.000 mi- 
llones. Por tanto, el valor patrimonial de la empresa es ne- 
gativo, ¿no? Si no da la impresión de que ahí había un va- 
lor que hay que recapitalizar. Yo creo que no se debe sa- 
cralizar, porque el valor de venta de una empresa tiene que 
ver con el valor patrimonial, pero el valor patrimonial no 
es el más significativo a la hora de vender una empresa, 
porque si no no exigiría un comprador una recapitalización 
de 5.800 millones o de 10.000 millones otro de los com- 
pradores. 

El señor EX CONSEJERO DELEGADO DE IN- 
TELHORCE (Alvarez García): Efectivamente, el valor 
patrimonial de la sociedad era ése, dieciocho mil y pico 
millones, que luego al ampliar en 5.800 más se puso en 
veintitrés mil y pico millones. 

Una cosa es el valor de mercado en un momento deter- 
minado y otra cosa es el valor patr'imonial de las socieda- 
des y el valor patrimonial de la sociedad está claro. Otra 
cosa es que tenemos una joya -y que conste que no es 
una joya- que en el mercado no se cotiza; también puede 
ocurrir eso. Que el patrimonio era ése está clarísimo, en- 
tre los terrenos, las instalaciones, la maquinaria y todo lo 
que tenía, pero había un hándicup, no cabe duda. No todo 
era bonito. Si no hubiera habido, como usted muy bien 
dice.. . (El señor Sáenz Lorenzo: Muchos comprado- 
res.) Exactamente. 

Es verdad que en las opciones anteriores nadie prestó 
mucha atención, pero no porque el patrimonio no mere- 
ciera la pena, sino más que nada porque era un toro de 
muchas arrobas para afrentarse a él, no cabe duda. El te- 
ner en aquellos momentos casi 1.600 personas, los ante- 
cedentes de conflictividad de la sociedad, su trayectoria 
-quizá a veces magnificada, porque las cosas se magni- 
ficaron mucho, que es lo que ocurre siempre-, dieron 
lugar a un prestigio deteriorado. El mayor temor que ha- 
bía por parte de los posibles compradores era ése: enfren- 
tarse con algo que eran conscientes que no funcionaba, 
con una sociedad que no era viable con esa plantilla, y yo 
fui el primero en decirlo. Creo que incluso hay informes 
míos en el sentido de que en aquellos momentos la di- 
mensión idónea -lo que pasa es que nos estábamos acer- 
cando a ello, era lógico- de la empresa era de unas 
1.100 personas, por lo tanto había 500 -eran muchas- 
que sobraban. Pero se dieron recursos. Por eso la Admi- 
nistración da recursos. No los da por regalar. Los da por- 
que la Administración es consciente de que aunque en- 
trega un patrimonio ese patrimonio puede consolidarse, 
puede perderse del todo o hay que saldarlo dependiendo 
de la gestión que se haga. Eso es indudable. Un patrimo- 
nio puede ser muy sólido y como consecuencia de la ges- 
tión se puede perder todo y más que se ponga. Si no ha- 
bía ideas claras para sacar eso adelante era un compro- 
miso. Es decir, la plantilla condicionaba mucho la en- 
trada en la sociedad. Eso es cierto. 

El señor PRESIDENTE: ¿Alguna cuestión más? 
Tiene la palabra el señor Guerra Zunzunegui. 

El señor GUERRA ZUNZUNEGUI: Unicamente 
quiero intervenir al hilo de las contestaciones. Me parece 
haber entendido claramente que en su experiencia empre- 
sarial, ya larga, hay empresas que pierden dinero, pero, 
sin embargo, tienen unos activos importantes y en un mo- 
mento dado de venta se especifican los activos y entonces 
se venden no solamente teniendo en cuenta el PER sino 
realmente los activos. Por ejemplo, hoy mismo viene en la 
prensa que Aerolíneas Argentinas está perdiendo bastante 
dinero y, sin embargo, hay una valoración de alrededor de 
40.000 millones de pesetas. Quisiera que, por su expe- 
riencia empresarial, me indicara cuál es su criterio al res- 
pecto. 

El señor EX CONSEJERO DELEGADO DE IN- 
TELHORCE (Alvarez García): Perdón, señoría, ¿mi cri- 
terio respecto a qué? 

El señor GUERRA ZUNZUNEGUI: Si hay socieda- 
des que, aun perdiendo dinero pero teniendo activos im- 
portantes, no se venden por el PER sino teniendo en cuenta 
los activos de la empresa. 

El señor EX CONSEJERO DELEGADO DE IN- 
TELHORCE (Alvarez García): Por supuesto. Eso es 
cierto. Pero vuelvo a decir que el caso de Intelhorce es muy 
peculiar por eso que decía, hay unos activos. 

Imaginemos que en ese momento no existe el problema 
de la plantilla y la plantilla accede muy bien a que se li- 
quide la sociedad y se van a su casa con las indemnizacio- 
nes. Indudablemente en ese momento se hubiera sacado 
dinero para pagar las indemnizaciones y hubiera sobrado. 
La empresa tenía patrimonio suficiente para liquidar terre- 
nos, maquinaria, instalaciones, etcétera, y quizá no hubiera 
perdido dinero. Se hubieran destinado 6.000, 8.000, 
10.000 millones para liquidar esto, porque además la em- 
presa en ese momento no tenía deudas ni con Seguridad 
Social, ni con Hacienda, ni deudas de otro tipo. Lo que 
condicionaba todo en ese momento, insisto, era el interés 
que había porque la empresa continuara su actividad. Si 
ahora mismo estamos hablando de un problema de 500 
personas, que son las que hay en estos momentos, mucho 
más grave era con 1.600 personas en activo. 

La condición era que esta empresa continuara su acti- 
vidad y la Administración iba a hacer un último esfuerzo, 
que fue lo que hizo, de aportar lo que fuera necesario para 
que continuara, lo único que ocurrió es que, desgraciada- 
mente, se equivocó en la privatización. Pero que la priva- 
tización había que hacerla, que incluso había que comple- 
mentarla con ayudas para poder mantener la actividad y 
poder mantener durante unos años unas pérdidas limita- 
das, todo el mundo era consciente de que había que ha- 
cerlo. 

El Único fallo grave que ha habido es que quizá no se 
acertó en la privatización. (El señor Izquierdo Juárez y 
la señora Sánchez López piden la palabra.) 

\ 

, 
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El señor PRESIDENTE: Medio minuto, señor Iz- 
quierdo, y medio minuto, señora Sánchez, y cerramos esta 
comparecencia, por favor. 

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Simplemente, señor 
Presidente, para aportar a la Comisión una cuestión creo 
que importante. 

Cuando se ha hablado de la confusión del tema Benet- 
ton y el señor Sáenz Lormzo ha querido introducir al com- 
pareciente a que nos explicara la buena o mala fe en la de- 
cisión, me gustaría recordarles a SS. SS. y también al com- 
pareciente, que lo sabe por mi intervención anterior, que 
Patrimonio del Estado conoce en mayo de 1988, un año 
antes de la privatización, el desinterés oficial de Benetton, 
por carta que consta en la documentación que el propio 
Gobierno ha aportado a esta Comisión. Si el Consejo de 
Administración de Intelhorce hubiera conocido que estuvo 
al margen de la privatiz,ación, y que fue utilizado, en mi 
criterio, para tranquilizar a la parte social, no sé qué hu- 
biera sucedido, porque .aquí hay que decir las cosas bien 
claras. El señor Consejero Delegado, don Antonio Alva- 
rez, es una persona de una larguísima trayectoria en Intel- 
horce por el que, dicho de modo coloquial, los trabajadores 
de Intelhorce pueden hasta matar, porque ha sacado ade- 
lante la empresa en muchas ocasiones. 

Yo entiendo que al señor Alvarez -y es mi criterio y, 
por tanto, tómelo como un homenaje que le hago y tam- 
bién como una opinión personal- se le utilizó para tran- 
quilizar a la parte social y que después se pudiera producir 
la privatización, puesto que consta que Patrimonio del Es- 
tado conocía el desinterks de Benetton un año antes. 

Una segunda cuestión. Cuando el señor Alvarez nos ha 
hablado de que ya sabían Intelhorce, el Gobierno y Patri- 
monio del Estado a principios de 1992, puesto que hubo un 
debate de una proposición no de ley presentada por el 
Grupo de Izquierda Unida, que existía la eventualidad, y la 
decisión ya había sido dictada, de que se pudiera devolver 
esa cantidad de 4.400, o los que finalmente se detennina- 
ran y, por tanto, producir un perjuicio financiero a la pro- 
pia Intelhorce, no he visto que se rematara la cuestión. 
¿Usted ha querido decir que ya se sabía? ¿Por qué no se 
hace entonces y sí postcxiormente? Encima la devolución 
de esta cantidad es uno de los argumentos importantes que 
presenta Improasa como motivo de la suspensión de pa- 
gos, y existían evidentemente -yo estoy totalmente de 
acuerdo- otro tipo de recursos para solventar esa deci- 
sión. Todo esto al hilo, señor Presidente, de que efectiva- 
mente ha habido una actitud bien determínada por parte de 
la empresa pública Improasa de determinar y hacer actua- 
ciones destinadas al cieire de la compañía. 

El señor PRESIDENTE: Yo creo que el señor Alvarez 
ha sido machaconamente clarificador, si se me admite la 
expresión coloquial, en lo que hace referencia a Benetton. 
No sólo ha descrito los viajes de ida y vuelta sino los con- 
tenidos de esos viajes :y sus impresiones personales. Por 
tanto, creo que ese tema. debíamos aparcar10 ya y darlo por 
resuelto desde la vertiente informativa que nos ha ofrecido 
el propio señor Alvarez García. 

Además, quisiera dejar constancia, señor Izquierdo, que 
si esta Presidencia hubiera visto en las intervenciones del 
señor Sáenz Lorenzo que podían inducir al señor compare- 
ciente hacia una dirección determinada, le hubiera cortado 
esta intervención. En ningún caso he observado por parte 
del señor Sáenz Lorenzo esa intencionalidad. Todo lo más 
le he visto interesado en conocer con mayor detalle la ex- 
posición que ha hecho el señor compareciente en relación 
al señor Benetton. 

En consecuencia, para resolver la segunda de las cues- 
tiones planteadas, tiene usted la palabra. 

El señor EX CONSEJERO DELEGADO DE IN- 
TELHORCE (Alvarez García): La segunda, que está re- 
lacionada con Improasa en cuanto a la posibilidad de que 
pudiera haber actuado de manera diferente respecto a la 
cantidad reclamada, o la exigencia de la Comunidad Eco- 
nómica Europea de que esa cantidad se le reclamara a la 
sociedad para ser devuelta al Estado. Pienso que se podían 
haber hecho muchas cosas, pero por encima de todo para 
mí lo que vale es el texto de la enmienda aprobada, que 
está clm’simo, no admite lugar a dudas a nadie, y menos a 
las personas que han intervenido en el debate. Creo que 
está muy claro qué es lo que guiaba a hacer eso. 

Lo que se haga después tiene que estar todo relacionado 
con eso. Lo que no entiendo es que pueda haber un cambio 
de postura. Que luego la empresa, para poder cumplir el 
proceso de privatización, que indudablemente tenía que ir 
encaminada hacia él, hubiera tenido que pasar por la fase 
de la suspensión, no me cabe la menor duda. No hay duda 
alguna de que había que romper todo vínculo con la situa- 
ción anterior, porque si ya es difícil que participe alguien 
en una nueva privatización, mucho más grave es que haya 
el riesgo de relacionar a este nuevo privado con la situa- 
ción anterior, y más con un procedimiento judicial en mar- 
cha y con todo lo que ya sabemos. 

Por tanto, el procedimiento yo no lo discuto. Es más, 
yo creo que era totalmente necesario. Pero indudable- 
mente una sociedad también puede hacer todo eso es- 
tando en marcha y buscando recursos jurídicos por si lle- 
gado el momento aparece eso, pero nunca condenar a la 
inactividad durante un año completo a una sociedad, con 
la trascendencia que eso tiene de cara al funcionamiento 
de la maquinaria, a las tensiones que ha habido y al 
clima de crispación. Las personas que somos de Málaga 
lo vemos constantemente. Además, desgraciadamente, 
después de todo lo que se ha hecho, en estos momentos 
no se ha resuelto el problema. El problema sigue latente 
para 500 personas. Esto lo sabemos. No estoy descu- 
briendo nada nuevo. Esto tómemelo como una crítica 
constructiva. No es una crítica negativa, ni mucho me- 
nos. 

El señor PRESIDENTE: La señora Sánchez tiene la 
palabra por medio minuto. 

La señora SANCHEZ LOPEZ: Señor Alvarez, le 
agradezco también, como representante de los trabajadores 
y de los ciudadanos malagueños, su interés por esta em- - 
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presa, que nos consta, y les consta especialmente a los tra- 
bajadores. 

De sus palabras he creído entender que usted está con- 
vencido de la viabilidad de esta empresa prácticamente en 
todo momento, en 1989,1990,1992, y hay datos de la his- 
toria de esta empresa (que, como usted sabe mejor que na- 
die, tiene 38 años) que a mí me ponen en cuestión ese op- 
timismo de su voluntad con respecto a Intelhorce. Hay un 
dato fundsmental, y es que esta empresa en 38 años de his- 
toria ha tenido beneficios solamente un año, a pesar de las 
permanentes y constantes inyecciones de dinero público 
que ha tenido a lo largo de su historia. No sé si es exacta- 
mente una pregunta, pero me gustaría que me dijera cómo 
se compadece su optimismo con respecto a la viabilidad de 
la empresa con la realidad de la misma. Eso por una parte. 

Por otra parte, en lo que respecta al Grupo Benetton 
-espero que el señor Presidente no considere que repito 
argumentaciones o preguntas-, justed cree que más 
allá de que no existiera una relación mercantil o jurídica 
entre el Grupo Benetton y las empresas Benorbe y Ben- 
service, incluso más allá de que el Grupo Benetton no 
hubiese hecho, como efectivamente no hizo, ninguna 
oferta formal de compra de la empresa, podría haber 
existido, más allá de todo esto, una especie de acuerdo 
para la comercialización de los productos de Intelhorce, 
que, al parecer, todo el mundo dice que era el verdadero 
problema de esta empresa, la comercialización de sus 
productos, ya que la producción no tenía ningún pro- 
blema? A lo mejor, esto es lo que tenía en su pensa- 
miento todo el mundo que tenía algo que ver con esta 
empresa, desde los responsables políticos a los responsa- 
bles técnicos hasta los trabajadores, por lo cual avalaron 
o apoyaron que se vendiera esta empresa a Benorbe y 
Benservice, porque aunque no existiese esta relación 
mercantil o jurídica, todo el mundo pensaba que existía 
la posibilidad de que a través del Grupo Benetton se co- 
mercializaran los productos y, por tanto, se solucionara 
el fundamental problema de esta empesa a lo largo de 
los años. 

El señor PRESIDENTE: El señor Sáenz Lorenzo tiene 
la palabra. _- 

El señor SAENZ LORENZO: Voy a ser muy breve, 
señor Presidente. Se esgrime una carta de un año anterior 
del interés de una empresa por comprar otra, y esas cosas 
cambian con el tiempo, y una empresa que hoy puede no 
estar interesada, al año siguiente puede estarlo. Por tanto, 
que en el año 1988 no estuviera interesada, no quiere decir 
que en el año 1989 no pudiera estar interesada de una 
forma directa o indirecta. Solamente quería decir esto. 

El señor PRESIDENTE: El señor Alvarez tiene la pa- 
jl labra. 

El señor EXCONSEJERO DELEGADO DE IN- 
TELHORCE (Alvarez García): Ha estado muy bien esa 
matización de S. S. en lo que se refiere a lo que es la viabi- 
lidad y ese empecinamierito que parece que yo tengo de in- 

tentar que la empresa sea viable. No, lo de viabilidad o no 
viabilidad depende de muchas circunstancias, y empresas 
que en un momento determinado tienen un cuadro de mer- 
cado que favorece esa viabilidad, en otros casos puede ser 
todo lo contrario, y más en un sector como el textil, que 
está muy condicioílado, desde 1986 para acá, con las im- 
portaciones masivac se han ido haciendo -ahora pa- 
rece que se han modmdo un poco- y con haber tenido 
una peseta fuerte, que ha perjudicado mucho. Indudable- 
mente, esto es así y no es descubrir nada. El sector textil lo 
ha pasado muy mal, lo sigue pasando mal, siguen que- 
dando auténticos profesionales que siguen batiéndose el 
cobre y haciendo inversiones todavía, sobre todo en Cata- 
luña y Levante, y todos quisiéramos por eso que Andalucía 
no perdiera lo poco que tiene. Por tanto, mi empecina- 
miento-viene por lo siguiente. Soy consciente de que la so- 
ciedad tiene que ir acomodando, desgraciadamente por 
una serie de circunstancias, su capacidad, su dimensión, en 
unos casos porque el mercado lo pide, pero en otros por 
una serie de circunstancias que lo han condicionado nega- 
tivamente y lo han puesto en esa tesitura. No es posible 
pensar ahora en huidas hacia adelante, porque sería un dis- 
parate. Indudablemente, la Administración ha hecho un es- 
fuerzo, a lo largo de muchos años, para mantener allí la ac- 
tividad y conseguir saEz& la zmpresa, cosa que consiguió; 
y vuelvo a insistir que en el año 1989 estábamos en una si- 
tuación óptima, bueno, Óptima quizá sea mucho, una situa- 
ción muy buena, muy favorable para hacer eso, libre db 
deudas, y tenía el «handicap» de un exceso de plantilla, 
nada más, era lo único que tenía, sólo que ese «handicap» 
hay quien lo valora mucho, y lo valora más a lo mejor que 
100.000 millones de pesetas, por decir una cifra. En lo que 
sí  quiero insistir y dejar muy claro es en que no hay empe- 
cinamiento. Pero si lo hubiera, ¡bendito empecinamiento!, 
aunque estuviera equivocpdo. 

Yo sigo pensando que hay, que dimensionar esa socie- 
dad. Hay que dotarla de una sedb de -XUIOS. Lamentable- 
mente hay que complementar con una serie de inversiones 
lo que tiene de positivo, que todavía tiene instalaciones 
muy positivas, tiene espacio suficiente para ampliar, si 
luego las cosas fueran bien, con otra serie de actividades 
textiles también, como estampación o confección U IC que 
se quiera. Es decir, que no es una causa perdida. Lo que yo 
podía ver con más optimismo hace cinco o cuatro años, lo 
veo con menos ahora, pero redimensionandQ 1; sociedad 
no es una causa perdida. Hay que tomarlo así nada más, 
con esa cautela. 

Yo estoy en el final de mi etapa profesional. Por tanto, 
yo no persigo ningún interés. Yo llevo tiempo trabajando, 
afortunadamente -soy otra persona afortunada-, en una 
empresa privada, siempre he trabajado en la empresa pri- 
vada y la única experiencia pública que he tenido ha sido 
Intelhorce y, dentro de lo malo, ha sido gratificante, he 
aprendido muchísimo, eso está claro. Sí quiero puntualizar 
una cosa que va relacionada con el segundo punto. Estas 
consideraciones sobre Benetton son verdad. Yo creo, y he 
abundado antes mucho en esto -y era una opinión perso- 
nal, pero vuelvo a repetir que no veo indicios todavía para 
modificar esa opinión-, que quizá Benetton jugó con dos 
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barajas. Lo decía yo antes. Efectivamente, en un momento 
determinado esperaba a ver qué iba a ocurrir, y ese poten- 
cial de comercialización que indudablemente tiene Benet- 
ton, hubiera sido un apoyo, un soporte fundamental para la 
sociedad. Como muy bien decía S. S., el problema de In- 
telhorce nunca ha sido industrial, ha sido comercial, de po- 
lítica de producto y comercial, está clarísimo. Por tanto, 
ése era el soporte básico que iba a tener la sociedad futura, 
pero soporte que no exi,stió nunca, porque si dijéramos: es 
que hemos empezado a trabajar y luego, porque la calidad 
del producto no era buena, porque los costes no eran com- 
petitivos, desistió de esa opción. Jamás tuvo esa opción, ja- 
más se le vendió un metro de tela a Benetton, al menos es- 
tando yo allí. 

Quiero terminar, seiior Presidente, si me permite, di- 
ciendo algo que no he dicho antes, pero de lo que quiero de- 
jar constancia, porque es la realidad también y se relaciona 
con este punto. El Consejo de Administración nunca pudo 
apoyar esto porque desconocía todo, y al Consejo de Admi- 
nistración jamás se le pidió opinión ni se le entregaron do- 
cumentos ni informes no en este caso, en ninguno, de los 
posibles aspirantes a dueños de la sociedad. Hubiera emi- 
tido sus informes y, a lo mejor, se hubiera equivocado, 
como todo el mundo, o hubiera desaconsejado o aconse- 
jado la compraventa, no lo sé, porque habría que ceñirse al 
caso en el que hubiera renido esos documentos. Lo que sí 
quiero dejar muy claro es que el Consejo de Administra- 
ción no se pronunció. Yo sí puedo emitir opiniones perso- 
nales después de mi visita a Treviso y lo hice, convencido 
totalmente de lo que había visto. Fui un engañado más en 
ese momento, y en el pecado llevé la penitencia después de 
tener que denunciar, entre comillas, de manifestar que yo 
no estaba de acuerdo con la línea que se estaba siguiendo, y 
ésa fue mi penitencia precisamente por el pecado cometido. 

Por otra parte, las centrales sindicales nunca vieron con 
buenos ojos la privatización de Intelhorce. Esto está claro, 
nunca dieron un salvoconducto a esa privatización. Siem- 
pre lo cuestionaron. A lo mejor, por otras razones, porque 
tampoco tenían argumentos para pensar si había engaño o 
no en eso; porque les gustaba, se sentían más seguros. Esto 
es así de claro. Las centrales sindicales, no dieron la ben- 
dición a ese proceso de privatización tampoco. Y de esto sí 
que me gustm'a dejar constancia. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Alva- 
rez, por su comparecencia, por la informacidn que ha faci- 
litado y por su cordialidad respecto a los comisionados. 
(Pausa. ) 

Se reanuda la sesión. 

- DEL SEÑOR DIIRECTOR GENERAL DE LOS 
SERVICIOS JURIDICOS DEL ESTADO DEL 

CIO). (Número de expediente 212/001795.) 
MINISTERIO DES JUSTICIA (JIMENEZ APARI- 

El señor PRESIDENTE: Señorías, vamos a proseguir 
con el orden del día previsto, que contempla ahora la com- 
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parecencia de don Emilio Jiménez Aparicio, Director Ge- 
neral de los Servicios Jurídicos del Estado del Ministerio 
de Justicia e Interior, a quien doy la bienvenida en nombre 
de todos los miembros de esta Comisión de Investigación, 
y a quien cedo la palabra si cree pertinente informar a los 
comisionados respecto del objeto por el cual ha sido ci- 
tado, o bien pasamos directamente a las preguntas que ten- 
gan a bien formularle los señores Diputados, como usted 
prefiera. 

El señor DIRECTOR GENERAL DE LOS SERVI- 

RIO DE JUSTICIA (Jiménez Aparicio): Muchas gracias, 
señor Presidente. 

Estoy a su disposición, y quizá por la hora fuera más 
oportuno contestar a las preguntas que me quieran formu- 
lar los señores Diputados. 

CIOS JURIDICOS DEL ESTADO DEL MINISTE- 

El señor PRESIDENTE: Opino lo mismo. Vamos pues 

Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra el 
a las preguntas. 

señor Izquierdo. 

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Muchas gracias, se- 
ñor Jiménez Aparicio. 

Cuanao se debatió en la Comisión Intelhorce -lo digo 
para que usted esté al tanto de los antecedentes de su com- 
parecencia- la conveniencia de unas u otras comparecen- 
cias, el Grupo Socialista propone su comparecencia ante la 
misma. Nosotros habíamos estudiado previamente, más o 
menos, el expediente Intelhorce y no encontrábamos su 
participación en él, puesto que usted actualmente es Direc- 
tor General de los Servicios Jurídicos del Estado del Mi- 
nisterio de Justicia e Interior. 

Al final hemos encontrado su participación en la cues- 
tión, que radica en torno a la denuncia que Patrimonio del 
Estado presenta ante el fiscal en julio del año 1994. Sobre 
la base de uno o dos informes de los Servicios Jm'dicos del 
Estado de mayo de 1993 (probablemente a estas alturas de . 
la mañana no diga las fechas con exactitud, le ruego que 
me riña en su réplica, pero en cualquier caso, agradecemos 
su información), en el informe que usted hace se determi- 
nan fundamentalmente, ~grosso modo», presuntas irregu- 
laridades en la gestión privada de Intelhorce después de su 
privatización, desde el año 1989 hasta el año 1992. 

En su informe, desde el punto de vista del Derecho Pe- 
nal, se califican determinadas comisiones de delitos. En- 
tiendo yo que su informe es sustantivo y previo para la 
formulación de la denuncia que presenta Patrimonio del 
Estado, que pide ayuda a los servicios jurídicos del Mi- 
nisterio de Justicia para ordenar ,toda la información pre- 
via que tenía, y quizás como última pieza o eslabón. Digo 
todo esto desde el conocimiento del procedimiento; cual- 
quier información a este respecto será bien recibida. 

Hace en su informe una serie de calificaciones de posi- 
bles delitos contra la Hacienda Pública, en su apartado 1 .O; 

acciones por un posible delito de estafa, en su apartado 2."; 
en un apartado 3.", acciones penales por un presunto delito 
de apropiación indebida; en un apartado 4.", acciones por 
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posibles delitos de falsedad en documento privado; en un 
apartado 5.", acciones por un presunto delito de quiebra 
fraudulenta o culpable; en un apartado 6.", acciones por un 
presunto delito de alzamiento de bienes; en un apartado 
7.", por el carácter continuado de los delitos analizados; en 
un apartado 8.", se habla de personas responsables en la 
posible comisión de todos estos delitos; en un apartado 9.", 
se determinan las actuaciones a realizar; y, en el apartado 
lo.", la posición procesal del Estado. 

Entiendo que este informe, lógicamente, es previo a la 
formulación de la posterior denuncia ante el Fiscal Gene- 
ral del Estado e intenta establecer todas las investigaciones 
que se habían llevado a cabo. 

Consideramos que las responsabilidades penales de las 
personas implicadas en este caso, formen parte o no de la 
Administración, las han de determinar los tribunales. No- 
sotros vemos su informe como necesario dada la denuncia 
que presenta la Dirección General de Patrimonio ante la 
Fiscalía General del Estado. Por tanto, no le vamos a pedir 
opinión. Sería por nuestra parte, dado que la Comisión es 
pública, una interferencia en el proceso judicial en curso. 
Sería una interferencia, a nuestro juicio clara, que aquí nos 
pusiéramos a debatir sobre el fondo de su informe -es de- 
cir, que se han podido cometer presuntos, delitos-, puesto 
que eso está ya en la instrucción. Además, usted, como fir- 
mante de dicho informe, tiene que guardar, entiendo las 
oportunas cautelas -luego cada cual que actúe en conse- 
cuencia-, puesto que hay un proceso judicial y se está 
instruyendo una causa en la que se habla de esta posible 
comisión de delitos. 

Señor Jiménez Aparicio, todos los comisionados esta- 
mos defendiendo desde el primer momento, que no esta- 
mos aquí para intentar averiguar responsabilidades pena- 
les, que no es nuestra misión; nosotros estamos aquí para 
intentar averiguar responsabilidades políticas, si las hu- 
biera. 

¿Por qué he dicho esto previamente? Lo digo porque no 
me gustaría deslizarme en una interpretación no adecuada 
ni tampoco deslizarle a usted en su contestación a interpre- 
taciones no adecuadas. 

Nos ha llamado profundamente la atención que en su 
informe se dedique un apartado importante a la responsa- 
bilidad del Banco Exterior de España. Cuando digo la pa- 
labra responsabilidad, insisto una vez más, me refiero a 
responsabilidad política. El Banco Exterior de España es 
un banco público, gestionado desde la Administración que 
participar activamente en el proceso de privatización. No 
en vano es garante de los compradores ante Patrimonio del 
Estado, porque les presta un aval de 2.000 millones de pe- 
setas. No en vano tenía el Banco Exterior estipulada en es- 
critura la obligación de velar (está en la formalización de la 
escritura y usted lo dice así en su informe y lo dicen los 
servicios jurídicos del Estado) por la disposición de fondos 
públicos que se habían realizado previamente a la venta de 
Intelhorce en forma de ampliación de capital. Hay una se- 
rie de estipulaciones sobre las que hemos debatido mucho 
en esta Comisión, pero sí parece claro, por las investiga- 
ciones que a usted le aportan los servicios jurídicos del Es- 
tado y otro tipo de investigaciones, que pocos días.después 

de ocurrida la venta y del estudio de las cuentas de Intel- 
horce en el Banco Exterior de España, como se ha podido 
comprobar, se había manejado la totalidad de los fondos 
públicos o prácticamente su totalidad sin que el Banco Ex- 
terior hiciera valer esa cautela de tener previamente las 
autorizaciones para el movimiento de esos fondos. Es más, 
posteriormente sobre otras cuentas de Intelhorce y no so- 
bre la cuenta original es sobre la que se van librando fon- 
dos y de todo esto, según Patrimonio del Estado cuenta 
después, se tiene conocimiento «a posteriori». 

Aquí nos llama la atención que usted llegue a calificar 
de responsabilidades derivadas incluso bajo el paraguas 
del Código Penal. Ahí dejo mi comentario puesto que no 
quiero imputar ningún tipo de responsabilidades a nadie. 
Por lo demás, es importante porque aquí están llamadas a 
comparecer personas del Banco Exterior, que lógicamente 
conocerán este informe en el que se les imputan presumi- 
bles responsabilidades individuales o personales. Es im- 
portante que nos amplíe usted esta cuestión. 

Señor Presidente, eso es todo cuanto tenía que plantear 
inicialmente. 

El señor PRESIDENTE: Señor director general, 
cuando quiera. 

El señor DIRECTOR GENERAL DE LOS SERVI- 

RIO DE JUSTICIA (Jiménez Aparicio): Muchas gracias, 
señor Izquierdo. 

Sí debo aclararle que no vengo a reñir a nadie, por su- 
puesto; está clarísimo. 

En segundo lugar, sí quería hacer una pequeña matiza- 
ción. Habla usted de servicios jurídicos del Estado y Servi- 
cio Jurídico del Ministerio de Justicia e Interior. Todos son 
servicios jurídicos del Estado, todos. Entonces, brevísima- 
mente le puedo decir que la abogacía del Estado está dis- 
tribuida en todo el territorio nacional. Hay servicios jurídi- 
cos periféricos en todo el territorio nacional, también hay 
servicios jurídicos del Estado ante determinados Órganos 
jurisdiccionales (desde el Tribunal de Estrasburgo hasta el 
Tribunal de Luxemburgo y en España, Tribunal Constitu- 
cional, Tribunal de Cuentas, Tribunal Supremo, Audiencia 
Nacional, etcétera) y en los departamentos ministeriales 
hay abogacías del Estado que ahora se llaman servicios ju- 
rídicos del Estado en el ministerio equis, en este caso, Mi- 
nisterio de Econom'a y Hacienda. El que hoy comparece 
ante ustedes y el que firma el informe no es Jefe del Servi- 
cio Jurídico del Estado del Ministerio de Justicia, sino el 
Director General, que entonces se llamaba de lo Conten- 
cioso y que hoy se llama Servicio Jurídico del Estado. Es 
decir, todos son servicios jurídicos del Estado, y en la cús- 
pide de esa organización profesional interna de la Admi- 
nistración está el Director General del Servicio Jurídico 
del Estado. 

Hago esta pequeña aclaración por si le sirve de algo a 
efectos de lo que usted me ha preguntado y de lo que ahora 
le diré. La abogacía del Estado usted ya sabe que tiene dos 
funciones, una función consultiva y una función conten- 
ciosa; es decir una función prejudicial o extrajudicial y una 

CIOS JURIDICOS DEL ESTADO DEL MINISTE- 
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función estrictamente judicial. El informe del que usted ha 
hablado, cuya copia me parece que posee y yo tengo una 
fotocopia aquí también, es un informe en una fase no judi- 
cial, en una fase preantejudicial y no es un informe obli- 
gado. Nos lo pide el Miinisterio de Econom’a y Hacienda 
como a la dirección general le piden informe todos los de- 
partamentos ministeriales, y el Ministerio de Econom’a y 
Hacienda pide informe CL la dirección general, después de 
haber pedido informe a la abogacía del Estado que tiene 
más cerca, que es la que está en ese Ministerio de Econo- 
mía y Hacienda. El Servicio Jurídico del Ministerio de 
Econom’a y Hacienda, el Servicio Jurídico del Estado del 
Ministerio de Econom’a y Hacienda o como quiera usted 
llamarle ha emitido una serie de informes previos y el Mi- 
nisterio de Econom’a y Hacienda, junto con todo el expe- 
diente, lo remite a la dirección general para que ésta opine 
sobre si procede o no el ejercicio de acciones penales como 
consecuencia de los hechos correspondientes. 

Efectivamente, yo tengo conocimiento del asunto Intel- 
horce mucho después de que la situación de Intelhorce se 
haya producido. Yo soy director general desde octubre de 
l992; aunque soy abogado del Estado de profesión, he es- 
tado destinado en otros departamentos y, por tanto, no 
tengo conocimiento personal del asunto Intelhorce más 
que el que pueda traslucirse del informe que ustedes po- 
seen. 

En ese informe, por una parte, se hace una ratificación 
general de los informes previos que el Servicio Jurídico 
del Estado en el Ministerio de Econom’a y Hacienda había 
hecho. Podía no haberse hecho así; es decir, una de las fun- 
ciones o de las facultades del director general, como es 1ó- 
gico, ya que es el superior jerárquico de todos los aboga- 
dos del Estado, es haber rectificado, matizado o dicho algo 
diferente de lo que se hubiera podido decir con anteriori- 
dad. No es así. En la dirección general se estudian los in- 
formes previos, que no es un trabajo personal, sino de 
equipo, y se llega a la conclusión - q u e  cuando firmo el 
documento suscribo íntegramente desde la primera a la ú1- 
tima letra- de que efectivamente los informes que previa- 
mente se habían emitida desde el punto de vista jurídico, 
son unos informes que, a la vista de lo que el expediente 
trasluce, son adecuados y sobre eso se pronuncia la direc- 
ción general. 

La dirección general se pronuncia desde un punto de 
vista consultivo, es decir, no es un escrito judicial y leyén- 
dolo detenidamente se da uno cuenta de que se pronuncia 
con suma cautela. ¿Por qué? Porque hay una serie de datos 
que en el momento que se hace el informe -junio de 
1994-, a quien hace el informe, que es la dirección gene- 
ral, no ie consta suficientemente. Eso puede explicarle 
también que se proponga al Ministerio de Econom’a y Ha- 
cienda que, a la vista de los datos que salgan en el expe- 
diente, se remita, no directamente al juzgado de guardia, 
sino al Ministerio Fiscal. ¿Por qué? Porque el Ministerio 
Fiscal sí tiene facultades de investigación y sí puede llevar 
a cabo una labor de investigación sobre ciertos hechos que 
a nosotros no nos constaban suficientemente acreditados. 
Por ejemplo, en el aspecto relativo a los presuntos -posi- 
bles o hipotéticos- delitos de quiebra o concurso fraudu- 

lento, es manifiesto que hay que esperar a que concluya el 
proceso civil que se está tramitando, y estar a las resultas 
de ese proceso civil. 

Respecto a otros aspectos se matiza adecuadamente. En 
algunos casos podemos hacer referencia a los párrafos del 
informe. Por ejemplo, en la página 4, se dice que no apare- 
cen suficientes indicios sólidos como para ejercitar una ac- 
ción penal por presunto delito de estafa. He de señalar qc= 
esto se dice en junio 1994. 

Respecto al Banco Exterior de España, se hace exacta- 
mente la misma operación. Se realiza una operación de ca- 
lificación jurídica a la vista de los hechos que la dirección 
general tiene en el expediente. La calificación jurídica es 
exactamente la que figura en el texto. No sé si merece la 
pena, señor Presidente, que lea el informe, puesto que está 
en poder de la Comisión y en cualquier momento pueden 
leer SS. S S .  literalmente lo que se dice. 

En junio de 1994 nosotros creíamos exactamente -y 
así lo suscribí yo- lo que se dice ahí. Había que investigar 
quien podía (inicialmente el Ministerio Fiscal, eventual- 
mente, la autoridad judicial), una conducta del Banco Ex- 
terior de España, la que fuere. A partir de ese momento la 
dirección general remite el informe a la Administración, 
que es la que tiene que hacer o no hacer, y fue la Adminis- 
tración la que, por una parte, atendió -podía no haber 
atendido- las opiniones de la dirección general en esta 
fase consultiva, que, como es lógico no son vinculantes. 
Nunca son vinculantes los informes de los asesores jurídi- 
cos, ni siquiera los del Consejo de Estado, pues aunque en 
su Ley Orgánica hay una cláusula expresa que dice: oído el 
Consejo de Estado, la Administración puede no actuar de 
acuerdo con lo que dice el Consejo de Estado. Aquí ni si- 
quiera existe esa cláusula, y la Administración podía haber 
hecho otra cosa. Entiendo que lo que hizo la Administra- 
ción fue remitir el expediente, supongo que incluyendo 
nuestro informe, al Ministerio Fiscal y el Ministerio Fiscal 
lo que hizo fue trasladarlo a la fiscalía competente, que fue 
la Fiscalía de Málaga. Lo que ocurrió fue que con anterio- 
ridad a que esta denuncia ante la Fiscalía iniciara un pro- 
cedimiento judicial; el procedimiento judicial se había ini- 
ciado por otro lado. 

A partir de este momento -si se me permite la expre- 
sión- el dueño del procedimiento es ya la autoridad judi- 
cial y, por tanto, es la autoridad judicial la que determina, 
por un lado, la verosimilitud de lo que se le pone delante y, 
por otro, la necesidad de hacer indagaciones, investigacio- 
nes, obtener elementos probatorios que puedan llegar a 
una u otra conclusión; es decir, lo que en términos de in- 
forme es un esbozo de posibles conductas delictivas, se 
concretará o no en el proceso. Como he dicho anterior- 
mente, desde junio de 1994 hasta la fecha, ha habido una 
serie de conductas. El proceso se inicia en noviembre de 
1994, 12 abogacía del Estado comparece como tal, pasa- 
mos a la otra fase que he comentado de la abogacía del Es- 
tado, ya es una conducta estrictamente procesal, se ofrecen 
acciones al Estado y el abogado del Estado acepta las ac- 
ciones tres meses después, en febrero de 1995, y desde en- 
tonces el Estado, a través del abogado del Estado, está per- 
sonado como perjudicado en el proceso. 
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¿Cómo está el proceso en este momento? Está en fase 
de diligencias previas, se está instruyendo y, como usted 
ha dicho muy bien, cabalmente no se puede decir gran cosa 
en cuanto a que la autoridad judicial es la dueña -si se me 
permite de nuevo la expresión- del procedimiento que 
está llevando a cabo. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Socialista, tiene la palabra el señor Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Gracias, señor Jiménez 
Aparicio, por su presencia entre nosotros y por haber espe- 
rado pacientemente a que le llegara su turno. 

Desde luego, nos parece que la solvencia, la capacidad 
y la independencia de los servicios jurídicos del Estado es- 
tán por encima de toda duda, pero, dadas las informacio- 
nes, los datos que son objeto de investigación por esta Co- 
misión y algunas de las intervenciones que aquí se han 
visto, quería preguntarle, aunque, repito, pienso que la in- 
dependencia de los servicios jurídicos del Estado es clara 
si la actuación que ustedes tienen, si ese informe que emite 
la dirección general y la actuación de los servicios a todos 
los niveles se hace con una total libertad de actuación pro- 
fesional. Aunque la pregunta es ociosa, creo que hay que 
hacerla puesto que en algunos momentos se ha insinuado 
que la actuación de la Administración no ha sido todo lo 
correcta que debería haber sido. Entonces, parece impor- 
tante señalar que todas las actuaciones profesionales que 
se reflejan en los informes jurídicos se han hecho con total 
independencia y con total profesionalidad y que todo esos 
informes han sido adjuntados en la denuncia presentada 
ante la fiscalía. Además, quiero preguntarle su opinión, en 
la medida que usted lo conozca, sobre si los servicios del 
Estado a todos los niveles, en los ministerios, están pres- 
tando a la justicia la colaboración debida. 

Por mi parte, nada más. 

El señor PRESIDENTE: Señor Jiménez Aparicio, 
aunque el señor Sáenz Lorenzo se ha referido a que se in- 
terrogan sobre la actuación de la Administración, para su 
tranquilidad y para dar fe, si se me permite, del propio 
acontecer de la Comisión, quiero quede claro que en nin- 
gún momento los comisionados se han interrogado sobre 
el proceder de los servicios jurídicos del Estado ni tam- 
poco sobre los servicios de intervención del Estado. Aquí, 
como ha expresado muy bien el portavoz del Grupo Parla- 
mentario Popular, se trata de dilucidar si ha habido respon- 
sables políticos de la Administración en la gestión de todo 
ese proceso. Lógicamente, hay pareceres distintos y 
opuestos sobre ello, como es natural en el Parlamento, 
pero nadie, en ningún caso, ha cuestionado los servicios 
jurídicos, los servicios de intervención del Estado, ni tam- 
poco, por supuesto, lo ha dicho el señor Sáenz Lorenzo. 

Digo esto, simplemente, para evitar una polémica que 
ya estaba flotando en el ambiente. 

Puede usted responder, señor Jiménez Aparicio. 

El señor DIRECTOR GENERAL DE LOS SERVI- 
CIOS JURIDICOS DEL ESTADO DEL MINISTE- 

RIO DE JUSTICIA (Jiménez Aparicio): La abogacía del 
Estado, los servicios jurídicos del Estado, pertenecen a la 
Administración; por tanto, son un Órgano interno de la Ad- 
ministración. En cualquier organización, y la Administra- 
ción es una organización más, todo lo que pertenece a la 
organización no puede decirse que sea independiente de la 
organización a que pertenece. La abogacía del Estado 
tiene, y por eso existe desde hace 114 años, tiene compe- 
tencia profesional, sobre todo en esta fase consultiva, de la 
que estamos hablando, e insisto en que podían no habernos 
preguntado, ya que la consulta no es obligada. 

Cuando uno tiene al lado un bogado del Estado y le pre- 
gunta, es que se fía de lo que le vaya a decir, pero la abo- 
gacía del Estado, si tiene competencia profesional, es pre- 
cisamente porque huye de dos parámetros completamente 
diferentes: no hay posible aventurerismo jurídico en su 
conducta, puesto que a quien se sirve es al Estado y el Es- 
tado no practica aventuras jurídicas, y en modo alguno 
puede decirse que haya una práctica de amanuense jurídico 
en virtud de la cual el abogado del Estado es simplemente 
el justificador a todo trance de una decisión determinada, 
fuere la que fuere. Eso no es así; la Administración activa 
sabe perfectamente que sus Órganos de asesoramiento jurí- 
dico están precisamente para ayudarle a tomar sus decisio- 
nes, pero, primero, la decisión no la toma el abogado del 
Estado, sin@ la Administración; y, segundo, lo que el abo- 
gado del Estado dice es lo que debe decir, lo que no quiere 
decir que sea lo que se quiere oír. 

Cuando tomé posesión en el Consejo de Estado, ya que 
el director general es consejero nato -si me permiten la 
anécdota-, en el discurso, dije que una de las labores de 
la función consultiva, la función que hace el Consejo de 
Estado y una de las funciones que hace el abogado de1,Es- 
tado, es precisamente contestar en derecho lo que se debe, 
lo que no quiere decir que sea lo que se quiere oír. Hay ges- 
tores que creen que el mejor asesor jurídico que tiene es el 
que mejor loa o glosa sus decisiones. No es así; cuando hay 
motivo jurídico para glosar o loar la decisión, se glosa o se 
loa, pero cuando no hay ningún motivo para tal, hay que 
decir la verdad. Por supuesto que como todo ser humano 
uno puede equivocarse, aunque, desde un punto de vista 
profesional, trate de no hacerlo, pero cuando se dice lo que 
en el informe se dice es porque se tienen motivos fundados 
para ello, por supuesto con todas las cautelas que, insisto, 
se citan en el texto. A veces resulta más grato o menos 
grato a los oídos de quien ejerce la administración activa lo 
que uno dice, pero siempre se hace desde el punto de vista 
de la estricta competencia profesional. Por tanto, mal ges- 
tor sería aquel que buscara siempre y exclusivamente la 
opinión favorable a sus decisiones, normalmente tomadas 
de antemano. Se equivocm’an los dos, el que toma la deci- 
sión porque no sabe cuáles son los problemas a los que le 
puede conducir la misma, y desde luego el asesor que lo 
hace desde ese punto de vista, o no sabe todo lo que debe 
saber, y entonces es un incompetente, o por el contrario 
oculta o calla algo de lo que debe saber. En mi modesta 
opinión, ni lo uno ni lo otro se da en la abogacía del Es- 
tado, que para eso se creó hace 114 años y por eso sigue 
funcionando. Además, desde ese punto de vista, sería del 
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todo contraproducente que en un dictamen como éste se 
pudiera llegar a omitir adgún dato que pudiese llegar a per- 
judicar a alguien, por una sencilla razón, porque el expe- 
diente que a nosotros nos llega es un expediente que no va 
a acabar en la Administración, es un expediente que va a ir 
dirigido a un órgano jurisdiccional; e intentar, no sé de qué 
modo, no contar a la autoridad judicial todo lo que esta ú1- 
tima no sólo va a saber sino que va a indagar, y lo va a ha- 
cer independientementle porque los Órganos judiciales sí 
son independientes, sen’a un error verdaderamente mayús- 
culo. Sería un error verdaderamente mayúsculo que, de al- 
gún modo, la Administiración hubiera intentado ocultar la 
cabeza en la tierra como un avestruz y pretender no ver lo 
que puede llegar a tener delante. 

Por supuesto, el que normalmente decide lo que es o no 
delito es un tribunal de justicia; es decir, ningún Órgano de 
la Administración del Estado, ni tampoco la abogacía del 
Estado, que es un Órgano experto en Derecho, define que 
esto es delito o no, es delito cuando un tribunal lo dice. Re- 
sulta manifiesto que nosotros emitimos nuestro informe 
desde el punto de vista die nuestra competencia profesional, 
y parece que la Administración se fía de nosotros cuando 
nos pregunta, aunque podía no haberlo hecho, y no sólo nos 
pregunta sino que, además, hace algo más y es remitir todo 
el expediente, junto con nuestra opinión, lo que nosotros 
decíamos también al Ministerio Fiscal. Podía no habernos 
hecho caso, podía haberlo mandado a la autoridad judicial, 
al juzgado de guardia que por turno de reparto le corres- 
ponda, suscitar problemas competenciales, etcétera. Desde 
nuestro punto de vista, en ésta como en todas las ocasiones, 
se ha actuado, insisto, dentro de esa estricta competencia 
profesional, y probablemente eso es lo que vale. 

Siempre se sabe, más o menos, cómo empiezan todos 
los pleitos -se lo puedo decir porque la abogacía del Es- 
tado lleva 140.000 pleitos distintos al año-, lo que nunca 
se sabe es cómo rii cuándo se acaban. Por tanto, sería un 
error verdaderamente niayúsculo que alguien pensara si- 
quiera predeterminar un resultado judicial, primero porque 
es judicial y por tanto ajeno a la Administración, y se- 
gundo porque, insisto, ese resultado judicial se producirá 
en el futuro, y para mí, en este momento, el futuro es in- 
cierto en el sentido de que no sé cuándo se va a producir. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Socialista, tiene la palabra la señora Sánchez. 

La señora SANCHElZ LOPEZ: Gracias, señor Jimé- 
nez, por su presencia en esta Comisión. 

A lo largo de la Comparecencia del señor Vázquez de 
Parga creo ha quedado un asunto poco claro, si bien usted 
lo acaba de aclarar de manera general con sus últimas pa- 
labras, pero me gustaría que se despejase la duda que ha 
quedado en la citada comparecencia. Me refiero a la parte 
de su informe relativa ali Banco Exterior de España. ’ 

El representante del Grupo Popular ha dejado en el am- 
biente que, por parte de la Dirección General del Patrimo- 
nio, en la denuncia que hace ante la fiscalía, se ha ocultado 
una parte de su informe en la que se hace referencia a la 
posible responsabilidad pena! de algunos representantes 

del Banco Exterior. Me gustaría que usted nos dijese si ese 
ocultamiento se ha producido. 

El señor PRESIDENTE: Señor Director General, la 
palabra. 

El señor DIRECTOR GENERAL DE LOS SERVI- 

RIO DE JUSTICIA (Jiménez Aparicio): Por lo que he 
contestado al señor Sáenz Lorenzo, podrá deducirse que 
mi respuesta es que sería un error mayúsculo que tal cosa 
se hubiera podido producir, por lo que no creo al Director 
General del Patrimonio del Estado, que es quien me pide el 
informe, capaz de llevar a cabo ocultación alguna, no por 
nada, sino porque -insisto- él no es quien iba a decidir 
finalmente. El expediente ha vencido y ha concluido de la 
manera siguiente: uno, dos, tres, cuatro. La Administra- 
ción no puede -y él, en particular, que es un buen y expe- 
rimentado gestor, tampoco; lo sabe perfectamente- llevar 
a cabo ninguna labor de ese estilo. 

Por eso es por lo que yo supongo, y supongo bien, que 
aporta en el expediente que va al Ministerio Fiscal todos 
los informes preexistentes, todos. Pero incluso podía no 
haberlos aportado. Las denuncias no tienen forma prede- 
terminada, las denuncias se pueden producir de muchas 
maneras. Se podía haber limitado a hacer una denuncia en 
un solo folio y, a partir de ese momento, que el Ministerio 
Fiscal hubiera investigado; es decir, no estaba tampoco 
obligado a aportar documentación complementaria. 

Insisto, a partir del momento en que sale del poder de la 
Administración una determinada documentación que da 
soporte a una serie de conductas, si esas conductas tienen 
relevancia penal, el que va a decidir es el juez, y, previa- 
mente, también hay un ministerio fiscal que va a actuar. 
Por lo tanto, en ningún caso el Director General del Patri- 
monio del Estado podría haber llevado a cabo labor alguna 
que durara más allá de lo que la autoridad judicial empe- 
zara a investigar. En ese momento, si algo había quedado 
en el tintero de alguien, evidentemente saldría a relucir, y 
no creo en absoluto que eso se haya producido. 

CIOS JURIDICOS DEL ESTADO DEL MINISTE- 

El señor PRESIDENTE: Señor Izquierdo, tiene la pa- 
labra. 

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Quiero clarificar lo 
que acaba de decir y dejarle a usted, señor Jiménez Apari- 
cio, muy tranquilo, puesto que ha dicho que hemos ha- 
blado de la Administración. Aparte de que haya personas 
que no sepan distinguir entre lo que es la Administración 
activa, el Estado y el Gobierno y, en su caso, los puestos de 
libre designación que los gobiernos cubren en un momento 
determinado, que son cargos políticos como el Director 
General del Patrimonio del Estado, etcétera, con indepen- 
dencia de dónde provengan, porque una persona puede ser 
funcionario y servidor del Estado en un momento determi- 
nado de su vida y, por libre opción, pasar a ser político; con 
independencia de eso, para que quede bien claro, nosotros 
nunca hemos dicho que la Administración ocultara ningún 
tipo de cosas, porque, evidentemente, no podía hacerlo. 
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Sería absurdo y un error, un tremendo error. Lo que hemos 
dicho es que en su informe no cabe alegar desconoci- 
miento ni de la sujeción de la cuenta a unas determinadas 
condiciones ni del tenor literal de éstas, ante lo cual el fla- 
grante incumplimiento del Banco Exterior de España no 
puede tener cobertura alguna e incurre de lleno en el te- 
rreno que debe ser investigado -usted lo ha dicho muy 
bien- para el esclarecimiento final de las operaciones que 
nos ocupan. Esto en la denuncia se convierte en: Resulta 
evidenciado el incumplimiento por parte del Banco Exte- 
rior de España de las obligaciones relativas al control de 
disposición de los fondos procedentes de la ampliación del 
capital previo a la venta, sin que el incumplimiento de di- 
cha obligación civil suponga sin más la existencia de indi- 
cios de responsabilidad penal. Debería indagarse sobre 
este extremo. 

Esta es la cuestión de matiz que nosotros le planteába- 
mos al Director General del Patrimonio del Estado, no para 
decirle que la Administración había puesto en conoci- 
miento de la Justicia todo, puesto que consta que con esta 
denuncia se acompaña también este informe. Podían ha- 
berlo hecho y se hizo, y, en concreto, eso yo se lo achaco a 
la Administración. Lo ha dicho muy bien el Director Ge- 
neral, señor Vázquez de Parga, yo confirmo sus palabras y 
me muestro de acuerdo con ellas. En este proceso la acti- 
tud de los Servicios Jurídicos del Estado ha sido impresio- 
nante, y me consta además por toda la documentación que 
he leído, desde el primer momento hasta el último; desde 
el previo a la venta de Intelhorce, en el que ya se advierte 
y se ponen una serie de observaciones a la venta, durante, 
después y en el momento que estamos. Ha sido absoluta- 
mente claro. Gracias a Dios, afortunadamente, como he- 
mos dicho mi compañero y yo y muchos comisionados a lo 
largo de las comparecencias, los Servicios de la Adminis- 
tración del Estado funcionan y van a funcionar en el futuro 
con esa misma independencia. Gracias a Dios puesto que, 
si esto no hubiera sido así, no sabemos a dónde habríamos 
llegado o a dónde podríamos llegar. Esta 9s la cuestión a la 
que nosotros aludíamos con esa matización. Evidente- 
mente, no hay ningún tipo de ocultación a la Justicia, lo 
que podría constituir hasta un delito, y el planteamiento de 
los Servicios Jurídicos del Estado no solamente ha sido in- 
dependiente y de altísima calificación, sino enormemente 
claro y meridiano. Prueba de ello es su propio informe, el 
texto de la denuncia y toda la colaboración posterior que se 
está prestando. 

El señor PRESIDEN'I'Z:; 3 a  sido, señor Izquierdo, 
simplemente una clarificación de su posición. 

Damos las gracias al señor Jiménez Aparicio, Director 
General de los Servicios Jurídicos del Estado del Ministe- 
rio de Jiisticia e Interior, por su comparecencia y por la in- 
formación que ha facilitado a todos los comisionados. 

Se suspenri? !n sesión hasta las cinco de la tarde, que 
con toda puntualidad, supongo, empezaremos. 

Eran las tres y veinte minutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cinco de la tarde. 

5 DE DICIEMBRE DE 1995.-NÚM. 635 

- DEL SEÑOR PRESIDENTE DE IMPROASA 
(SIERRA SANCHEZ). (Número de expediente 
212/001779.) 

El señor PRESIDENTE: Buenas tardes, señorías, va- 
mos a reanudar la sesión. 

El orden del día de esta Comisión nos señala para estos 
momentos la comparecencia de don Domingo Sierra Sán- 
chez, Presidente de Improasa, a quien damos la bienvenida 
e informamos sobre el procedimiento con el que habitual- 
mente trabajamos. Durante un tiempo prudencial, que us- 
ted mismo puede administrar, el compareciente puede in- 
formar a la Comisión sobre aquellos aspectos que él crea 
pertinentes, siempre de acuerdo con el objeto de la Comi- 
sión y, por tanto, con el objeto de su comparecencia. A par- 
tir de esa intervención, que obviamente no es obligada, 
daré la palabra a las señoras y señores comisionados, para 
que puedan interpelarle en aquellos aspectos que crean 
pertinentes, a los que usted irá respondiendo. Hay una se- 
gunda vuelta -a veces hay dos vueltas y media-, a tenor 
de lo que usted vaya contando e informando. a la Comisión. 

Le reitero nuestra bienvenida y si quiere hacer uso de la 
palabra en primer lugar, puede hacerlo. 

El señor PRESIDENTE DE IMPROASA (Sierra Sán- 
chez): Solamente quiero decir que estoy a disposición de 
SS. SS. para contestar a sus preguntas. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos, pues, a las pregun- 

En primer lugar, tiene la palabra el señor Izquierdo, Di- 
tas. 

putado del Grupo Parlamentario Popular. 

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Señor Sierra, usted 
es en estos momentos el presidente de Improasa y, como 
tal, el presidente de Intelhorce. Probablemente me contes- 
tará a esta primera afirmación diciendo que Intelhorce está 
ell fase de liquidación y que ha dejado de existir. En cual- 
quier caso, es usted la persona designada por el Gobierno 
para presidir la empresa píiblica Improasa y actualmente 
para presidir Tntelhorce o, hasta la fecha de su liquidación, 
ha sido presidente del Consejo de Administración de Intel- 
horce, de GTE. 

Usted se somete a las preguntas de los comisionados, 
pero, de acuerdo con la altísima responsabilidad que en- 
tendemos nosotros que usted tiene no estm'a de más que 
nos hiciera una breve exposición, puesto que usted es la 
persona que tiene no la máxima responsabilidad actual so- 
bre el tema Intelhorce, pero sí la responsabilidad directa. 
Esto sería altamente clarificador para luego introducir las 
cuestiones para ampliar información. 

¿Por qué digo esto? Lo digo porque sería bueno que us- 
ted contara a la Comision íntelhorce cuál es su posición; 
aparte de en este asunto, cuál ha sido su currículum en la 
Administración y dónde ha estado usted en momentos an- 
teriores a ocupar la presidencia de Improasa, no porque 
tenga que ver con Inteihorce, sino porque, entendemos no- 
sotros, que tiene que ver con las características de su ges- 
tión al frente de Improasa y de Intelhorce. 
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El señor PRESIDENTE: Señor Izquierdo, como sabe 
S. S., el señor compareciente ha renunciado no a la obliga- 
ción, obviamente, sino al derecho que le otorga la presi- 
dencia, de acuerdo con la ordenación de nuestros trabajos, 
a hacer una primera intervención global sobre aquellos as- 
pectos que él crea pertinentes, y no está obligado a cumplir 
esa invitación que observo que hace S. S. Por tanto, reitero 
al señor compareciente que, si quiere, puede no hacer uso 
de ese tiempo de exposición global, ya que estamos en la 
segunda fase, que es la cie las preguntas en la que podemos 
seguir, si le parece bien, señor Izquierdo. 

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Yo decía todo esto a 
título previo, porque, en mi opinión, y son las primeras 
cuestiones que empezarnos a plantearle, señor Sierra, us- 
ted no está porque sí en I[ntelhorce o en Improasa. Como se 
ha visto y se ha revelado esta mañana, cinco o siete días 
después de tomar usted posesión como presidente de Im- 
proasa, y, según consta en las actas del Consejo de Admi- 
nistración de esa empresa pública de fecha 25 de noviem- 
bre de 1992 (y creo que es la primera reunión que se pro- 
duce después de la junta general de accionistas extraordi- 
naria por la cual se le nombra a usted presidente del Con- 
sejo de Administración de Improasa), a preguntas de un 
consejero sobre la cuestión de General Textil España, y 
consta así en el acta del Consejo de Administración, usted 
contesta, y se lo voy a leer de modo literal: Con referencia 
a GTE, lo más deseable sería cesar cuanto antes y liquidar 
en la mejor forma posible esta sociedad. Esto lo dice usted 
el día 25 de noviembre de 1992. 

Esta impresión que nosotros tenemos y que tienen los 
trabajadores de Intelhorce, de que la entrada de Improasa 
en Intelhorce, a raíz de la fallida privatización ocurrida en 
1989, no tiene más que el sentido de intentar instrumentar 
el cierre de la compañía al menor costo político posible 
para el Ejecutivo. 

Esto es así, señor Sierra -y entienda mis afirmaciones 
como preguntas, si así lo desea; por tanto está en su dere- 
cho de contradecirlas en su intervención-, no porque lo 
diga usted el 25 de noviembre de 1992, a pesar de que al 
señor Alvarez, consejero delegado de Intelhorce en algu- 
nos momentos y persona a la que el Patrimonio del Estado 
busca para intentar reflotar la compañía después de la fa- 
llida privatización, a priiicipios de 1992, se le dieran, como 
él ha expresado aquí esta mañana, las garantías de que por 
parte del Patrimonio del Estado se iba a hacer todo lo posi- 
ble por reflotar y cumplir el mandato del Parlamento en el 
que se decía que se habian de poner todas las condiciones 
necesarias para devolver a Intelhorce a su actividad, sino 
porque de la gestión de Improasa al frente de Intelhorce se 
deducen datos que son enormemente tozudos, como son 
las cifras económicas. 

En el año 1992, pasada la gestión privada de Intelhorce 
y según se arroja en balance, se producen unas pérdidas de 
11.280 millones de pesetas aproximadamente. En el año 
1993,6.378 millones, y en el año 1994, aproximadamente, 
10.000 millones de pesetas. Esto hace un total de cerca de 
27.000 millones de pesetas. Esta cifra es enormemente sig- 
nificativa, porque es más del doble de las pérdidas que 

tuvo Intelhorce en su época de gestión privada, en los años 
1990 y 1991, como ejercicios completos. Entonces las pér- 
didas de Intelhorce se situaban en torno a los 13.000 mi- 
llones de pesetas. 

Es curioso que esto se produzca tras haber hecho caso 
Improasa, ya dueña de Intelhorce, de las recomendaciones 
que se contemplaban en el informe Interdoxa de reducción 
de la plantilla. Y estos resultados económicos de Intel- 
horce, señor Sierra, se producen con 750 trabajadores me- 
nos, con unos costos laborales en este caso reducidos al 50 
por ciento de la empresa que habían dejado los administra- 
dores privados. Entiéndase que esto no pretende ser una 
justificación, porque no lo es bajo ningún punto de vista, 
de la gestión privada de Intelhorce, ni mucho menos. La 
gestión privada de Intelhorce ahí está y los datos son tre- 
mendamente malos como para pensar que haya podido ser 
buena o medianamente buena. 

La pregunta es bien clara: ¿Es posible perder tanto di- 
nero para cerrar una empresa? ¿No es más fácil invertir el 
dinero para hacer una empresa viable? Parece evidente. 

El 25 de noviembre de 1992 usted determina, porque es 
el más alto responsable, que lo mejor para Intelhorce es ce- 
sar la empresa y liquidarla cuanto antes. Esto ocurre en el 
año 1992 y estamos en 1995; desde entonces se ha inver- 
tido mucho dinero de todos los españoles en Intelhorce. 
¿Usted cree necesarias todas estas inversiones para tener, 
al final, una quiebra, una suspensión de una actividad in- 
dustrial, y tener lo que tenemos? 

Digo esto por lo que se refiere a las cuentas de Intel- 
horce. Yo creo que los hechos, como he dicho antes, son 
tozudos, las cifras hablan por sí solas y no se puede enten- 
der, bajo mi punto de vista, que se pueda perder tanto di- 
nero para tener lo que tenemos, que es la administración de 
una quiebra. 

Usted coge Intelhorce, a través de Improasa, como he- 
mos dicho, a finales de 1992. Me gustaría que explicara a 
la Comisión el aumento enorme ec el capital social de la 
empresa pública Improasa, de la que usted es Presidente, 
que pasa, de tener unos pocos cientos de millones de pe- 
setas,a creo que 16.000. Sé que es fruto de las ampliacio- 
nes de capital que hace el Gobierno sobre Improasa para 
que ésta, a su vez, pueda prestar ese dinero a Intelhorce, 
a Hytasa y a otras empresas tuteladas por esta empresa 
pública. 

Mi pregunta es muy concreta. ¿Está usted convencido, 
como gestor público puesto por el Gobierno para esa res- 
ponsabilidad, de que esta actuación del Gobierno a partir 
de 1992, ante la forma en que se produce la renacionaliza- 
ción de Intelhorce, no será en el futuro denunciada ante la 
Comisión Europea y que pueda ser constitutiva de ayudas 
ilegales? ¿Está usted convencido de que esta eventualidad 
puede producirse en los próximos años? Si esta eventuali- 
dad se puede producir, Les lo que ha aconsejado la disolu- 
ción de la sociedad, su liquidación definitiva y una nueva 
sociedad? Porque este problema que puede tener la futura 
Intelhorce y lo que hizo Improasa a partir de 1992 con In- 
telhorce es lo que ya hizo Patrimonio del Estado en 1989, 
que fue concederle, para vendeil 7 .  mas ayudas que luego 
fueron determinadas ilegales. 












































